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ANTEPROYECTO 
DE 

LEY DE SOSTENIBILIDAD Y PROTECCIÓN AMBIENTAL 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
I 
 

La sostenibilidad ambiental y la protección y conservación del medio ambiente se han 
convertido en los últimos años en una creciente preocupación social y en uno de los objetivos 
esenciales de las políticas de los poderes públicos, que deben dotarse de los instrumentos 
legales necesarios para garantizar la efectividad del derecho constitucional al disfrute de un 
medio ambiente adecuado.  
 

El medio ambiente es un bien colectivo cuya protección concierne no sólo a unos pocos, 
sino que involucra en un esfuerzo común al conjunto de las administraciones, los agentes 
económicos y la ciudadanía; en consecuencia, si se quiere alcanzar un alto grado de calidad 
ambiental, será preciso que las exigencias de la protección del medio ambiente 
comprometan todas las políticas públicas, tomando en consideración su repercusión 
ambiental. 
 

La función pública de sostenibilidad y protección ambiental puede llevarse a cabo de 
diversas maneras que implican distintos grados de presencia de las Administraciones 
públicas. Está demostrado que la restauración de los daños ocasionados al medio ambiente 
es, frecuentemente, más difícil y costosa que la prevención de los mismos, manifestándose 
ésta como el mecanismo más adecuado para protegerlo. Por ello, las Administraciones deben 
dotarse de instrumentos para conocer a priori los posibles efectos ambientales de los 
diferentes proyectos y actividades, estableciendo las medidas preventivas y correctoras que 
minimicen los impactos sobre el medio. Dichos instrumentos son la intervención ex ante en 
base al régimen de autorizaciones, licencias o comunicaciones ambientales; el 
establecimiento de un régimen permanente de inspección y control; así como la tipificación 
de las oportunas sanciones para prevenir, por su capacidad disuasoria y, en su caso, 
reaccionar frente a los incumplimientos de las condiciones bajo las cuales se permite la 
ejecución del proyecto o el ejercicio de estas actividades potencialmente contaminantes o 
frente a la misma carencia de las autorizaciones o licencias. 
 

La vocación, por tanto, de la presente ley es la de convertirse en marco esencial del 
ordenamiento jurídico del Principado de Asturias para la prevención y tutela del medio 
ambiente, estableciendo los fines y principios a que debe quedar sujeta por razones 
medioambientales la actividad tanto pública como privada en nuestra Comunidad Autónoma, 
de manera que se contribuya a lograr un crecimiento sostenible, inteligente e inclusivo, 
posibilitando que se desarrollen actividades sin condicionar el futuro ambiental de nuestro 
territorio y sus futuras generaciones. Precisamente con el fin de adquirir desde la ley un 
compromiso con la solidaridad intergeneracional, se plantea la incorporación de un análisis 
ambiental prospectivo respecto de planes y programas y para proyectos cuando puedan 
incidir de forma relevante sobre objetivos de sostenibilidad territorial, incluyendo en este 
caso medición de la huella de carbono. 
 

Por otra parte, la ley se ocupa de desarrollar en un único texto legal el sistema de 
intervención administrativa en las actividades, instalaciones, proyectos, planes y programas 
susceptibles de afectar al medio ambiente, aplicando principios de simplificación, 
racionalización y cooperación entre Administraciones públicas. Así, se ocupa del régimen de 
los planes y programas sometidos a evaluación ambiental estratégica, los proyectos sujetos 
a evaluación de impacto ambiental, las instalaciones industriales sometidas a autorización 
ambiental integrada, así como el régimen de actividades sujetas a licencia ambiental 
municipal o a comunicación ambiental municipal. Por otro lado, se unifican en una única 
autorización ambiental autonómica las diferentes autorizaciones ambientales, cuyo 
otorgamiento es competencia de la comunidad autónoma, exigidas por diversa legislación 
estatal ambiental. 
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Como aportación importante respecto a la legislación básica en la materia está en el 
acortamiento de plazos en todos los procedimientos regulados, de manera que la efectiva 
protección del medio ambiente no sea contraria a la existencia de una administración ágil y 
eficaz.  
 

Se trata por tanto de una ley innovadora que integra la regulación detallada de los 
procedimientos de intervención ambiental, tanto de la Administración autonómica como de 
las administraciones locales, con principios generales y programáticos de política ambiental y 
climática a los que eleva a rango legal y que han de estar presentes en todas las actuaciones 
que se desarrollen en nuestra comunidad autónoma, todo ello con un objetivo común, la 
sostenibilidad y protección del medio ambiente y la de contribuir a la lucha contra el cambio 
climático. 
 

II 
 

La Constitución Española, norma fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, reconoce 
en su artículo 45 el derecho de todos los españoles a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. El mismo 
precepto constitucional contiene un mandato dirigido a los poderes públicos de velar por la 
utilización racional de todos los recursos naturales, a fin de proteger y mejorar la calidad de 
vida y defender y restaurar el medio ambiente. 
 

La ley parte, como no podía ser de otro modo, de la normativa europea y de la legislación 
básica estatal. Así, toma en consideración la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 27 de junio de 2001, relativa a la evaluación de determinados planes y 
programas en el medio ambiente, la Directiva 2010/75/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 24 de noviembre de 2010 sobre las emisiones industriales (prevención y control 
integrados de la contaminación), así como la Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 13 de diciembre de 2011, de evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. La ley desarrolla, 
asimismo, la normativa básica estatal existente en la materia, constituida, 
fundamentalmente, por la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y la Ley 
16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, modificada 
por la Ley 5/2013, de 11 de junio. Asimismo, es de aplicación la Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Y también tiene en cuenta la 
legislación en materia de salud pública a través de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General 
de Salud Pública, en la que se contempla la evaluación del impacto en salud de las normas, 
planes, programas y proyectos. 
 

En materia de información y participación pública se han seguido las directrices 
comunitarias, así como la legislación estatal básica constituida por la Ley 27/2006, de 18 de 
julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública 
y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.  
 

Si bien todos estos aspectos son objeto de regulación por distintas normas comunitarias y 
estatales, el Principado de Asturias ha considerado necesario adaptar estas normas a las 
peculiaridades de su ámbito territorial, integrando todas estas materias en un único cuerpo 
legal, en aras de una mayor racionalidad y claridad, garantizando así un mayor nivel de 
protección del derecho a la seguridad jurídica de todos aquellos interesados en promover una 
actividad, instalación, proyecto, plan o programa susceptible de afectar al medio ambiente. 
Para tal fin, la presente ley armoniza las competencias en estas materias y establece las 
pautas de colaboración y coordinación entre las distintas Administraciones intervinientes. 
 

En este contexto nace la Ley de Sostenibilidad y Protección Ambiental del Principado de 
Asturias, como expresión jurídico-positiva de la política ambiental autonómica, en desarrollo 
de las competencias reconocidas al Principado de Asturias en virtud del artículo 11.5 de su 
Estatuto de Autonomía. 
 

III 
 

Esta ley se estructura en un título preliminar más ocho títulos, con un total de ciento 
treinta y tres artículos, seis disposiciones adicionales, tres transitorias, una derogatoria, 
cinco finales y siete anexos. 
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El título preliminar recoge las disposiciones generales que permitirán a los órganos 
competentes y a los destinatarios de la norma, tanto su correcta aplicación a través de la 
delimitación precisa de su objeto y de su ámbito de aplicación, como su adecuada 
interpretación mediante la definición de aquellos conceptos que se consideran claves para el 
cumplimiento de la misma.  
 

En el título I se definen los principios que deben regir la política ambiental del Principado 
de Asturias, tanto los de carácter general como los específicos referidos al cambio climático, 
la protección de la atmósfera, las aguas y el litoral, el suelo, el ruido, así como la prevención 
y gestión sostenible de los residuos. También recoge los instrumentos para la mejora 
ambiental, tanto los voluntarios como los de intervención administrativa, así como los 
principios que han de regir la información y participación pública. 
 

El título II dedica sus tres capítulos a regular la evaluación ambiental estratégica, fijando 
el marco normativo en el Principado de Asturias que posibilite una eficaz actuación 
preventiva orientada a evitar, reducir o minimizar los efectos adversos sobre el medio 
ambiente derivados de la puesta en marcha o ejecución de determinados planes y 
programas. 
 

En el título III, dividido en tres capítulos, se regula la evaluación del impacto ambiental de 
determinados proyectos, públicos o privados, sobre el medio ambiente, estableciendo dos 
procedimientos de evaluación, el ordinario y el simplificado. En los anexos I y II se recogen 
el listado de proyectos que deben someterse a estos instrumentos de intervención, 
respectivamente. 
 

El título IV ocupa sus tres capítulos en desarrollar el régimen de la autorización ambiental 
integrada definiendo, dentro del marco de la legislación básica y en su normativa 
reglamentaria de desarrollo, no sólo el procedimiento para su otorgamiento, sino también su 
posible modificación, revisión o transmisión, así como los efectos del cese de la actividad. El 
anexo tercero relaciona los procesos industriales sometidos a esta autorización. 
 

El título V, con tres capítulos, contempla una nueva figura jurídica en el Principado de 
Asturias, la licencia ambiental municipal, que trae causa del tradicional régimen de 
actividades clasificadas, regido hasta la fecha por el Reglamento de Actividades Molestas, 
Insalubres, Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre. Las 
actividades sujetas a esta licencia ambiental municipal quedan detalladas en el anexo cuarto 
de la presente ley. 
 

También novedoso resulta el contenido del título VI, que define el nuevo régimen de 
comunicación ambiental municipal. A tal efecto, la ley contempla, para las actividades 
relacionadas en el anexo quinto, la previa comunicación al Ayuntamiento correspondiente, 
como requisito ambiental para su puesta en funcionamiento. 
 

En el título VII se desarrolla la autorización ambiental autonómica como herramienta que 
aglutina en único acto de intervención administrativa las diferentes autorizaciones 
ambientales, cuyo otorgamiento es competencia de la comunidad autónoma, exigidas por 
diversa legislación estatal ambiental, tales como las autorizaciones de actividades 
potencialmente contaminadoras de la atmósfera, las autorizaciones de vertido de la tierra al 
mar o las autorizaciones de gestión de residuos. El anexo sexto define las actividades sujetas 
a autorización ambiental autonómica en el Principado de Asturias. 
 

Algunas de las normas que establecen estas autorizaciones ambientales sectoriales de 
carácter autonómico, incluyen regímenes de comunicación, por ejemplo para actividades con 
un potencial limitado de contaminación a la atmósfera, o las que producen residuos en 
determinadas circunstancias. La presente ley establece que estas comunicaciones 
ambientales de competencia autonómica, para las actividades descritas en el anexo séptimo 
de esta ley, se formulen en una única solicitud, según un procedimiento que asimismo se 
regula en el título VII de la presente ley. 
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Por último, el título VIII se dedica a la inspección y al régimen sancionador. En su capítulo 
I se regula el régimen de control e inspección ambiental, incluyendo, para facilitar esta 
actividad inspectora, una serie amplia de deberes de comunicación de los titulares de las 
instalaciones sometidas a los regímenes de intervención administrativa ambiental regulados 
en esta ley; en el capítulo II, se establece el régimen sancionador, correspondiendo la 
potestad sancionadora a la Comunidad Autónoma o a los ayuntamientos, según sus 
respectivas competencias. 
 

La ley se completa con seis disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria y cinco disposiciones finales. 
 

En las adicionales, se establece el carácter negativo del silencio en los procedimientos de 
autorización previstos en esta ley; el fomento de la tramitación electrónica; la necesidad de 
adecuar, en el plazo de un año, las ordenanzas municipales que regulen actividades con 
incidencia ambiental; así como las disposiciones de desarrollo en materia de medio 
ambiente. También se declara que el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, no será de 
aplicación en el Principado de Asturias, y se regula las funciones de la Comisión para Asuntos 
Medioambientales. 
 

Las disposiciones transitorias regulan el tratamiento que habrá de darse a los 
procedimientos de autorización y a los sancionadores iniciados antes de la entrada en vigor 
de esta ley, así como el sometimiento al régimen de inspección previsto en la ley de las 
instalaciones y actividades existentes. 
 

La disposición derogatoria deja sin vigencia cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
se opongan a lo dispuesto en la ley y hace desaparecer la figura de la Evaluación Preliminar 
de Impacto Ambiental (EPIA).  
 

La disposición final primera, modifica la Ley del Principado de Asturias 5/2002, de 3 de 
junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento; y la segunda modifica la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de 
febrero, sobre Abastecimiento y Saneamiento de Aguas en el Principado de Asturias. El resto 
de disposiciones finales se refieren al título competencial a cuyo amparo se dicta la presente 
ley; a la autorización al Consejo de Gobierno al desarrollo reglamentario de la misma; y a la 
entrada en vigor de la ley a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias. 

 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 

Artículo 1. Objeto. 
 

1. La presente ley tiene por objeto el establecimiento de los fines y principios a que queda 
sujeta por razones de sostenibilidad medioambiental la actividad de la Administración del 
Principado de Asturias, sus organismos y entes públicos y la de las Entidades Locales, en 
todos sus actos y disposiciones, así como las actuaciones de los ciudadanos, personas físicas 
y jurídicas. 
 

2. Asimismo, esta ley tiene por objeto la regulación de los procedimientos ambientales a 
los que deben someterse los planes, programas, proyectos, instalaciones y actividades que 
tengan incidencia sobre el medio ambiente, en concreto: 
 

a) Evaluación ambiental estratégica de planes y programas.   
 

b) Evaluación de impacto ambiental de proyectos. 
 

c) Autorización ambiental integrada de instalaciones. 
 

d) Licencia ambiental municipal de actividades. 
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e) Comunicación ambiental municipal de actividades. 
 

f) Autorización ambiental autonómica de actividades. 
 

g) Comunicación ambiental autonómica de actividades. 
 
 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
 

1. La presente ley será de aplicación a los planes, programas, proyectos, instalaciones y 
actividades que se realicen en el Principado de Asturias. 
 

2. Los medios de intervención administrativa previstos en esta ley se entienden sin 
perjuicio de los que correspondan a la Administración General del Estado en las materias de 
su competencia, y no eximen de la obtención de las autorizaciones o licencias que sean 
exigibles de acuerdo con la legislación territorial o sectorial. 
 
 

Artículo 3. Definiciones. 
 

A los efectos de esta ley se entenderá por: 
 

1. Actividad: operaciones de proceso o explotación de una industria, servicio, instalación o 
establecimiento, de titularidad pública o privada, que por tener incidencia sobre el medio 
ambiente y/o la salud de las personas, esté incluida en los procedimientos ambientales 
regulados en esta ley. 
 

2. Administraciones públicas afectadas: aquellas Administraciones públicas que tienen 
competencias específicas en las siguientes materias: población, salud humana, biodiversidad, 
geodiversidad, fauna, flora, espacios naturales protegidos, suelo, agua, aire, ruido, factores 
climáticos, cambio climático, energía, paisaje, bienes materiales, patrimonio cultural, 
ordenación del territorio y urbanismo. 
 

3. Análisis ambiental prospectivo: el conjunto de estudios técnicos que permiten evaluar 
los efectos de un plan o proyecto sobre la sostenibilidad ambiental, social y económica de un 
territorio, a largo plazo. 
 

4. Autorización ambiental autonómica: la resolución del órgano ambiental por la que se 
permite realizar una actividad y explotar la totalidad o parte de una instalación a los efectos 
de la protección del medio ambiente y de la salud de las personas, bajo determinadas 
condiciones destinadas a garantizar el cumplimiento del objeto y de las disposiciones de las 
siguientes normas: 
 

- Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera, en 
relación con sus emisiones a la atmósfera. 

 
- Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, en relación con la 

gestión de residuos. 
 
- Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas y del Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre, 

por el que se aprueba el Reglamento General de Costas, en relación con sus vertidos de 
aguas residuales al dominio público marítimo-terrestre. 

 
- Ley 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los 

sistemas públicos de saneamiento, en relación con el vertido a colectores o instalaciones de 
depuración competencia del Principado de Asturias. 
 

5. Autorización ambiental integrada: la resolución del órgano ambiental por la que se 
permite, a los efectos de la protección del medio ambiente y de la salud de las personas, 
explotar la totalidad o parte de una instalación, bajo determinadas condiciones destinadas a 
garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de la Ley 16/2002, de 1 de 
julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación y las de esta ley. Tal 
autorización podrá ser válida para una o más instalaciones o partes de las instalaciones que 
tengan la misma ubicación. 
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6. Comunicación ambiental autonómica: documento mediante el que el titular de la 

actividad pone en conocimiento de la Administración del Principado de Asturias una serie de 
datos, a los efectos de garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de las 
siguientes normas: 
 

- Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera, 
en relación con las actividades pertenecientes al grupo C del catálogo de actividades 
potencialmente contaminadoras de la atmósfera. 
 

- Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, sobre limitación de emisiones de 
compuestos orgánicos volátiles debidas al uso de disolventes en determinadas actividades. 
 

- Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, en relación con las 
comunicaciones de los productores y gestores de residuos.  
 

7. Comunicación ambiental municipal: documento mediante el que el titular de la 
actividad pone en conocimiento de la Administración local correspondiente una serie de 
datos, a los efectos de garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de esta 
ley. 
 

8. Declaración ambiental estratégica: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación ambiental estratégica ordinaria, que evalúa la 
integración de los aspectos ambientales en la propuesta final del plan o programa. 
 

9. Declaración de impacto ambiental: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación de impacto ambiental ordinaria, que evalúa la 
integración de los aspectos ambientales en un proyecto y determina las condiciones que 
deben establecerse para la adecuada protección del medio ambiente y de los recursos 
naturales durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el desmantelamiento o 
demolición del proyecto, hasta que cesen sus efectos sobre el medio ambiente. 
 

10. Documento de conclusiones sobre las mejores técnicas disponibles: decisión de la 
Comisión Europea que contiene las partes de un documento de referencia donde se 
establecen las conclusiones sobre las mejores técnicas disponibles, su descripción, la 
información para evaluar su aplicabilidad, los niveles de emisión asociados a las mejores 
técnicas disponibles, las mediciones asociadas, los niveles de consumo asociados y, si 
procede, las medidas de rehabilitación del emplazamiento de que se trate. 
 

11. Efecto significativo: alteración de carácter permanente o de larga duración de un valor 
natural y, en el caso de espacios de Red Natura 2000, cuando además afecte a los elementos 
que motivaron su designación y objetivos de conservación. 
 

12. Emisión: la expulsión a la atmósfera, al agua o al suelo de sustancias, vibraciones, 
calor o ruido procedentes de forma directa o indirecta de fuentes puntuales o difusas de una 
instalación. 
 

13. Entidades Colaboradoras de la Administración Ambiental aquellas personas físicas o 
jurídicas que, debidamente acreditada su adecuada capacidad técnica, asisten a los titulares 
de las actividades e instalaciones en el cumplimiento de sus obligaciones de control y 
vigilancia de las condiciones impuestas en las autorizaciones ambientales.  
 

14. Estudio ambiental estratégico: estudio elaborado por el promotor que, siendo parte 
integrante del plan o programa, identifica, describe y evalúa los posibles efectos 
significativos sobre el medio ambiente y la salud o el bienestar de la población que puedan 
derivarse de la aplicación del plan o programa, así como unas alternativas razonables, 
técnica y ambientalmente viables, que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial 
de aplicación del plan o programa, con el fin de prevenir o minimizar los efectos adversos 
sobre el medio ambiente de la aplicación del plan o programa. 
 

15. Estudio de impacto ambiental: documento elaborado por el promotor que contiene la 
información necesaria para evaluar los posibles efectos significativos del proyecto sobre el 
medio ambiente y la salud o el bienestar de la población y que permite adoptar las 
decisiones adecuadas para prevenir y minimizar dichos efectos. 
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16. Evaluación ambiental: procedimiento administrativo instrumental respecto del de 

aprobación o de adopción de planes y programas, así como respecto del de autorización de 
proyectos, o, en su caso, respecto de la actividad administrativa de control de los proyectos 
sometidos a licencia o comunicación previa, a través de los cuales se analizan los posibles 
efectos significativos sobre el medio ambiente de los planes, programas y proyectos. 
 

17. Evaluación ambiental estratégica: procedimiento administrativo instrumental respecto 
del procedimiento de aprobación o de adopción de planes y programas, y que concluye 
mediante la declaración ambiental estratégica o mediante el informe ambiental estratégico. 
 

18. Evaluación de impacto ambiental: procedimiento administrativo instrumental que 
incluye el conjunto de estudios e informes técnicos y de consultas que permiten estimar los 
efectos que la ejecución de un determinado proyecto causa sobre el medio ambiente, con el 
fin de prevenir, evitar y corregir dichos efectos. 
 

19. Evaluación de impacto en salud: combinación de procedimientos, métodos y 
herramientas con los que puede ser analizada una norma, plan, programa o proyecto, en 
relación a sus potenciales efectos en la salud de la población y acerca de la distribución de 
los mismos. La evaluación de impacto en salud deberá prever los efectos directos e 
indirectos de las políticas sanitarias y no sanitarias sobre la salud de la población y las 
desigualdades sociales en salud con el objetivo de la mejora de las actuaciones. 
 

20. Información ambiental: la así considerada en la legislación básica, actualmente 
recogida en el artículo 2.3 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los 
derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente. 
 

21. Informe ambiental estratégico: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que se concluye la evaluación ambiental estratégica simplificada. 

 
22. Informe ambiental integrado: informe preceptivo del órgano ambiental realizado en el 

trámite de autorización ambiental integrada de un proyecto y que contiene una evaluación 
ambiental de éste en su conjunto.  
 

23. Informe de impacto ambiental: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación de impacto ambiental simplificada. 
 

24. Instalación: cualquier unidad técnica, en donde se desarrolle una o más de las 
actividades enumeradas en los anexos de la presente ley, así como cualesquiera otras 
actividades directamente relacionadas con aquellas que guarden relación de índole técnica 
con las llevadas a cabo en dicho lugar y puedan tener repercusiones sobre las emisiones y la 
contaminación. 
 

25. Licencia ambiental municipal: la resolución municipal por la que se permite, a los 
solos efectos de la protección del medio ambiente y de la salud de las personas, desarrollar 
una determinada actividad con incidencia sobre el medio ambiente, bajo determinadas 
condiciones destinadas a garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de 
esta ley. 
 

26. Mejores técnicas disponibles (MTD): la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de 
las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestren la capacidad práctica 
de determinadas técnicas para constituir la base de los valores límite de emisión y otras 
condiciones de la autorización destinadas a evitar o, cuando ello no sea practicable, a reducir 
las emisiones y el impacto en el conjunto del medio ambiente y la salud de las personas. 
 

27. Modificación sustancial: cualquier modificación realizada en una actividad o instalación 
que en opinión del órgano competente para otorgar la autorización ambiental pueda tener 
repercusiones perjudiciales relevantes en la seguridad, la salud de las personas o el medio 
ambiente. 
 

28. Órgano ambiental: órgano de la Administración del Principado de Asturias que ostenta 
la competencia en materia de medio ambiente.  
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29. Órgano sustantivo: órgano de la Administración pública que ostenta las competencias 
para adoptar o aprobar un plan o programa, para autorizar o aprobar un proyecto, o para 
controlar la actividad de los proyectos sujetos a licencia o comunicación previa, salvo que el 
proyecto consista en diferentes actuaciones en materias cuya competencia la ostenten 
distintos órganos de la Administración pública estatal, autonómica o local, en cuyo caso, se 
considerará órgano sustantivo aquel que ostente las competencias sobre la actividad a cuya 
finalidad se orienta el proyecto, con prioridad sobre los órganos que ostentan competencias 
sobre actividades instrumentales o complementarias respecto a aquéllas. 
 

30. Planes y programas: el conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas a 
satisfacer necesidades sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su desarrollo 
por medio de uno o varios proyectos. 
 

31. Personas interesadas:  
 

1º. Toda persona física o jurídica en la que concurra cualesquiera de las circunstancias 
previstas en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 

2º. Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que, de conformidad con la Ley 
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, cumplan de los 
siguientes requisitos: que tengan entre los fines acreditados en sus estatutos la protección 
del medio ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales 
fines puedan resultar afectados por la evaluación ambiental; que lleven, al menos, dos años 
legalmente constituidos y vengan ejerciendo de modo activo las actividades necesarias para 
alcanzar los fines previstos en sus estatutos; y que según sus estatutos desarrollen su 
actividad en un ámbito territorial que resulte afectado por el plan, programa o proyecto que 
daba someterse a evaluación ambiental. 
 

32. Promotor: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que solicite el inicio 
de un procedimiento de los previstos en esta ley. 
 

33. Proyecto: cualquier actuación que consista en la ejecución o explotación de una obra, 
una construcción o instalación, así como el desmantelamiento o demolición o cualquier 
intervención en el medio natural o en el paisaje, incluidas las destinadas a la explotación o al 
aprovechamiento de los recursos naturales o del suelo y del subsuelo así como de las aguas 
marinas. 
 

34. Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones 
o grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación que no reúna los 
requisitos para ser considerados como persona interesada. 
 

35. Sustancia: los elementos químicos y sus compuestos con la excepción de las 
siguientes: 
 

i. Las sustancias radioactivas reguladas en la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía 
nuclear. 
 

ii. Los organismos y microorganismos modificados genéticamente, tal como se definen en 
el artículo 2 de la Ley 9/2003, de 25 de abril, de evaluación ambiental, por la que se 
establece el régimen jurídico de la utilización confinada, liberación voluntaria y 
comercialización de organismos  modificados genéticamente, y haciendo uso de las técnicas 
de modificación genéticas previstas en el artículo 3 del Real Decreto 178/2004, de 30 de 
enero, por el que se aprueba el Reglamento general para el desarrollo y ejecución de la Ley 
9/2003, de 25 de abril, por la que se establece el régimen jurídico de la utilización confinada, 
liberación voluntaria y comercialización de organismos modificados genéticamente. 
 

36. Titular: cualquier persona física o jurídica que explote, sea dueño o posea la 
instalación o actividad sometida al procedimiento ambiental que corresponda. 

 
37. Valores límite de emisión: la masa o la energía expresada en relación con 

determinados parámetros específicos, la concentración o el nivel de una emisión, cuyo valor 
no debe superarse dentro de uno o varios períodos determinados.  
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TÍTULO I 
 

POLÍTICA AMBIENTAL 
 
 

Artículo 4. Finalidades. 
 

La política ambiental del Principado de Asturias se encaminará a la consecución de los 
siguientes fines: 
 

a) Promover el desarrollo sostenible, conjugando el impulso a la actividad económica y 
generación de empleo con la necesaria protección del medio ambiente y la solidaridad 
intergeneracional; y procurando favorecer la implantación de actividades en concordancia 
con la planificación territorial, urbanística y de los recursos naturales. 
 

b) Alcanzar un elevado nivel de protección del medio ambiente, de la biodiversidad y de la 
salud y el bienestar de las personas, mediante la utilización de los instrumentos necesarios 
que permitan prevenir, minimizar, corregir y controlar los impactos que genera la actividad 
económica sobre el medio ambiente, incluido el cambio climático y la eficiencia en el uso de 
los recursos. 
 

c) Implantar mecanismos de información mutua, y promover la colaboración y la 
cooperación entre las distintas Administraciones públicas para asegurar la eficacia y 
coherencia de sus actuaciones, así como la simplificación y la mayor celeridad de los 
procedimientos ambientales a los que deben someterse los planes, programas, proyectos, 
instalaciones y actividades que tengan incidencia sobre el medio ambiente. 
 

d) Establecer mecanismos adecuados de inspección, control y seguimiento para el 
aseguramiento del cumplimiento de la normativa ambiental, la eficacia de las medidas 
correctoras impuestas y la reparación o compensación de los daños causados al medio 
ambiente. 
 

e) Fomentar la transparencia ambiental a través del intercambio, la difusión y la 
publicidad de la información ambiental, el acceso a la misma, así como la participación social 
en los procesos de toma de decisiones. 
 

f) Promover la educación ambiental, la sensibilización y la formación en materia de 
sostenibilidad del conjunto de la sociedad, incluida la adopción de compromisos voluntarios 
en materia de medio ambiente por parte del sector empresarial. 
 
 

Artículo 5. Principios rectores generales. 
 

1. La política medioambiental del Principado de Asturias estará basada en los principios de 
aprovechamiento sostenible de los recursos, de cautela y acción preventiva, de gestión 
activa, de corrección de los daños, preferentemente en la fuente, y en el principio de quien 
daña repara, debiendo integrarse la protección del medio ambiente en la definición, 
planificación, desarrollo y ejecución de todas las políticas territoriales y sectoriales, como una 
variable clave para conseguir un desarrollo sostenible, y en toda la acción pública o privada 
intervenida administrativamente y susceptible de afectarle. Estará basada en criterios de 
solidaridad intergeneracional respondiendo a las necesidades de las generaciones venideras y 
a los desafíos planteados por los cambios demográficos. 
 

2. Asimismo, el Principado de Asturias velará por la mejora continua de la protección del 
medio ambiente y la extensión de su eficacia y, en general, por su plena efectividad, para 
evitar cualquier acción regresiva, conciliando sus objetivos con la protección y la mejora de 
la salud y del bienestar de la población. 
 

3. La política ambiental del Principado de Asturias, propiciará una ordenación estable y 
duradera que dote de garantía, seguridad, transparencia, eficacia y agilidad a la acción 
pública y privada, que permita sin perjuicio de la necesaria participación en su definición y 
desarrollo de los agentes sociales y económicos, corresponsables y coparticipes de la misma. 
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4. La Consejería competente en materia de medio ambiente, y las Entidades Locales en el 

ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas necesarias para garantizar la calidad del 
medio ambiente, la biodiversidad y la protección de la salud de las personas, con relación a 
los planes, programas, proyectos, instalaciones o actividades económicas que puedan tener 
incidencia sobre el medio.  
 

Las Administraciones públicas competentes ajustarán sus actuaciones a los principios de 
información mutua, cooperación y colaboración. A tal efecto, en los procedimientos 
administrativos de control ambiental, las Administraciones públicas se prestarán la debida 
asistencia para asegurar la eficacia y coordinación de sus respectivas actuaciones.  
 

5. En el marco de lo establecido por la legislación estatal básica, en cada una de las 
materias indicadas en el presente título, la Administración del Principado de Asturias podrá 
elaborar ordenanzas municipales tipo en aquellas cuestiones que deban regularse en el 
ámbito local, que pondrá a su disposición de los ayuntamientos con el fin de cooperar con 
ellos en el cumplimiento en los plazos previstos de sus obligaciones en materia de medio 
ambiente.  
 
 

Artículo 6. Cambio climático  
 

Las Administraciones públicas del Principado de Asturias desarrollarán políticas para hacer 
frente a los efectos adversos del cambio climático, como eje horizontal de su acción pública, 
procurando en el ámbito de sus decisiones sobre las diferentes políticas mitigar su impacto y 
mejorar la capacidad de adaptación. A tal fin promoverán: 
 

a) Las actividades de investigación e innovación sobre los diferentes componentes del 
sistema climático. 
 

b) La promoción de las mejores tecnologías disponibles que favorezcan la reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero y la captura y almacenamiento de dióxido de 
carbono, en aras a una transición a una economía baja en carbono. 
 

c) Las evaluaciones relativas a los impactos negativos del cambio climático en los 
distintos sectores socioeconómicos y sistemas naturales que se pueden ver afectados en el 
Principado de Asturias, así como en la salud y el bienestar de la población, formulando 
estrategias que establezcan el marco de referencia y coordinación regional para las 
iniciativas y actividades de investigación, evaluación de la vulnerabilidad y adaptación al 
cambio climático. 
 

d) La integración de las estrategias de adaptación al cambio climático en la planificación y 
seguimiento de las políticas sectoriales y en la gestión de riesgos. 
 

e) El desarrollo continuado de políticas consecuentes con el conocimiento científico sobre 
el calentamiento global y los acuerdos internacionales y a nivel europeo que se adopten, 
adaptados al contexto territorial y económico del Principado de Asturias. 
 

f) El aprovechamiento energético sostenible de los recursos renovables autóctonos. 
 
 

Artículo 7. Protección de la atmósfera y calidad del aire. 
 

1. La política de protección de la atmósfera del Principado de Asturias estará orientada a 
prevenir, vigilar y corregir la presencia en el aire de materias o formas de energía, que 
impliquen riesgo, daño o molestia para las personas y bienes de cualquier naturaleza, 
procediéndose a tal fin a la definición y establecimiento de objetivos de calidad, valores 
límite y umbrales de alerta, de conformidad con la legislación sectorial en la materia. 
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A tal fin, la protección de la calidad del aire se garantizará, como mínimo, mediante el 
respeto de los valores límite de emisión de contaminantes a la atmósfera señalados en el 
marco de la legislación estatal básica en la materia, procurando su mejora continua. 
Asimismo se establecerán medidas en las autorizaciones ambientales tendentes a la 
reducción de las emisiones difusas. Todo ello encaminado al cumplimiento de los objetivos de 
calidad del aire y de los planes y programas de mejora de la misma.  
 

En las zonas en que se superen los valores límite o valores objetivo de alguno de los 
contaminantes regulados en normas de calidad del aire, el órgano ambiental podrá 
establecer, en las autorizaciones ambientales de las instalaciones o actividades allí 
asentadas, valores límite de emisión para esas sustancias contaminantes más estrictos que 
los establecidos en la normativa estatal.  
 

2. Con el fin de cumplimentar los objetivos del apartado anterior, en materia de 
protección de la atmósfera, el Principado de Asturias, en su ámbito competencial, procederá 
al desarrollo de las siguientes acciones: 
 

a) La planificación, definición y el establecimiento de los objetivos de calidad del aire 
ambiente para evitar, prevenir o reducir los efectos nocivos sobre la salud humana y el 
medio ambiente en su conjunto, pudiendo establecer objetivos de calidad del aire más 
estrictos que los que establecidos en la normativa estatal. 
 

b) La evaluación de la calidad del aire ambiente, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera. 
 

c) La obtención de información adecuada sobre la calidad del aire ambiente y su puesta 
en conocimiento del público en general. 
 

d) El mantenimiento de una buena calidad del aire ambiente y la mejora continua del 
mismo. 
 

e) La propuesta, exigencia y vigilancia en el cumplimiento de las medidas que eviten o 
mitiguen emisiones a la atmósfera.  
 

f) Adoptar, cuando se incumplan los objetivos de calidad del aire, o exista riesgo de que 
esto ocurra, las medidas adecuadas para evitar o mitigar la contaminación, entre las que se 
podrá incluir, si fuera necesario, la restricción en el funcionamiento de las actividades que 
contribuyan al incumplimiento. De igual manera, en situaciones de elevados niveles de 
contaminación, podrán adoptarse este tipo de medidas de acuerdo con lo previsto en los 
planes de mejora de calidad del aire o en los protocolos de actuación que desarrollen los 
mismos. 
 

g) Fijar los aspectos que se deben incluir en la planificación, el desarrollo y la ejecución 
de las distintas políticas sectoriales que permitan contribuir al cumplimiento de los objetivos 
de calidad del aire, identificando los posibles efectos sobre la misma, así como las medidas 
para minimizarlos en las fases de diseño y planificación de la actuación. 
 

h) La adopción de las medidas necesarias a fin de contribuir a la mejora y solución de los 
problemas medioambientales generados por la lluvia ácida, el cambio climático, el 
agotamiento de la capa de ozono, los flujos transfronterizos contaminantes y la 
contaminación radiactiva. 
 

i) La prevención y reducción de la contaminación lumínica, con la finalidad de promover 
un uso eficiente del alumbrado exterior, sin menoscabo de la seguridad que debe 
proporcionar a los peatones, los vehículos y las propiedades, preservar al máximo posible las 
condiciones naturales de las horas nocturnas en beneficio de la fauna, la flora y los 
ecosistemas en general, y reducir la intrusión lumínica en zonas distintas a las que se 
pretende iluminar, principalmente en entornos naturales e interior de edificios. 
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Artículo 8. Protección de las aguas y del litoral. 
 

1. La política del Principado de Asturias sobre protección de las aguas y del litoral estará 
encaminada a lograr la gestión sostenible y perdurable, y la potenciación del ahorro de los 
recursos hídricos, basándose en los principios de gestión integral del litoral, de conservación 
y restauración de la biodiversidad, funcionalidad y procesos ecológicos de los ecosistemas 
acuáticos y ribereños, coordinación interadministrativa y participación social.  

 
Se potenciará la gestión pública del agua y las fórmulas organizativas, como el Consorcio 

para el Abastecimiento de Agua y Saneamiento en el Principado de Asturias, que promuevan 
la participación de las administraciones y usuarios en su organización y funcionamiento. 
 

Para mejorar la calidad de las aguas, y a través de los diferentes regímenes de 
intervención administrativa para los vertidos al dominio público marítimo-terrestre, al 
dominio público hidráulico y a los sistemas públicos de saneamiento, se establecerán 
medidas de prevención y control, fijando, en su caso, valores límites de vertido a las aguas 
para los diferentes contaminantes. Todo ello encaminado a la consecución de los objetivos 
ambientales de las masas de agua. 
 

En su ámbito competencial, el Principado de Asturias desarrollará actuaciones dirigidas a 
la protección del agua y del litoral, y en especial a: 
 

a) Establecer objetivos ambientales de las masas de agua. 
 

b) Conseguir y mantener un adecuado nivel de calidad de las aguas y buen estado de las 
aguas superficiales y subterráneas, y de manera particular la protección en origen de las 
aguas destinadas al consumo humano y de sus reservas, procurando los mayores niveles de 
calidad y el menor tratamiento posible. 
 

c) Prevenir y evitar situaciones de deterioro ambiental del agua, cauces y riberas, en 
particular por contaminación difusa y antropización. 
 

d) Impulsar el ahorro de los recursos hídricos, incrementando la eficiencia en todos los 
usos, garantizando su suficiencia y evitando su despilfarro. 
 

e) Recuperar paulatinamente los ecosistemas asociados al recurso acuático. 
 

f) Procurar el carácter de corredor ecológico de los cauces y riberas. 
 

g) Asegurar las actuaciones relativas al tratamiento integral del ciclo del agua en lo 
referente a la planificación, construcción y gestión de infraestructuras de abastecimiento, 
saneamiento y depuración, y la ejecución de obras de restauración ambiental. 
 

h) Prestar los mejores servicios de abastecimiento, saneamiento y depuración de aguas a 
la sociedad al menor coste económico y ambiental, manteniendo las instalaciones en buen 
estado y garantizando a toda la ciudadanía el acceso a los mismos. 
 

i) Asegurar la integridad y adecuada conservación del litoral, adoptando, en su caso, las 
medidas de protección y restauración necesarias. 
 

j) Velar por la utilización racional del litoral de acuerdo con su naturaleza, sus fines y el 
respeto a la biodiversidad, al paisaje, al medio ambiente y al patrimonio cultural. 
 

k) Conservar las zonas húmedas, fijando objetivos y medidas de protección y 
recuperación, potenciando su conocimiento y evitando, en todo caso, su destrucción y 
deterioro. 
 

2. El Principado de Asturias incorporará, en las autorizaciones y concesiones, los criterios 
ambientales que garanticen la conservación de los recursos hídricos y del litoral y la 
protección del patrimonio natural y la biodiversidad en consonancia con los principios 
establecidos en el presente artículo y con la legislación sectorial en la materia. 
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3. Igualmente, formará parte de los principios rectores de la gestión del litoral su 
protección frente al cambio climático. A tal efecto, atendiendo a la fragilidad y vulnerabilidad 
de este espacio frente a las presiones y cambios, se velará de forma particular para que en 
los procedimientos de evaluación ambiental de planes, programas o proyectos que le 
afecten, sea analizado el riesgo de las actuaciones frente a los efectos del cambio climático 
conforme al mejor conocimiento científico y técnico disponible. Asimismo, incrementar la 
resiliencia de la costa frente al cambio climático guiará la actuación de las Administraciones 
públicas del Principado de Asturias. 
 
 

Artículo 9. Protección de suelos. 
 

1. Las Administraciones públicas, en aras de la protección del suelo, actuarán conforme a 
los siguientes principios: 
 

a) La asignación de los usos del suelo a través de los instrumentos de planeamiento 
territorial y urbanístico en orden a garantizar sus funciones, dando prioridad a la 
sostenibilidad de los usos teniendo en consideración la protección del paisaje, la reutilización 
de los suelos y la prevención de la artificialización, atendiendo especialmente a la protección 
de las zonas inundables, el espacio litoral, los espacios naturales protegidos, las masas 
forestales de interés ecológico, y los suelos por otras razones de especial protección. 
 

b) El mantenimiento del máximo de funciones naturales en el uso del suelo. 
 

2. Reglamentariamente se establecerán estándares de calidad del suelo vinculados a los 
distintos usos, que optimicen la armonización entre las diferentes funciones y sirvan así 
mismo de referencia tanto para la asignación de usos como para el establecimiento de las 
medidas de prevención, defensa y recuperación propias de la política de protección del suelo. 
 

3. La política del Principado de Asturias en materia de suelos contaminados se inspirará 
en los siguientes principios: 
 

a) La máxima conservación posible de las funciones naturales del suelo. 
 

b) La prioridad del conocimiento, prevención y control de la alteración de la calidad de los 
suelos. 
 

c) La recuperación del suelo, acorde con el uso a que vaya a ser destinado, utilizando las 
mejores técnicas disponibles e impulsando los  procesos de descontaminación y la evaluación 
de los riesgos asociados. 
 

d) La asignación prioritaria de usos que permitan absorber los costes de una acción 
recuperadora adecuada del suelo.  
 

e) La exigencia de solución ambiental para la totalidad del suelo comprendido en el 
ámbito de gestión urbanística cuando se asigne un uso a un suelo contaminado. 
 

f) La protección jurídica del suelo, que se estructurará teniendo en consideración las 
características químicas, biológicas o físicas que son elementos definitorios del bien y forman 
parte del contenido normal del derecho de propiedad. 
 
 

Artículo 10. Contaminación acústica. 
 

1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán 
políticas y adoptarán cuantas medidas sean necesarias para prevenir, vigilar y reducir la 
contaminación acústica, con el fin de evitar y reducir los daños para la salud humana, el 
medio ambiente o los bienes materiales. A estos efectos: 
 

a) Elaborarán, aprobarán, ejecutarán y revisarán mapas de ruido, que deberán ponerse a 
disposición del público, así como los correspondientes planes de acción, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa estatal básica y en esta ley. 
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b) Promoverán la declaración de áreas acústicas como zonas de protección acústica 
especial, o zonas de situación acústica especial; elaborando, aprobando y ejecutando los 
correspondientes planes zonales específicos. 
 

c) Determinarán los plazos y condiciones de aplicación de los objetivos de calidad acústica 
para las infraestructuras existentes, así como de los valores límite de inmisión de nuevas 
infraestructuras. 
 

d) Delimitarán las zonas de servidumbre acústica y las limitaciones derivadas de dicha 
servidumbre. 
 

2. Particularmente, corresponde al Principado de Asturias: 
 

a) Determinar los tipos de áreas acústicas, atendiendo al uso predominante del suelo, y 
establecer los criterios para determinar los principales usos asociados a dichas áreas 
acústicas. 
 

b) Delimitar como reservas de sonidos de origen natural aquellas zonas del territorio en 
las que por sus singularidades se considera conveniente conservar y proteger de la actividad 
humana. 
 

c) Establecer los requisitos acústicos aplicables a los planes, programas y proyectos que 
requieran trámite de evaluación ambiental o autorización ambiental integrada, en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias. 
 

d) La comprobación, vigilancia, inspección y control de la contaminación acústica en 
relación con las instalaciones sujetas a autorización ambiental integrada. 
 

3. Corresponde a las Entidades locales: 
 

a) Aprobar ordenanzas en materia de contaminación acústica, a más tardar en 2018 en el 
caso de municipios de más de 50.000 habitantes, y a más tardar en 2020 en el caso de 
municipios de más de 5.000 habitantes.   
 

b) Elaborar mapas de ruido, en el caso de los municipios de más de 20.000 habitantes, a 
más tardar en el año 2020, sin perjuicio de las obligaciones que establece la normativa 
estatal para las aglomeraciones de más de 100.000 habitantes. 
 

c) Realizar la zonificación acústica de su territorio, de acuerdo con los criterios 
establecidos en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, y su desarrollo 
reglamentario, y lo dispuesto en el apartado uno de este artículo. 
 

d) La comprobación, vigilancia, inspección y control de la contaminación acústica en 
relación con las actividades sujetas a licencia ambiental municipal o a comunicación 
ambiental municipal. 
 
 

Artículo 11. Residuos. 
 

1. La política de las Administraciones públicas en materia de residuos, seguirá los 
siguientes principios: 
 

a) Protección del medio ambiente y la salud de las personas, proponiendo e impulsando 
medidas eficaces, particularmente para reducir el vertido de residuos, la eliminación 
incontrolada de los mismos, o la gestión a través de canales inadecuados. 
 

b) Sostenibilidad, promoviendo una política de residuos que contribuya a avanzar en la 
sostenibilidad económica, social y ambiental. Esta política de residuos ha de basarse en la 
prevención y la reutilización que permita disminuir la generación de residuos y en un mejor 
aprovechamiento material.  
 

c) Jerarquía en la gestión de residuos, con la reutilización de materiales y productos como 
principal vía de prevención, bien sea directamente o previa una preparación adecuada. 
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d) Proximidad y autosuficiencia, considerando la conveniencia de gestionar los residuos 

en instalaciones cercanas a los puntos de producción de los mismos, siempre que ello resulte 
razonable desde la triple perspectiva ambiental, técnica y económica.  
 

e) Responsabilidad del productor, implicándose en la minimización de los residuos 
generados en las actividades, en el ecodiseño de los productos, en la incorporación de 
materiales recuperados y subproductos en los procesos productivos.  
 

f) Participación y responsabilidad compartida en la generación y gestión de residuos con 
la intervención de los productores de bienes y servicios, los ciudadanos, las administraciones 
locales, agentes económicos y sociales o comunidad científica.   
 

g) Eficiencia en la intervención de la Administración en cuestiones como la aplicación de la 
jerarquía en la gestión de residuos, la separación en origen por el productor, la recogida 
separada por materiales o la separación de distintas clases de aceites usados.  
 

2. La política de las Administraciones públicas en materia de residuos se orientará a la 
consecución de los siguientes objetivos: 
 

a) Utilizar de forma eficiente los recursos, para avanzar hacia una economía circular e 
hipocarbónica, promoviendo un modelo de sociedad que utilice y optimice los diferentes 
flujos de materiales, energía y residuos, así como reintroducir, reutilizar, reparar y reciclar 
los productos al finalizar su ciclo de vida.  
 

b) Reducir la cantidad de residuos generados en el Principado de Asturias, su 
peligrosidad, y los efectos ambientales negativos de su generación.  
 

c) Fomentar la reutilización de todos los tipos de residuos.  
 

d) Incrementar la separación en origen de los diferentes materiales contenidos en los 
residuos y el porcentaje de residuo recogido sobre residuo producido. 
 

e) Introducir de forma progresiva la recogida separada de biorresiduos, que deberá estar 
implantada en 2018 para los provenientes de grandes productores o del sector comercial no 
gestionado por los Ayuntamientos. El Plan de Gestión de Residuos del Principado de Asturias 
fijará el nivel de recogida separada de materia orgánica exigible a cada municipio atendiendo 
a sus características demográficas y dispersión de su población, con el fin de lograr el 
cumplimiento de Asturias de los objetivos nacionales de reciclaje establecidos en el Plan 
Estatal Marco de Gestión de Residuos.  
 

El Consorcio para la gestión de los residuos en Asturias promoverá, en favor de los 
municipios que lo integran, medidas de cooperación jurídica, técnica y económica, a través 
del régimen tarifario y de subvenciones, para facilitar la implantación de la recogida 
separada de biorresiduos. En todo caso, el tratamiento por COGERSA de los biorresiduos 
municipales recogidos separadamente será gratuito hasta, al menos, el año 2024, siempre 
que sus impropios sean inferiores al 10%, siendo compensado el coste producido mediante el 
incremento de la tarifa establecida para el tratamiento de los residuos recogidos sin 
clasificar. 
 

f) Implantar la recogida selectiva obligatoria de los residuos vegetales para todos los 
servicios de jardinería dependientes de las Administraciones Públicas y organismos y 
entidades dependientes de las mismas, antes del año 2019. 
 

g) Crear puntos limpios para residuos especiales que sirvan a todos los municipios de 
Asturias, adaptados a sus singularidades y necesidades, que incorporen contenedores de 
biorresiduos y residuos vegetales. En el año 2025 todos los municipios de Asturias deberán 
contar con punto limpio, municipal o supramunicipal; y en el 2020 habrán de disponer de ese 
servicio los de más de 5.000 habitantes. 
 

h) Incrementar la valorización material a través del reciclado, la preparación para la 
reutilización y la transformación biológica de biorresiduos. 
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i) Mejorar la capacidad, eficiencia, eficacia y flexibilidad de las instalaciones de gestión de 
residuos existentes. 
 

j) Mejorar la información y las estadísticas en materia de residuos, así como el control y 
seguimiento de la producción y gestión de residuos, simplificando en lo posible las cargas 
administrativas.  
 

k) Avanzar en la corresponsabilidad de las Administraciones públicas del Principado de 
Asturias, como generadoras de residuos y en el papel ejemplarizante que han de ejercer en 
las actividades económicas y el conjunto de la sociedad. 
 

l) Impulsar la comunicación, sensibilización y formación de los ciudadanos y resto de los 
agentes implicados en la producción de residuos, así como el voluntariado ambiental. 
 

m) Estimular el mercado de productos recuperados, materiales reciclados y materiales 
obtenidos a partir de residuos como el compost, la enmienda orgánica y el material 
bioestabilizado, fomentando su utilización en la realización de las labores de restauración de 
terrenos degradados. 
 

n) Promover la investigación, desarrollo e innovación en materia de productos y residuos. 
 

ñ) Promover la adopción de acuerdos voluntarios con los agentes económicos para 
mejorar la prevención y gestión de residuos, fomentando el análisis de ciclo de vida de los 
productos.  
 

o) Reforzar la labor de Consorcio para la Gestión de Residuos Sólidos en Asturias 
(COGERSA) como organísmo coordinador de la política municipal y autonómica en materia de 
residuos, instrumento para su desarrollo e impulso, gestor de las infraestructuras de 
tratamiento centralizado y referente en la educación ambiental de la sociedad asturiana. 
 
 

Artículo 12. Condiciones generales de funcionamiento de las actividades que tengan 
incidencia sobre el medio ambiente. 
 

Las personas titulares de las actividades comprendidas en el ámbito de aplicación de la 
presente ley las ejercerán, bajo su responsabilidad, de acuerdo con los principios siguientes: 
 

a) Prevenir la contaminación mediante la aplicación de las medidas adecuadas y, en 
especial, de las mejores técnicas disponibles. 

 
b) Prevenir la transferencia de la contaminación de un medio a otro. 

 
c) Reducir, en la medida de lo posible, la producción de residuos mediante técnicas de 

minimización, y gestionarlos correctamente aplicando la jerarquía de residuos. 
 

d) Utilizar la energía, el agua, las materias primas y los recursos en general, de una 
forma racional, eficaz y eficiente. 

 
e) Adoptar las medidas necesarias para prevenir los accidentes graves y limitar sus 

efectos. 
 

f) Aplicar diligentemente las exigencias para la implantación, operación, clausura y 
postclausura que resulten de los procesos administrativos ambientales en cada caso 
aplicables. 

 
g) Prevenir la destrucción de los hábitats naturales y el paisaje, así como evitar en la 

medida de lo posible el daño a la flora y fauna silvestre. 
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Artículo 13. Información, participación pública y educación ambiental. 
 

1. La Administración del Principado de Asturias, a través de la consejería competente en 
materia de medio ambiente, sus organismos y entes públicos, deberán garantizar el derecho 
de acceso a la información sobre el medio ambiente que obre en su poder, en la forma y 
términos que establezca la normativa que regula su ejercicio, a cuyo fin deberán disponer de 
los servicios y herramientas de información necesarios. 
 

2. La Consejería competente en materia de medio ambiente difundirá periódicamente 
información de carácter general, a través de indicadores ambientales, sobre los aspectos 
siguientes: 
 

a) El estado y calidad de las aguas, el aire, el suelo, la fauna, la flora, el paisaje, la Red 
Natura 2000 y las zonas de especial protección medioambiental existentes en el territorio del 
Principado de Asturias. 
 

b) Los planes y programas de gestión ambiental y demás actuaciones públicas de 
protección ambiental o que puedan tener incidencia sobre el medio, incluidos los mapas de 
ruido y planes de acción para aglomeraciones urbanas, grandes ejes viarios, ferroviarios y 
aeropuertos. 
 

c) Los principales focos de emisiones contaminantes, incluida la contaminación acústica, 
los índices de inmisión y de exposición de la población a la contaminación. 
 

d) Los valores límites de emisión autorizados y las demás condiciones establecidas en las 
autorizaciones ambientales, así como las mejores técnicas disponibles. 
 

e) Las declaraciones ambientales estratégicas y los informes ambientales estratégicos 
respecto de los planes y programas que afecten al territorio del Principado de Asturias, así 
como las Declaraciones e Informes de Impacto Ambiental respecto de los proyectos o, en su 
caso, de la actividad administrativa de control de los proyectos sometidos a declaración 
responsable o comunicación previa. 
 

3. En los procedimientos ambientales, y en los de control e inspección regulados en la 
presente ley, se garantizará el derecho de acceso a la información ambiental, de conformidad 
con lo previsto en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente. 
 

4. Para promover la participación del público interesado en la toma de decisiones 
ambientales, así como para la generación y aplicación de nuevos conocimientos sobre el 
medio ambiente, el Principado de Asturias impulsará la formación, educación, investigación, 
el desarrollo tecnológico y la innovación, y la información y sensibilización del conjunto de la 
sociedad en torno a las cuestiones ambientales y el desarrollo sostenible. 
 

5. Se impulsará la educación ambiental, con el fin de fomentar actitudes, valores, 
comportamientos y habilidades prácticas encaminadas al consumo responsable, la gestión 
sostenible de los recursos y la prevención del deterioro del medio ambiente; en particular en 
los niveles educativos reglados, tanto obligatorios como no obligatorios. 
 
 

Artículo 14. Instrumentos voluntarios para la mejora ambiental. 
 

La Administración del Principado de Asturias promoverá los instrumentos voluntarios para 
la mejora ambiental, mediante el impulso de las siguientes actuaciones: 
 

a) Se promoverá la participación de las organizaciones en el Sistema comunitario de 
gestión y auditoría medioambientales (EMAS) y en la ISO 14001, para mejorar su 
comportamiento medioambiental, así como la difusión de la información acerca de su gestión 
al público y otras partes interesadas. 
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b) Fomento de los sistemas de etiquetado ecológico, en particular la  etiqueta ecológica 
europea y la huella de carbono, con el fin impulsar productos o servicios que pueden reducir 
los efectos ambientales adversos en comparación con otros productos de su misma 
categoría, contribuyendo así a un uso eficaz de los recursos y a un elevado nivel de 
protección del medio ambiente.  
 

c) Celebración de convenios de colaboración y suscripción de acuerdos voluntarios del 
Gobierno del Principado de Asturias con agentes económicos y sociales, organizaciones y 
asociaciones, y empresas dispuestos a contribuir adicionalmente al mayor nivel la protección 
del medio ambiente. 
 

d) Contratación pública verde, mediante la integración de criterios medioambientales a la 
contratación pública, con el fin de favorecer el comportamiento sostenible de los licitadores y 
la adquisición de productos, prestación de servicios o ejecución de obras, más respetuosos 
con el medio ambiente, todo ello sin poner en peligro la libre concurrencia y las reglas de 
competencia. 
 
 

Artículo 15. Instrumentos de intervención administrativa ambiental.  
 

1. Los planes y programas que se regulan en el título II de la presente ley quedan 
sometidos a evaluación ambiental estratégica. 
 

2. Los proyectos que se regulan en el título III de la presente ley quedan sometidos a 
evaluación de impacto ambiental, mediante un procedimiento ordinario en el caso de los 
proyectos que figuran en el anexo primero de esta ley, o simplificado en el caso de los 
proyectos que figuran en el anexo segundo. 
 

3. Las actividades comprendidas en el ámbito de aplicación de la presente ley, quedan 
sometidas, según el grado de potencial incidencia sobre el medio ambiente, la salud y el 
bienestar de la población, a alguno de los siguientes instrumentos de intervención ambiental:  
 

a) Autorización ambiental integrada, para las actividades contenidas en el anexo tercero 
de la presente ley.  
 

b) Licencia ambiental municipal, para las actividades no sometidas a autorización 
ambiental integrada y que figuren en el anexo cuarto de la presente ley.  
 

c) Comunicación ambiental municipal, para las actividades no sometidas a autorización 
ambiental integrada, ni a licencia ambiental municipal y que figuren en el anexo quinto de la 
presente ley.  
 

Las actividades sujetas a licencia ambiental municipal o a comunicación ambiental 
municipal podrán precisar además: 
 

a) Autorización ambiental autonómica, para las actividades contenidas en el anexo sexto 
de la presente ley. 
 

b) Comunicación ambiental autonómica, para las actividades contenidas en el anexo 
séptimo de la presente ley. 
 

4. Cuando, de acuerdo con la normativa estatal y autonómica, un proyecto deba 
someterse a evaluación de impacto ambiental, y deba contar asimismo con autorización 
ambiental integrada, licencia ambiental municipal o someterse al régimen de comunicación 
ambiental municipal, la evaluación de impacto ambiental deberá resolverse con carácter 
previo al correspondiente instrumento de intervención ambiental, salvo en el caso de la 
autorización ambiental integrada para la que se podrán tramitar y resolver conjuntamente 
ambos procedimientos. 
 
 

Artículo 16. Régimen competencial. 
 

1. A los efectos de los instrumentos de intervención contemplados en esta ley, 
corresponde a la Comunidad Autónoma:  
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a) La evaluación ambiental de planes, programas y proyectos que deban ser adoptados, 

aprobados o autorizados por ella o que sean objeto de declaración responsable o 
comunicación previa ante la misma. 
 

b) El otorgamiento de las autorizaciones ambientales integradas y de las autorizaciones 
ambientales autonómicas, y el registro de las comunicaciones ambientales autonómicas. 
 

c) El control e inspección de los proyectos, instalaciones y actividades en los términos de 
esta ley. 
 

2. A los efectos de los instrumentos de intervención contemplados en esta ley, 
corresponde a las Entidades Locales:  
 

a) El otorgamiento de las licencias ambientales municipales y la tramitación de las 
comunicaciones ambientales municipales. 
 

b) El control e inspección de las mismas. 
 
 

Artículo 17. Régimen de responsabilidad por incumplimiento de normas del derecho 
ambiental de la Unión Europea. 
 

Las administraciones públicas del Principado de Asturias que, en el ejercicio de sus 
competencias o funciones, incumplieran por acción u omisión el Derecho ambiental de la 
Unión Europea, dando lugar a que el Reino de España sea sancionado con carácter ejecutivo 
por las instituciones europeas, asumirán, en la parte que les sea imputable, las 
responsabilidades que se deriven de tal incumplimiento conforme a lo previsto en la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y 
en el Real Decreto 515/2013, de 5 de julio, por el que se regulan los criterios y el 
procedimiento para determinar y repercutir las responsabilidades por incumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea. 
 
 

Artículo 18. Registro de instalaciones y actividades con incidencia ambiental. 
 

1. Se crea el Registro de instalaciones y actividades con incidencia ambiental en el 
Principado de Asturias, que será público y único en todo el territorio autonómico. 
 

2. La consejería con competencias en materia de medio ambiente del Principado de 
Asturias inscribirá de oficio en este registro las instalaciones y actividades sujetas a 
autorización en el ámbito de esta ley. 
 

3. Los contenidos, organización, funcionamiento y régimen jurídico del registro se 
establecerán reglamentariamente.  
 

4. Los Registros de producción y gestión de residuos de Asturias, y de actividades 
potencialmente contaminadoras de la atmósfera formarán parte de este registro.  
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TÍTULO II 
 

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA 
 

CAPÍTULO I 
 

ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
 

Artículo 19. Planes y programas sometidos a evaluación ambiental estratégica ordinaria. 
 

Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica ordinaria los planes y programas, 
así como sus modificaciones, que se adopten o aprueben por una Administración pública y 
cuya elaboración y aprobación venga exigida por una disposición legal o reglamentaria o por 
acuerdo del Consejo de Ministros o del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, y se 
de alguno de los siguientes supuestos: 
 

a) establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a 
evaluación de impacto ambiental y se refieran a la agricultura, ganadería, silvicultura, 
acuicultura, pesca, energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión de 
recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, utilización del medio 
marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso del 
suelo;  

 
b) requieran una evaluación por afectar negativamente a espacios Red Natura 2000 en los 

términos previstos en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad;  

 
c) los comprendidos en el artículo siguiente, cuando así lo decida caso por caso el órgano 

ambiental en el informe ambiental estratégico de acuerdo con los criterios del anexo V de la 
ley estatal o cuando así lo solicite el promotor. 
 

En el caso de planes de naturaleza urbanística se consideran sujetos a la evaluación 
ambiental estratégica ordinaria: la elaboración y revisión de las Directrices de Ordenación del 
Territorio; la elaboración y revisión de los Planes Territoriales Especiales, salvo que sólo 
impliquen cambios de calificación en suelo urbano o urbanizable; la elaboración y revisión de 
los Programa de Actuación Territorial; la elaboración y revisión de los Planes Generales de 
Ordenación; las modificaciones de Planes Territoriales Especiales y de Planes Generales de 
Ordenación que alteren la clasificación de suelo no urbanizable a urbano o urbanizable que 
no supongan revisión salvo que se trate de modificaciones de escasa entidad, entendiendo 
por tales aquellas que afecten a ámbitos de superficie menor de una hectárea. 
 
 

Artículo 20. Planes y programas sometidos a evaluación ambiental estratégica 
simplificada. 
 

Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica simplificada: 
 

a) Las modificaciones menores de los planes y programas mencionados en el artículo 
anterior.  
 

Las modificaciones puntuales de los instrumentos de planificación urbanística, y las 
modificaciones no sujetas a evaluación ambiental estratégica ordinaria no recogidas en el 
artículo anterior, no estarán sometidas a evaluación ambiental estratégica simplificada, 
cuándo: 
 

- No modifiquen la delimitación del ámbito, y 
- No produzcan diferencias en los efectos previstos. Se considerará que no producen 

diferencias cuando no supongan el establecimiento de un marco que pueda dar lugar a la 
autorización de proyectos sometidos a la evaluación impacto ambiental antes no existente, y 

- No requieran una evaluación por afectar a Espacios Red NATURA 2000.   
 

b) Los planes y programas mencionados en el artículo anterior que establezcan el uso, a 
nivel municipal, de zonas de reducida extensión. 
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En el caso de planes de naturaleza urbanística se considerará que los Planes Especiales, 

Planes Parciales, Estudios de Implantación no tienen necesidad de sujeción a evaluación 
ambiental estratégica simplificada: 
 

- Cuando sean planes de desarrollo y el plan que desarrollen haya sido sometido 
previamente a evaluación ambiental estratégica ordinaria o simplificada.  

- Cuando no modifiquen la delimitación de los ámbitos; y no afecten a Red NATURA 
2000; y no supongan una modificación de los usos actuales que establezca el marco que 
pueda dar lugar a la autorización de proyectos sometidos a la evaluación impacto ambiental 
antes no existente. 
 

c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización en el futuro 
de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el artículo anterior. 

 
 

CAPÍTULO II 
 

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA ORDINARIA 
 

Sección 1ª. Inicio del procedimiento 
 
 

Artículo 21. Solicitud de inicio. 
 

1. El promotor de un plan o programa que deba someterse a evaluación ambiental 
estratégica ordinaria, presentará ante el órgano sustantivo una solicitud de inicio del 
procedimiento, acompañada del borrador del plan o programa junto con la documentación 
exigida por la legislación sectorial y de un documento inicial estratégico que contenga, al 
menos, la siguiente información: 
 

a) Objetivos del plan o programa. 
 

b) Alcance y contenido del plan o programa y de sus alternativas razonables, técnicas y 
ambientalmente viables. 
 

c) Desarrollo previsible del plan o programa. 
 

d) Diagnóstico de la situación del medio ambiente antes del desarrollo del plan o 
programa en el ámbito territorial afectado. 
 

e) Potenciales efectos ambientales previsibles tomando en consideración el cambio 
climático. 
 

f) Efectos e incidencias previsibles sobre los elementos estratégicos del territorio y su 
planificación sectorial o territorial. 
 

g) Potenciales efectos sobre la salud y el bienestar de la población. 
 

2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los documentos 
señalados en el apartado anterior, requerirá al promotor para que, en un plazo de diez días 
los aporte, con los efectos previstos en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 

3. El órgano sustantivo, una vez que haya comprobado que se ajusta a lo establecido en 
la legislación sectorial, remitirá al órgano ambiental la solicitud, el borrador del plan o 
programa y el documento inicial estratégico presentados por el promotor, en el plazo de 
quince días desde la presentación de la solicitud. 
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Artículo 22. Inadmisión de la solicitud. 
 

En el plazo de veinte días desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación 
ambiental estratégica ordinaria, el órgano ambiental podrá resolver su inadmisión por 
algunas de las siguientes razones: 
 

a) Si estimara de modo inequívoco que el plan o programa es manifiestamente inviable 
por razones ambientales. 
 

b) Si estimara que el documento inicial estratégico no reúne condiciones de calidad 
suficientes. 
 

c) Si ya hubiese inadmitido o ya hubiese dictado una declaración ambiental estratégica 
desfavorable en un plan o programa sustancialmente análogo al presentado. 
 

Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 
órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por 
un plazo de diez días que suspende el previsto para declarar la inadmisión. 

 
La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 

misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso. 
 
 

Sección 2ª. Instrucción del procedimiento 
 
 

Artículo 23. Consultas previas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas. 
 

1. En el plazo de diez días desde la admisión, el órgano ambiental someterá el borrador 
del plan o programa y el documento inicial estratégico a consultas previas de las 
Administraciones públicas afectadas y de las personas interesadas, que se pronunciarán en el 
plazo máximo de cuarenta y cinco días naturales desde su recepción. 
 

2. Transcurrido este plazo, sin que se haya recibido el pronunciamiento, el procedimiento 
continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para elaborar el 
informe ambiental estratégico. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos 
antes referidos que se reciban posteriormente.  
 

3. Transcurrido este plazo, si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio 
suficientes, bien porque no se hubiesen recibido informes que resulten relevantes de las 
Administraciones públicas competentes, o bien porque habiéndose recibido éstos resultasen 
insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe para que, en el plazo de cinco días 
ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, 
sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. 
Este requerimiento será comunicado al órgano sustantivo y al promotor.  
 

En todo caso, el promotor podrá reclamar a las Administraciones afectadas la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 
julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 
 

Artículo 24. Elaboración del documento de alcance del estudio ambiental estratégico. 
 

1. Recibidas las contestaciones a las consultas previas, el órgano ambiental elaborará y 
remitirá al promotor y al órgano sustantivo, un documento sobre el alcance del estudio 
ambiental estratégico, en el que se que determinará la amplitud, nivel de detalle y grado de 
especificación que debe tener dicho estudio, junto con las contestaciones recibidas a las 
consultas realizadas. 
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Asimismo, el documento de alcance incluirá los principios de sostenibilidad aplicables, los 
objetivos ambientales y sus indicadores, y el resultado de las consultas realizadas a las 
Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas. 
 

2. El documento de alcance del estudio ambiental estratégico se pondrá a disposición del 
público a través de la sede electrónica del órgano ambiental y del órgano sustantivo.  
 

3. El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de tres meses, contados desde la 
recepción de la solicitud de inicio acompañada del borrador del plan y de un documento 
inicial estratégico, para realizar las consultas previas reguladas en el artículo anterior y este 
documento de alcance. 
 
 

Artículo 25. Elaboración del estudio ambiental estratégico. 
 

Teniendo en cuenta el documento de alcance, el promotor elaborará el estudio ambiental 
estratégico, que contendrá, como mínimo, la siguiente información: 
 

a) Un esbozo del contenido, objetivos principales del plan o programa y relaciones con 
otros planes y programas pertinentes.  
 

b) Los aspectos relevantes de la situación actual del medio ambiente en el ámbito de 
aplicación del plan o programa y su probable evolución en caso de no aplicación del plan o 
programa. 
 

c) Las características medioambientales de las zonas que puedan verse afectadas de 
manera significativa y su evolución teniendo en cuenta el cambio climático esperado en el 
plazo de vigencia del plan o programa.  
 

d) Cualquier problema medioambiental existente que sea relevante para el plan o 
programa, incluyendo en particular los problemas relacionados con cualquier zona de 
especial importancia medioambiental, como las zonas designadas de conformidad con la 
legislación aplicable sobre espacios naturales y especies protegidas y los espacios protegidos 
de la Red Natura 2000. 
 

e) Los objetivos de protección medioambiental fijados en los ámbitos internacional, 
comunitario, nacional y regional que guarden relación con el plan o programa y la manera en 
que tales objetivos y cualquier aspecto medioambiental se han tenido en cuenta durante su 
elaboración. 
 

f) Los probables efectos significativos en el medio ambiente, incluidos aspectos como la 
biodiversidad, la población, la salud humana, la fauna, la flora, la tierra, el agua, el aire, los 
factores climáticos; su incidencia en el cambio climático, en particular una evaluación 
adecuada de la huella de carbono asociada al plan o programa, los bienes materiales, el 
patrimonio cultural, el paisaje y la interrelación entre estos factores. Estos efectos deben 
comprender los efectos secundarios, acumulativos, sinérgicos, a corto, medio y largo plazo, 
permanentes y temporales, positivos y negativos. 
 

g) Un análisis ambiental prospectivo del plan o programa. 
 

h) Las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, compensar 
cualquier efecto negativo importante en el medio ambiente y en la salud y el bienestar de la 
población, de la aplicación del plan o programa, incluyendo aquellas para mitigar su 
incidencia sobre el cambio climático y permitir su adaptación al mismo. 
 

i) Un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas y una 
descripción de la manera en que se realizó la evaluación, incluidas las dificultades, como 
deficiencias técnicas o falta de conocimientos y experiencia que pudieran haberse encontrado 
a la hora de recabar la información requerida. 
 

j) Un programa de vigilancia ambiental en el que se describan de las medidas previstas 
para el seguimiento.  
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k) Un resumen de carácter no técnico del estudio ambiental estratégico, para facilitar la 
comprensión del público en general. 
 

2. Para la elaboración del estudio ambiental estratégico se podrá utilizar la información 
pertinente disponible que se haya obtenido en la elaboración de los planes y programas 
promovidos por la misma o por otras Administraciones públicas.  
 
 

Artículo 26. Elaboración de la versión inicial del plan o programa e información pública. 
 

1. A la vista de lo que resulte del estudio ambiental estratégico, y en particular del 
análisis de alternativas realizado, el promotor elaborará la versión inicial del plan o 
programa, que será presentado ante el órgano sustantivo. 
 

2. El órgano sustantivo, en el plazo máximo de diez días desde la recepción de la 
documentación completa, someterá la versión inicial del plan o programa y el estudio 
ambiental estratégico y su resumen no técnico, a información pública mediante inserción del 
correspondiente anuncio en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y en su sede 
electrónica. La información pública será de cuarenta y cinco días.  
 
 

Artículo 27. Consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas. 
 

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el órgano sustantivo someterá la 
versión inicial del plan o programa, acompañada del estudio ambiental estratégico, a 
consulta de las Administraciones públicas afectadas y de las personas interesadas que 
hubieran sido previamente consultadas, durante un plazo de cuarenta y cinco días para que 
formulen las correspondientes alegaciones y aporten medios de prueba. 
 

2. El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental estratégico previsto en el 
artículo 25 y la realización de la información pública y de las consultas será de once meses, 
desde la notificación al promotor del documento de alcance. 
 
 

Artículo 28. Propuesta final de plan o programa. 
 

1. Las alegaciones e informes recibidos por el órgano sustantivo durante los trámites de 
información pública y consultas serán trasladados al promotor en un plazo máximo de diez 
días desde la finalización de dichos trámites. No se tendrán en cuenta los informes y/o 
alegaciones recibidos fuera del plazo establecido en el artículo 26.2 y en el 27.1  
 

2. Tomando en consideración las alegaciones e informes recibidos, el promotor elaborará 
la propuesta final del plan o programa, que remitirá al órgano sustantivo, acompañando 
además un documento en el que se analice el resultado de los trámites de información 
pública y consultas y cómo se han tomado en consideración. 
 

3. El órgano sustantivo remitirá al órgano ambiental, en el plazo de diez días desde la 
recepción de la propuesta final del plan o programa, el expediente completo de evaluación 
ambiental estratégica integrado por: la propuesta final del plan o programa, el estudio 
ambiental estratégico, el resultado de la información pública y de las consultas y un 
documento resumen en el que el promotor describa la integración en la propuesta final del 
plan o programa de los aspectos ambientales, del estudio ambiental estratégico y de su 
adecuación al documento de alcance, del resultado de las consultas realizadas y cómo éstas 
se han tomado en consideración. 
 

4. Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el 
órgano ambiental estimara que la información pública o las consultas no se han realizado 
conforme a lo establecido en esta ley, requerirá al órgano sustantivo para que subsane el 
expediente de evaluación ambiental estratégica en el plazo máximo de tres meses. En estos 
casos se suspenderá el cómputo del plazo para la formulación de la declaración ambiental 
estratégica. 
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Si transcurridos tres meses el órgano sustantivo no hubiera remitido el expediente 
subsanado, o si una vez presentado fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso. 
 

5. Motivadamente, el órgano ambiental podrá solicitar al promotor información adicional, 
informando de ello al órgano sustantivo, otorgando un plazo máximo para que aquél 
complete el expediente de dos meses; esta solicitud suspende el plazo para la formulación 
de la declaración. Transcurrido este plazo, si el órgano ambiental no hubiera recibido la 
documentación adicional requerida, o si una vez presentada esta fuera insuficiente de 
conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, procederá al archivo de las actuaciones, dando por 
finalizado el procedimiento. 

 
 

Sección 3ª. Terminación del procedimiento 
 
 

Artículo 29. Declaración ambiental estratégica. 
 

1. El órgano ambiental realizará un análisis técnico del expediente y un análisis de los 
impactos significativos de la aplicación del plan o programa en el medio ambiente que 
tomará en consideración el cambio climático. 
 

2. Una vez realizado el trámite anterior, formulará la declaración ambiental estratégica en 
el plazo de dos meses contados desde la recepción del expediente completo, prorrogable por 
un mes más por razones justificadas debidamente motivadas y comunicadas al promotor y al 
órgano sustantivo. 
 

3. La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza de informe preceptivo y 
determinante y contendrá una exposición de los hechos que resuma los principales hitos del 
procedimiento, incluyendo los resultados de los trámites de información pública y consultas, 
así como de las determinaciones, medidas o condiciones finales que deban incorporarse en el 
plan o programa que finalmente se apruebe o adopte. 
 

4. La declaración ambiental estratégica, una vez formulada, se comunicará al órgano 
sustantivo, se notificará al promotor y se hará pública en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.  
 

5. La declaración ambiental estratégica no podrá ser objeto de recurso alguno, sin 
perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía judicial frente a la disposición de carácter 
general que apruebe el plan o programa, o bien en vía administrativa o judicial frente al 
acto, en su caso, de adopción o aprobación del plan o programa. 
 
 

Artículo 30. Resolución de discrepancias. 
 

1. En el supuesto de que el órgano sustantivo discrepe sobre el contenido de la 
declaración ambiental estratégica, trasladará al órgano ambiental escrito fundado donde 
manifieste las razones que motivan la discrepancia junto con los informes y documentos que 
estime oportunos, en el plazo de treinta días desde que se haga pública la declaración 
ambiental estratégica en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. 
 

2. Recibido el escrito de discrepancias, el órgano ambiental deberá pronunciarse en plazo 
no superior a treinta días. Si el órgano ambiental no se pronunciase en dicho plazo, se 
entenderá que mantiene su criterio respecto del contenido de la declaración ambiental 
estratégica formulada. 
 

3. En caso de mantenerse la discrepancia, el órgano sustantivo podrá elevar la misma al 
Consejo de Gobierno, quien se pronunciará en un plazo máximo de cuarenta y cinco días 
contados desde su recepción. En tanto no se pronuncie el Consejo de Gobierno, se 
considerará que la declaración ambiental estratégica mantiene su eficacia desde la fecha de 
su publicación. 
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4. El acuerdo de Consejo de Gobierno por el que se resuelve la discrepancia se publicará 

en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.  
 
 

Artículo 31. Aprobación del plan o programa y publicidad. 
 

1. A la vista de la declaración ambiental estratégica, el promotor elaborará y someterá a 
la aprobación del órgano sustantivo, el plan o programa, que deberá incorporar el contenido 
de la declaración ambiental estratégica. 
 

2. En el plazo de quince días desde la aprobación del plan o programa, el órgano 
sustantivo remitirá para su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias la 
siguiente documentación: 
 

a) La resolución por la que se aprueba el plan o programa y una referencia a la dirección 
electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a disposición del público el contenido 
íntegro de dicho plan o programa. 
 

b) Un extracto, que incluya los siguientes aspectos: 
 

1º. De qué manera se han integrado en el plan o programa los aspectos ambientales y de 
salud. 

2º. Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa el estudio ambiental 
estratégico, los resultados de la información pública y de las consultas, y la declaración 
ambiental estratégica; así como, cuando proceda, las discrepancias que hayan podido surgir 
en el proceso. 

3º. Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en relación con las 
alternativas consideradas. 

 
c) Las medidas previstas para el seguimiento de los efectos en el medio ambiente de la 

aplicación del plan o programa. 
 
 

Sección 4ª. Vigencia y modificación de la declaración ambiental estratégica 
 
 

Artículo 32. Vigencia de la declaración ambiental estratégica. 
 

1. La declaración ambiental estratégica perderá su vigencia y cesará en la producción de 
los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias, no se hubiera procedido a la adopción o aprobación del plan o programa en el plazo 
máximo de dos años desde su publicación. En tal caso, el promotor deberá iniciar 
nuevamente el trámite de evaluación ambiental estratégica del plan o programa, salvo que el 
órgano ambiental resuelva prorrogar la vigencia de la declaración ambiental estratégica en 
los términos previstos en los siguientes apartados. 
 

2. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia de la declaración ambiental 
estratégica y sus efectos antes de que transcurra el plazo previsto en el apartado anterior. 
 

3. Para poder resolver sobre la solicitud de prórroga, el órgano ambiental solicitará 
informe a las Administraciones públicas afectadas por razón de la materia en relación con los 
elementos esenciales que sirvieron de base para realizar la evaluación ambiental estratégica, 
otorgando un plazo de veinte días para su pronunciamiento, que podrá ampliarse por 
razones justificadas por diez días más. 
 

4. A la vista de la solicitud y los informes recibidos, en su caso, el órgano ambiental podrá 
acordar la prórroga de la vigencia de la declaración ambiental estratégica en caso de que no 
se hayan producido cambios sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron de base 
para realizar la evaluación ambiental estratégica, ampliando su vigencia por dos años 
adicionales. 
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5. El plazo máximo de emisión y notificación de la resolución de la prórroga de la vigencia 
de la declaración ambiental estratégica por parte del órgano ambiental desde la fecha de 
presentación de la solicitud es de tres meses. Transcurrido este plazo sin que el órgano 
ambiental se hubiese pronunciado, se entenderá estimada la solicitud de prórroga. 
 
 

Artículo 33. Modificación de la declaración ambiental estratégica. 
 

1. Procederá la apertura de un procedimiento de modificación de la declaración ambiental 
estratégica: 
 

a) cuando el promotor así lo solicite al plantearse cambios en el plan o programa 
aprobado en base al procedimiento de evaluación ambiental estratégico; 
 

b) de oficio, cuando el órgano ambiental haya tenido conocimiento, por medios propios, 
por comunicación del órgano sustantivo o mediante denuncia, de circunstancias relevantes 
que modifiquen los elementos del plan o programa, o del medio ambiente que habían sido 
evaluados en su momento. 
 

2. En el caso de que se haya recibido petición razonada o denuncia, el órgano ambiental 
se pronunciará, previa audiencia al promotor por un plazo de diez días, sobre la procedencia 
de acordar el inicio del procedimiento de modificación en el plazo de veinte días contados 
desde la culminación del trámite de audiencia. 
 

3. Frente a la resolución del órgano ambiental acordando la improcedencia de iniciar el 
procedimiento de modificación podrán, en su caso, formularse los recursos en vía 
administrativa o judicial que sean legalmente procedentes. 
 

4. Acordado el inicio del procedimiento de modificación, el órgano ambiental consultará 
por el plazo mínimo de treinta días al promotor, al órgano sustantivo, a las Administraciones 
públicas afectadas y personas interesadas previamente consultadas de acuerdo con el 
artículo 27, al objeto de que formulen cuantas alegaciones estimen oportunas y aporten 
cuantos documentos estimen precisos.  
 

5. Transcurrido este plazo, si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio 
suficientes, bien porque no se hubiesen recibido informes que resulten relevantes de las 
Administraciones públicas competentes, o bien porque habiéndose recibido éstos resultasen 
insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe para que, en el plazo de cinco días 
ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, 
sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. 
Este requerimiento será comunicado al órgano sustantivo y al promotor y suspende el plazo 
para resolver.  
 

6. El órgano ambiental resolverá la modificación de la declaración ambiental estratégica 
en el plazo no superior a dos meses desde la finalización del plazo de las consultas a las 
Administraciones públicas afectadas. Dicho plazo podrá prorrogarse motivadamente durante 
un mes más.  
 

7. La decisión del órgano ambiental sobre la modificación tendrá carácter determinante y 
no recurrible, sin perjuicio de los recursos en vía administrativa o judicial que, en su caso, 
procedan frente a los actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, puedan 
dictarse.  
 

8. Tal decisión se notificará al promotor y al órgano sustantivo y deberá ser remitida para 
su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias en el plazo de quince días desde 
su emisión. 
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CAPÍTULO III 
 

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA SIMPLIFICADA 
 

Sección 1ª. Inicio del procedimiento 
 
 

Artículo 34. Solicitud de inicio. 
 

1. El promotor de un plan o programa que deba someterse a evaluación ambiental 
estratégica simplificada, presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación 
exigida por la legislación sectorial, una solicitud de inicio del procedimiento, acompañada del 
borrador del plan o programa y de un documento ambiental estratégico que contenga, al 
menos, la siguiente información:  
 

a) Los objetivos, el alcance y contenido de la planificación, de las propuestas y de sus 
alternativas, razonables técnicas y ambientalmente viables, incluida la alternativa cero. 
 

b) El desarrollo previsible del plan o programa. 
 

c) Una caracterización de la situación del medio ambiente antes del desarrollo del plan o 
programa en el ámbito territorial afectado. 
 

d) Los efectos ambientales previsibles y, si procede, su cuantificación; así como otros 
efectos previsibles sobre elementos estratégicos del territorio o sobre planes territoriales o 
sectoriales. 
 

e) Los potenciales efectos sobre la salud y el bienestar de la población. 
 

f) La motivación de la aplicación del procedimiento de evaluación ambiental estratégica 
simplificada. 
 

g) Un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas. 
 

h) Las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, compensar 
cualquier efecto negativo importante en el medio ambiente, en la salud y el bienestar de la 
población, de la aplicación del plan o programa, tomando en consideración el cambio 
climático. 
 

i) Una descripción de las medidas previstas para el seguimiento ambiental del plan o 
programa. 
 

2. El órgano sustantivo, en el plazo de diez días desde su recepción, remitirá al órgano 
ambiental la solicitud, el borrador de plan o programa y el documento ambiental estratégico 
presentados por el promotor, una vez que haya comprobado que se ajusta a lo establecido 
en la legislación sectorial. 
 

3. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los documentos 
señalados en el apartado anterior, requerirá al promotor para que, en un plazo de diez días, 
acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos en el artículo 68 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 
 
 

Artículo 35. Planes o programas sometidos a evaluación ambiental estratégica 
simplificada desarrollables por un único proyecto. 
 

En aquellos planes o programas que deban someterse a evaluación ambiental estratégica 
simplificada y de los que se derive un único proyecto que deba someterse a evaluación de 
impacto ambiental simplificada, el promotor podrá solicitar de forma conjunta ambos 
tramites, presentando un único documento ambiental que cumpla los requisitos requeridos 
en los artículos 34 y 57, procediéndose a la tramitación simultanea de ambos 
procedimientos. 
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Artículo 36. Inadmisión de la solicitud. 

 
A efectos de inadmisión, cuando proceda, de la solicitud y el documento ambiental 

estratégico inicial en la evaluación ambiental estratégica simplificada, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 22. 
 
 

Sección 2ª. Instrucción del procedimiento 
 
 

Artículo 37. Consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas. 
 

A los efectos de las consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas, se estará a lo dispuesto en el artículo 23 de la presente ley. 
 
 

Sección 3ª. Terminación del procedimiento 
 
 

Artículo 38. Informe ambiental estratégico. 
 

1. El órgano ambiental, realizará un análisis técnico del expediente de evaluación 
ambiental estratégica y de conformidad con los criterios establecidos en el anexo V de la Ley 
21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y teniendo en cuenta el resultado de 
las consultas realizadas, resolverá, en el plazo de tres meses desde la fecha de presentación 
de la solicitud, mediante la emisión del informe ambiental estratégico, que podrá determinar 
que: 
 

a) El plan o programa debe someterse a una evaluación ambiental estratégica ordinaria 
por tener efectos significativos sobre el medio ambiente o la salud de la población. En este 
caso, el órgano ambiental elaborará el documento de alcance del estudio ambiental 
estratégico teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas de acuerdo con lo 
establecido en el artículo anterior y no será preciso volver a realizar las consultas reguladas 
en el artículo 23. Esta decisión se notificará al promotor junto con el documento de alcance y 
el resultado de las consultas realizadas para que elabore el estudio ambiental estratégico y 
continúe con la tramitación prevista en los artículos 25 y siguientes de la presente ley. 
 

b) El plan o programa no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente o la salud 
de la población, en los términos establecidos en el informe ambiental estratégico. En este 
caso, el informe ambiental estratégico podrá contener condiciones ambientales que habrán 
de ser tenidas en cuenta por el promotor en la versión definitiva del plan o programa.  
 

2. El informe ambiental estratégico se hará público en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental. 
 

3. En el supuesto previsto en el apartado 1.b, el informe ambiental estratégico perderá su 
vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si no se hubiera 
procedido a la aprobación del plan o programa en el plazo máximo de dos años desde la 
publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. En tales casos, el promotor 
deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación ambiental estratégica simplificada del 
plan o programa. 
 

4. El informe ambiental estratégico no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los 
que, en su caso, procedan en vía judicial contencioso administrativa frente a la disposición 
de carácter general que apruebe el plan o programa, o bien, sin perjuicio de los que 
procedan en vía administrativa frente al acto en su caso, de aprobación del plan o programa. 
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Artículo 39. Aprobación del plan o programa y publicidad. 
 

En el caso de que se concluyera que el plan o programa carece de efectos significativos 
para el medio ambiente, en el plazo de quince días desde su aprobación, el órgano 
sustantivo remitirá para su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias la 
resolución por la que se aprueba el plan o programa, y una referencia a la dirección 
electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a disposición del público el contenido 
íntegro de dicho plan o programa, así como una referencia al Boletín Oficial del Principado de 
Asturias en el que se ha hecho público el informe ambiental estratégico.  

 
 

TÍTULO III 
 

Evaluación de impacto ambiental 
 

CAPÍTULO I 
 

ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
 

Artículo 40. Proyectos sometidos a evaluación ambiental ordinaria. 
 

Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria los siguientes proyectos: 
 

1. Los comprendidos en el anexo primero, así como los proyectos que, presentándose 
fraccionados, alcancen los umbrales del anexo primero mediante la acumulación de las 
magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados. 
 

2. Los comprendidos en el artículo siguiente, cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental, en el informe de impacto ambiental de acuerdo con los criterios del anexo III de 
la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. 
 

3. Cualquier modificación de las características de un proyecto consignado en el anexo 
primero o en el anexo segundo, cuando dicha modificación cumple, por sí sola o mediante la 
acumulación de las magnitudes o dimensiones en su conjunto, los umbrales establecidos en 
el anexo primero. 
 

4. Los proyectos incluidos en el artículo siguiente, cuando así lo solicite el promotor. 
 
 

Artículo 41. Proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental simplificada. 
 

Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada: 
 

1. Los proyectos comprendidos en el anexo segundo. 
 

2. Los proyectos no incluidos ni en el anexo primero ni el anexo segundo que puedan 
afectar negativamente de forma apreciable, directa o indirectamente, a espacios protegidos 
Red Natura 2000. 
 

3. Cualquier modificación de las características de un proyecto del anexo primero o del 
anexo segundo, distinta de las modificaciones descritas en el artículo 40.3 ya autorizados, 
ejecutados o en proceso de ejecución, que pueda tener efectos adversos significativos sobre 
el medio ambiente o la salud de la población. Se entenderá que esta modificación puede 
tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente o la salud de la población 
cuando suponga: 
 

1º. Un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera. 
2º. Un incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral. 
3º. Un incremento significativo de la generación de residuos. 
4º. Un incremento significativo en la utilización de recursos naturales. 
5º. Una afección significativa a espacios protegidos Red Natura 2000. 
6º. Una afección significativa al patrimonio cultural. 
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4. Los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del anexo 
segundo mediante la acumulación de las magnitudes o dimensiones de cada uno de los 
proyectos considerados. 
 

5. Los proyectos del anexo primero que sirven exclusiva o principalmente para desarrollar 
o ensayar nuevos métodos o productos, siempre que la duración del proyecto no sea 
superior a dos años. 
 
 

Artículo 42. Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos excluibles. 
 

1. Esta ley no se aplicará a los siguientes proyectos: 
 

a) Los relacionados con los objetivos de la defensa nacional cuando tal aplicación pudiera 
tener repercusiones negativas sobre tales objetivos. 
 

b) Los proyectos detallados aprobados específicamente por una ley. Estos proyectos 
deben contener los datos necesarios para la evaluación de las repercusiones de dicho 
proyecto sobre el medio ambiente y en la tramitación de la ley de aprobación del proyecto se 
deben cumplir los objetivos establecidos en esta ley. 
 

2. El Consejo de Gobierno podrá, en supuestos excepcionales y mediante acuerdo 
motivado, excluir un proyecto determinado del procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental; en particular, podrá determinar si procede la exclusión del procedimiento de 
evaluación de impacto ambiental en proyectos de obras de reparación de infraestructuras 
dañadas como consecuencia de acontecimientos catastróficos y obras de emergencia. 
 

3. En los casos previstos en el apartado anterior: 
 

a) Se examinará la conveniencia de someter el proyecto excluido a otra forma de 
evaluación que cumpla los principios y objetivos de esta ley.  
 

b) El acuerdo de exclusión y los motivos que lo justifican se publicarán en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias. Adicionalmente, se pondrá a disposición del público la 
información relativa a la decisión de exclusión y los motivos que la justifican, y el examen 
sobre las formas alternativas de evaluación del proyecto excluido. 
 

c) El órgano sustantivo comunicará la información prevista en el apartado anterior a la 
Comisión Europea, con carácter previo a la autorización del proyecto. 

 
 

CAPÍTULO II 
 

EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL ORDINARIA 
 

Artículo 43. Trámites y plazos de la evaluación de impacto ambiental ordinaria. 
 

1. El procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria se inicia con la 
recepción por el órgano ambiental del expediente completo de evaluación de impacto 
ambiental.  
 

2. Previamente al inicio del procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinario 
se establecen las siguientes actuaciones:  
 

a) Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de conformidad con el artículo 44 
de la presente ley, que el órgano ambiental elabore el documento de alcance del estudio de 
impacto ambiental. El plazo máximo para su elaboración es de tres meses. 
 

b) Con carácter obligatorio, si el promotor decidiera hacer uso de la potestad 
contemplada en el apartado anterior, el órgano sustantivo, dentro del procedimiento 
sustantivo de autorización del proyecto, realizará los trámites de información pública y de 
consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas.  
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Los trámites de información pública y de consultas tendrán una vigencia de un año 
desde su finalización. Transcurrido este plazo sin que se haya iniciado la evaluación de 
impacto ambiental ordinaria, el órgano sustantivo declarará la caducidad de los citados 
trámites.  
 

3. Tras las actuaciones previas a las que se refiere el apartado anterior, la evaluación de 
impacto ambiental ordinaria se desarrollará en los siguientes trámites:  
 

a) Solicitud de inicio. 
 

b) Análisis técnico del expediente de impacto ambiental.  
 

c) Declaración de impacto ambiental.  
 

El órgano ambiental realizará estos trámites en el plazo de tres meses, contados desde la 
recepción completa del expediente de impacto ambiental. Este plazo podrá prorrogarse por 
un mes y medio adicionales debido a razones justificadas, debidamente motivadas. 
 
 

Sección 1ª. Inicio del procedimiento 
 
 

Artículo 44. Actuaciones previas: consultas a las Administraciones públicas afectadas y a 
las personas interesadas y elaboración del documento de alcance del estudio de impacto 
ambiental. 
 

1. El promotor podrá presentar ante el órgano sustantivo una solicitud de determinación 
del alcance del estudio de impacto ambiental, acompañada del documento inicial del 
proyecto que contendrá, como mínimo, la siguiente información:  
 

a) La definición, características y ubicación del proyecto. 
 

b) Las principales alternativas que se consideran y un análisis de los potenciales impactos 
de cada una de ellas. 
 

c) Un diagnóstico territorial y del medio ambiente afectado por el proyecto. 
 

d) Los potenciales efectos sobre la salud y el bienestar de la población. 
 

El documento inicial deberá identificar a su autor o autores mediante nombre, apellidos y 
titulación. Además, deberá constar la fecha de conclusión y firma del documento inicial. 
 

2. El órgano sustantivo, una vez comprobada formalmente la adecuación de la 
documentación presentada, la remitirá, el plazo de diez días, al órgano ambiental para que 
éste elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental. 
 

3. Para la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental, el 
órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.  
 

4. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas consultadas 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de treinta días desde la recepción de la consulta. 
El órgano ambiental no tendrá en cuenta los pronunciamientos que se reciban fuera del plazo 
indicado si cuenta con elementos de juicio suficientes. 
 

Si el órgano ambiental no contara con los elementos suficientes para elaborar el 
documento de alcance, se requerirá al titular del órgano jerárquicamente superior de aquel  
que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de cinco días, contados a partir de la 
recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del informe en el plazo 
de diez días, sin perjuicio de las responsabilidad en las que pudiera incurrir el responsable de 
la demora. El requerimiento se comunicará al órgano sustantivo y al promotor y suspende el 
plazo previsto para la elaboración del documento de alcance.  
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5. Recibida la respuesta de las Administraciones públicas afectadas y las personas 
interesadas, el órgano ambiental elaborará el documento de alcance, en que se determinará 
la amplitud y el nivel de detalle que debe tener el estudio de impacto ambiental, en 
particular si es necesario realizar un análisis ambiental prospectivo del proyecto y una 
medición de su huella de carbono, del que dará traslado al promotor y al órgano sustantivo, 
junto con las contestaciones recibidas a las consultas efectuadas. 
 

6. Cuando el proyecto deba someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 40.2, el órgano ambiental tendrá en cuenta el 
resultado de las consultas realizadas y no será preciso realizar nuevas consultas para la 
elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental.  
 
 

Artículo 45. Estudio de impacto ambiental. 
 

1. El promotor elaborará el estudio de impacto ambiental que contendrá, al menos, la 
siguiente información: 
 

a) Descripción general del proyecto y previsiones en el tiempo sobre la utilización del 
suelo y de otros recursos naturales. Estimación de los tipos y cantidades de residuos vertidos 
y emisiones de materia o energía resultantes. 

 
b) Exposición de las principales alternativas estudiadas, incluida la alternativa cero, o de 

no realización del proyecto, y una justificación de las principales razones de la solución 
adoptada, teniendo en cuenta los efectos ambientales. 

 
c) Evaluación, y, si procede, cuantificación de los efectos previsibles directos o indirectos 

del proyecto sobre la población, la salud humana, la flora, la fauna, la biodiversidad, la 
geodiversidad, el suelo, el aire, el agua, los factores climáticos, la huella de carbono, la 
incidencia sobre el cambio climático, el paisaje y los bienes materiales, incluido el patrimonio 
cultural, y la interacción entre todos los factores mencionados, durante las fases de 
ejecución, explotación y en su caso durante la demolición o abandono del proyecto, hasta el 
momento al que puedan alcanzar los efectos previsibles. Asimismo, se evaluará la 
interacción entre todos los factores mencionados. 
 

Cuando el proyecto pueda afectar directa o indirectamente a los espacios Red Natura 
2000 se incluirá un apartado específico para la evaluación de sus repercusiones en el lugar, 
teniendo en cuenta los objetivos de conservación del espacio. 
 

En los casos en los que el órgano ambiental en el trámite de consultas previas determine 
que el proyecto pudiera generar, de forma directa o inducida, efectos significativos a largo 
plazo sobre el medio ambiente o incidir de forma relevante sobre los objetivos de 
sostenibilidad territorial, el estudio de impacto ambiental incluirá un análisis ambiental 
prospectivo. En el caso de que el promotor hubiese optado por no realizar consultas previas, 
el órgano ambiental se pronunciará en el plazo de quince días desde la recepción del estudio 
de impacto ambiental sobre la necesidad de dicho análisis.  
 

d) Medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, compensar los efectos adversos 
sobre el medio ambiente y la salud y el bienestar de la población. 
 

e) Programa de vigilancia ambiental. 
 

f) Resumen del estudio y conclusiones en términos fácilmente comprensibles. 
 

2. La Administración pondrá a disposición del promotor los informes y cualquier otra 
documentación que obre en su poder cuando resulte de utilidad para la realización del 
estudio de impacto ambiental. 
 

3. El estudio de impacto ambiental deberá identificar a su autor o autores mediante 
nombre, apellidos, titulación y firma, y además deberá constar la fecha de su conclusión. 
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4. El estudio de impacto ambiental perderá su validez si en el plazo de un año desde la 
fecha de su conclusión no se hubiera presentado ante el órgano sustantivo para la realización 
de la información pública y de las consultas, salvo que se aporte un informe complementario 
fechado y firmado por los mismos autores, confirmando la vigencia de todos los contenidos 
del estudio de impacto ambiental. 
 
 

Artículo 46. Información pública del proyecto y del estudio de impacto ambiental. 
 

1. El promotor presentará el proyecto y el estudio de impacto ambiental ante el órgano 
sustantivo, que los someterá a información pública durante un plazo no inferior a un mes, 
previo anuncio en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y, en su caso, en su sede 
electrónica. 
 

Esta información pública se llevará a cabo en una fase del procedimiento sustantivo de 
autorización o aprobación del proyecto en la que estén abiertas todas las opciones relativas a 
la determinación del contenido, la extensión y la definición del proyecto. 
 

En el caso de proyectos en que la competencia para la evaluación ambiental sea del 
Principado de Asturias  y que además requieran una autorización ambiental integrada, el 
órgano sustantivo realizará simultáneamente la información pública a la que se refiere este 
artículo.  
 

2. En el anuncio del inicio de la información pública el órgano sustantivo, incluirá un 
resumen del procedimiento de autorización o aprobación del proyecto, que contendrá, como 
mínimo, la siguiente información: 
 

a) Indicación de que el proyecto está sujeto a evaluación de impacto ambiental ordinaria. 
 

b) Identificación del órgano competente para autorizar o aprobar el proyecto o, en el caso 
de proyectos sometidos a comunicación, identificación del órgano ante el que deba 
presentarse la misma; identificación de aquellos órganos de los que pueda obtenerse 
información pertinente y de aquellos a los que puedan presentarse observaciones, 
alegaciones y consultas, así como del plazo disponible para su presentación. 
 
 

Artículo 47. Informes preceptivos. 
 

El órgano sustantivo deberá solicitar con carácter preceptivo los siguientes informes:  
 

a) El informe de los órganos del Principado de Asturias con competencias en materia de 
calidad ambiental, recursos naturales y biodiversidad. 
 

b) El informe del organismo de cuenca, cuando proceda. 
 

c) El informe sobre el patrimonio cultural. 
 

d) El informe sobre dominio público marítimo-terrestre, cuando proceda. 
 

e) El informe del órgano del Principado de Asturias con competencias en la gestión de 
montes de utilidad pública y montes protectores, cuando proceda. 
 

f) El informe del órgano del Principado de Asturias con competencias en materia de 
sanidad, sobre la evaluación de impacto en salud de los proyectos que puedan tener un 
impacto significativo en la salud, de acuerdo con lo previsto en el artículo 35.1 de la Ley 
33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública. 
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Artículo 48. Consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas. 
 

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el órgano sustantivo consultará a 
las Administraciones públicas para que emitan el informe al que se refiere el artículo 
anterior, a otras Administraciones públicas afectadas, y a las personas interesadas, mediante 
una notificación en la que se indique el lugar donde se encuentra a su disposición, como 
mínimo, la siguiente información: 
 

a) El estudio de impacto ambiental, o el lugar o lugares en los que puede ser consultado. 
 

b) Indicación del órgano al que se deben remitir las observaciones y alegaciones, 
documentación de soporte y el plazo en el que deberán ser remitidas. 

 
c) Toda la documentación relevante sobre el proyecto a efectos de la evaluación 

ambiental que obre en poder del órgano sustantivo. 
 

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas dispondrán de un 
plazo máximo de treinta días desde la recepción de la notificación para emitir los informes y 
formular las alegaciones u observaciones que estimen pertinentes. 
 

3. Transcurrido este plazo sin que las Administraciones públicas afectadas y las personas 
interesadas se hubieran pronunciado, se podrá continuar el procedimiento. 
 

4. Si las administraciones públicas afectadas, incluidas las que deben emitir informe en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 47, no emitieran el informe en el plazo indicado en el 
apartado 2, el órgano sustantivo requerirá personalmente al titular del órgano 
jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de 
cinco días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano competente 
la entrega del informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
pudiera incurrir el responsable de la demora. Asimismo, el promotor puede reclamar a la 
Administración competente la emisión del informe, a través del procedimiento previsto en el 
artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa. 
 

5. El órgano sustantivo pondrá a disposición de las Administraciones públicas afectadas y 
de las personas interesadas aquella otra información distinta de la prevista en el apartado 
primero de este artículo que sólo pueda obtenerse una vez expirado el período de 
información al público a que se refiere el artículo 46 y que resulte relevante a los efectos de 
la decisión sobre la ejecución del proyecto. 
 
 

Artículo 49. Remisión al promotor del resultado de la información pública y de las 
consultas. 
 

En el plazo máximo de treinta días desde la finalización de los trámites de información 
pública y de consultas a las administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas, el órgano sustantivo remitirá al promotor los informes y alegaciones recibidas 
para su consideración en la redacción de la nueva versión del proyecto y en el estudio de 
impacto ambiental. 
 
 

Artículo 50. Inicio de la evaluación de impacto ambiental ordinaria. 
 

1. El promotor presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación exigida 
por la legislación sectorial, una solicitud de inicio de la evaluación de impacto ambiental 
ordinaria, que estará integrado como mínimo por los siguientes documentos: 
 

a) El documento técnico del proyecto. 
 

b) El estudio de impacto ambiental. 
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c) Las alegaciones e informes recibidos en los trámites de información pública y de las 
consultas a Administraciones públicas afectadas y a personas interesadas, y la forma en la 
que se consideran. 
 

d) En su caso, las observaciones que el órgano sustantivo estime oportunas. 
 

e) Los informes previstos en el artículo 47, así como la forma en la que se consideran. 
 

2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los documentos 
señalados en el apartado anterior, requerirá al promotor para que, en un plazo de diez días, 
acompañe los documentos preceptivos. 
 

3. El órgano sustantivo comprobará que el expediente de impacto ambiental está 
completo y que reúne los requisitos que resultan exigibles, y lo remitirá al órgano ambiental 
en el plazo de quince días desde su recepción. 
 

4. La evaluación de impacto ambiental ordinaria se inicia con la recepción por el órgano 
ambiental del expediente de impacto ambiental. 
 

5. Asimismo, si el órgano ambiental estimara de modo inequívoco que el proyecto es 
manifiestamente inviable por razones ambientales, o cuando el estudio de impacto ambiental 
no reúne condiciones de calidad suficientes, o cuando ya se hubiese inadmitido o se hubiere 
dictado una declaración de impacto ambiental desfavorable en un proyecto sustantivamente 
análogo al presentado, podrá resolver su inadmisión en el plazo de veinte días desde la 
recepción de la solicitud de inicio. 
 

Previamente al dictado de la resolución, el órgano ambiental dará audiencia al promotor 
informando de ello al órgano sustantivo, por un plazo de diez días, que suspenderá el plazo 
previsto para declarar la inadmisión. El procedimiento continuará, no obstante, si el 
promotor así lo instase. 
 

La resolución por la que se acuerde la inadmisión justificará las razones por las que se 
aprecia y frente a la misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía 
administrativa y judicial en su caso.  
 
 

Sección 2ª. Instrucción del procedimiento 
 
 

Artículo 51. Análisis técnico del expediente de impacto ambiental. 
 

1. El órgano ambiental realizará un análisis técnico del expediente completo de impacto 
ambiental, evaluando los efectos ambientales del proyecto. 
 

Se analizará, en particular, como se ha tenido en consideración el resultado del trámite de 
información pública, de las consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas. 
 

Asimismo, se tendrá en cuenta la evolución de los elementos del medio ambiente y el 
impacto sobre el cambio climático. 
 

2. El órgano ambiental requerirá al órgano sustantivo para que subsane el expediente de 
impacto ambiental en el plazo de dos meses cuando estime que la información pública o las 
consultas no se han realizado conforme a lo establecido en esta ley. En estos casos se 
suspenderá el cómputo del plazo para la formulación de la declaración de impacto ambiental. 
 

Si transcurridos dos meses el órgano ambiental no hubiera recibido el expediente 
subsanado del órgano sustantivo, o si una vez presentado fuera insuficiente, el órgano 
ambiental dará por finalizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al 
promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán 
interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso. 
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3. Si durante el análisis técnico del expediente, el órgano ambiental concluyera que se 
precisa información adicional relativa al estudio de impacto ambiental, o que el promotor no 
ha tenido en cuenta las alegaciones recibidas durante el trámite de información pública, le 
requerirá, informando de ello al órgano sustantivo, para que complete la información que sea 
imprescindible para la formulación de la declaración de impacto ambiental. Este 
requerimiento suspende el plazo para la formulación de la declaración de impacto ambiental 
previsto en el artículo 43. 
 

Si transcurridos dos meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional 
requerida, o si una vez presentada fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada 
la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al órgano sustantivo y al promotor 
la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos 
legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso 
 

4. El órgano ambiental continuará con el procedimiento siempre que disponga de los 
elementos de juicio suficientes para realización la evaluación de impacto ambiental. 
 

Si en el expediente de impacto ambiental no constara alguno de los informes preceptivos 
a los que se refiere el 47 y el órgano ambiental no dispusiera de elementos de juicio 
suficientes para realizar la evaluación de impacto ambiental, requerirá personalmente al 
titular del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe para 
que, en el plazo de cinco días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al 
órgano competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El 
requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y suspende el 
plazo para la formulación de la declaración de impacto ambiental.  
 

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no hubiese recibido el informe, 
comunicará al órgano sustantivo y al promotor la imposibilidad de continuar el 
procedimiento.  
 

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe a través del procedimiento previsto en el artículo 29 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
 
 

Sección 3ª. Terminación del procedimiento 
 
 

Artículo 52. Declaración de impacto ambiental. 
 

1. Una vez concluido el análisis técnico del expediente de evaluación de impacto 
ambiental, se formulará la declaración de impacto ambiental con el carácter de informe 
preceptivo y determinante en la que se determinará si procede o no, a los efectos 
ambientales, la realización del proyecto y, en su caso, las condiciones en las que puede 
desarrollarse, las medidas correctoras y las medidas compensatorias. Incluirá, al menos, el 
siguiente contenido: 
 

a) La identificación del promotor del proyecto y del órgano sustantivo, y la descripción del 
proyecto. 
 

b) El resumen del resultado del trámite de información pública y de las consultas a las 
Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas, y cómo se han tenido en 
consideración. 
 

c) El resumen del análisis técnico realizado por el órgano ambiental.  
 

d) Si proceden, las condiciones que deban establecerse y las medidas que permitan 
prevenir, corregir y, en su caso, compensar los efectos adversos sobre el medio ambiente. 
 

e) Las medidas compensatorias que deban establecerse en caso de concurrir las 
circunstancias previstas en el artículo 45 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, o a resultas del análisis ambiental prospectivo y de 
la huella de carbono al que se refiere el artículo 46.1.c) de la presente ley. 
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f) El programa de vigilancia ambiental. 

 
g) Si procede, la creación de una comisión de seguimiento. 

 
h) En caso de operaciones periódicas, la motivación de la decisión y el plazo a que se 

refiere la disposición adicional décima de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental. 
 

2. Las declaraciones de impacto ambiental se remitirán para su publicación, en el plazo de 
15 días, al Boletín Oficial del Principado de Asturias, sin perjuicio de su publicación íntegra en 
la sede electrónica del órgano ambiental. 
 

3. Las declaraciones de impacto ambiental no serán objeto de recurso sin perjuicio de los 
que, en su caso, puedan interponerse en vía administrativa y judicial frente al acto por el 
que se autoriza el proyecto. 
 
 

Artículo 53. Publicidad de la autorización o aprobación del proyecto. 
 

El órgano sustantivo, en el plazo de quince días desde que adopte la decisión de autorizar 
o denegar el proyecto, remitirá al Boletín Oficial del Principado de Asturias para su 
publicación, un extracto del contenido de la misma. Asimismo publicará la decisión sobre la 
autorización o denegación del proyecto en su sede electrónica incluyendo una referencia al 
Boletín Oficial del Principado de Asturias en el que se hizo pública la declaración de impacto 
ambiental. 
 
 

Artículo 54. Vigencia de la declaración de impacto ambiental. 
 

1. La declaración de impacto ambiental del proyecto o actividad perderá su vigencia y 
cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o 
actividad en el plazo de cuatro años. En tales casos, el promotor deberá iniciar nuevamente 
el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto, salvo que se acuerde la prórroga 
de la vigencia de la declaración de impacto ambiental en los términos previstos en los 
siguientes apartados. 
 

En defecto de regulación específica, se entenderá por inicio de la ejecución del proyecto 
cuando, una vez obtenidas todas las autorizaciones, licencias y permisos que sean exigibles, 
hayan comenzado materialmente las obras o el montaje de las instalaciones necesarias para 
la ejecución del proyecto o actividad y así conste fehacientemente a la Administración. 
 

A los efectos previstos en este apartado, el promotor de cualquier proyecto o actividad 
sometido a evaluación de impacto ambiental deberá comunicar al órgano ambiental la fecha 
de comienzo de la ejecución de dicho proyecto o actividad. 
 

2. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia de la declaración de impacto 
ambiental y sus efectos antes de que transcurra el plazo previsto en el apartado anterior. La 
solicitud formulada por promotor suspenderá dicho plazo. 
 

3. A la vista de tal solicitud, el órgano ambiental podrá acordar la prórroga de la vigencia 
de la declaración de impacto ambiental en caso de que no se hayan producido cambios 
sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de impacto 
ambiental, ampliando su vigencia por dos años adicionales. Transcurrido este plazo sin que 
se haya comenzado la ejecución del proyecto o actividad el promotor deberá iniciar 
nuevamente el procedimiento de evaluación de impacto ambiental del proyecto. 
 

4. Para poder responder a la solicitud de prórroga, la cual se resolverá en el plazo de tres 
meses contados desde la fecha de la presentación de la solicitud, el órgano ambiental 
solicitará informe a las administraciones afectadas por razón de la materia en relación con 
los elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de impacto ambiental. 
Estas Administraciones deberán pronunciarse en el plazo de un mes, que podrá ampliarse, 
por razones debidamente justificadas, por un mes más. 
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5. Transcurrido este plazo sin que el órgano ambiental haya resuelto sobre la prórroga de 

la vigencia de la declaración de impacto ambiental, se entenderá estimada la solicitud de 
prórroga. 
 
 

Artículo 55. Resolución de discrepancias. 
 

En el supuesto de que existan discrepancias entre el órgano sustantivo y el órgano 
ambiental sobre el contenido de la declaración de impacto ambiental resolverá el Consejo de 
Gobierno, siguiendo el procedimiento y plazos que contempla el artículo 30. 

 
 

Sección 4ª. Modificación de las condiciones de la declaración de impacto ambiental 
 
 

Artículo 56. Modificación de las condiciones de la declaración de impacto ambiental. 
 

1. Las condiciones de la declaración de impacto ambiental de un proyecto ejecutado o en 
ejecución, podrán modificarse cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 

a) La entrada en vigor de nueva normativa que incida sustancialmente en el 
cumplimiento de las condiciones establecidas en la declaración de impacto ambiental. 
 

b) Cuando la declaración de impacto ambiental establezca condiciones cuyo 
cumplimiento se haga imposible o innecesario porque la utilización de las nuevas y mejores 
técnicas disponibles en el momento de formular la solicitud de modificación permiten, a juicio 
del órgano ambiental, una mejor y más adecuada protección del medio ambiente, respecto 
del proyecto o actuación inicialmente sometido a evaluación de impacto ambiental. 
 

c) Cuando durante el seguimiento del cumplimiento de la declaración de impacto 
ambiental se detecte que las medidas preventivas, correctoras o compensatorias son 
insuficientes, innecesarias o ineficaces. 
 

2. El procedimiento de modificación de las condiciones de la declaración de impacto 
ambiental podrá iniciarse de oficio o a solicitud del promotor. 
 

3. En los procedimientos iniciados a solicitud del promotor, éste deberá presentar la 
solicitud y la documentación justificativa de la modificación de la declaración de impacto 
ambiental ante el órgano sustantivo para su análisis, comprobación y posterior remisión al 
órgano ambiental en el plazo máximo de veinte días desde la recepción de la solicitud, quien 
en el plazo de veinte días podrá resolver motivadamente sobre su inadmisión. 
 

4. Para poder resolver sobre la solicitud de modificación de la declaración de impacto 
ambiental, el órgano ambiental solicitará informe a las administraciones afectadas y 
personas interesadas previamente consultadas. Estas deberán pronunciarse en el plazo 
máximo de un mes. Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido los informes o 
alegaciones, el procedimiento de modificación continuará si el órgano ambiental cuenta con 
elementos de juicio suficientes para ello.  
 

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes para continuar con el 
procedimiento de modificación, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien porque habiéndose 
recibido estos resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el 
plazo de cinco días contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano 
competente la remisión del correspondiente informe en el plazo de 10 días. 
 

Todo ello, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora y 
de que el promotor pueda reclamar a la Administración competente la formulación de las 
alegaciones, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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5. El plazo máximo de emisión y notificación de la resolución de la modificación de la 
declaración de impacto ambiental será de treinta días, contados desde la recepción de los 
informes solicitados a las administraciones afectadas por razón de la materia. Esta resolución 
se remitirá para su publicación, en el plazo de 15 días, al Boletín Oficial del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de su publicación íntegra en la sede electrónica del órgano ambiental. 
 

6. A los efectos previstos en este artículo, el promotor de cualquier proyecto o actividad 
sometido a evaluación de impacto ambiental deberá comunicar al órgano ambiental  la fecha 
de comienzo de la ejecución de la modificación de la condición establecida en relación con 
dicho proyecto o actividad.  
 

7. Este artículo no se aplicará cuando la modificación de la declaración de impacto 
ambiental conlleve una modificación del propio proyecto. 
 

8. La modificación de las condiciones de la declaración de impacto ambiental no dará 
derecho a indemnizaciones. 
 
 

CAPÍTULO III  
 

EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL SIMPLIFICADA 
 

Sección 1ª. Inicio del procedimiento 
 
 

Artículo 57. Inicio de la evaluación de impacto ambiental simplificada. 
 

1. La persona física o jurídica, pública o privada, que se proponga realizar un proyecto de 
los comprendidos en el artículo 41, presentará ante el órgano sustantivo una solicitud de 
inicio de la evaluación de impacto ambiental simplificada acompañada del documento 
ambiental con el siguiente contenido: 
 

a) La motivación de la aplicación del procedimiento de evaluación de impacto ambiental 
simplificada. 
 

b) La definición, características y ubicación del proyecto. 
 

c) Una exposición de las principales alternativas estudiadas y una justificación de las 
principales razones de la solución adoptada, teniendo en cuenta los efectos ambientales. 
 

d) Una evaluación de los efectos previsibles directos o indirectos, acumulativos y 
sinérgicos del proyecto sobre la población, la salud humana, la flora, la fauna, la 
biodiversidad, el suelo, el aire, el agua, los factores climáticos, el cambio climático, el 
paisaje, los bienes materiales, incluido el patrimonio cultural, y la interacción entre todos los 
factores mencionados, durante las fases de ejecución, explotación y en su caso durante la 
demolición o abandono del proyecto. Cuando el proyecto pueda afectar directa o 
indirectamente a los espacios Red Natura 2000 se incluirá un apartado específico para la 
evaluación de sus repercusiones en el lugar, teniendo en cuenta los objetivos de 
conservación del espacio. 
 

e) Las medidas que permitan prevenir, reducir y compensar y, en la medida de lo posible, 
corregir, cualquier efecto negativo relevante en el medio ambiente y en la salud y el 
bienestar de la población, de la ejecución del proyecto. 
 

f) La forma de realizar el seguimiento que garantice el cumplimiento de las indicaciones y 
medidas protectoras y correctoras contenidas en el documento ambiental. 
 

El documento ambiental deberá identificar a su autor o autores mediante nombre, 
apellidos y titulación. Además deberá constar la fecha de conclusión y firma del documento 
ambiental. 
 



 

  41 

2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los documentos 
señalados en el apartado anterior requerirá al promotor para que, en un plazo de diez días, 
acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos en el artículo 68 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 
 

Asimismo, el órgano sustantivo comprobará que la documentación presentada de 
conformidad con la legislación sectorial cumple los requisitos en ella exigidos.  
 

3. Una vez realizadas las comprobaciones anteriores, el órgano sustantivo remitirá al 
órgano ambiental, en el plazo de diez días, la solicitud de inicio y los documentos que la 
deben acompañar.  
 

4. En el plazo de veinte días desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación 
de impacto ambiental simplificada, el órgano ambiental podrá resolver su inadmisión por 
algunas de las siguientes razones:  
 

a) Si estimara de modo inequívoco que el proyecto es manifiestamente inviable por 
razones ambientales.  

 
b) Si estimara que el documento ambiental no reúne condiciones de calidad suficientes. 

 
c) Si estimara razonadamente que el proyecto debe someterse a una evaluación de 

impacto ambiental ordinaria. 
 

Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 
órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por 
un plazo de diez días, que suspende el previsto para declarar la inadmisión.  
 

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial en su caso. 
 
 

Sección 2ª. Instrucción del procedimiento 
 
 

Artículo 58. Consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas. 
 

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas poniendo a su disposición el documento ambiental del proyecto al que 
se refiere el artículo anterior.  
 

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas consultadas 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días desde la recepción de la solicitud de 
informe. 

 
Transcurrido este plazo sin se haya recibido el pronunciamiento, el procedimiento 

continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para formular el 
informe de impacto ambiental. 
 

3. Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes para continuar con 
el procedimiento, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de 
aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de cinco días, contados a partir 
de la recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del 
correspondiente informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades en 
que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará 
al órgano sustantivo y al promotor, y suspende el plazo para la formulación de la declaración 
de impacto ambiental.  
 

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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Sección 3ª. Terminación del procedimiento 
 
 

Artículo 59. Informe de impacto ambiental. 
 

1. El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas, en el 
plazo de dos meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos 
que la deban acompañar, resolverá mediante la emisión del informe de impacto ambiental, 
que podrá determinar que: 
 

a) el proyecto debe someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria por 
tener efectos significativos sobre el medio ambiente. En este caso, el promotor elaborará el 
estudio de impacto ambiental conforme al 45. Para ello, el promotor podrá solicitar al órgano 
ambiental el documento de alcance del estudio de impacto ambiental en los términos del 
artículo 44, o bien, 

 
b) el proyecto no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos 

establecidos en el informe de impacto ambiental, incluyendo las condiciones y medidas que 
procedan. 
 

2. El informe de impacto ambiental se remitirá para su publicación en el plazo de quince 
días, al Boletín Oficial del Principado de Asturias, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental. 
 

3. En el supuesto previsto en el apartado 1.b), el informe de  impacto ambiental perderá 
su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicado 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias no se hubiera procedido a la autorización o 
aprobación del proyecto en el plazo máximo de tres años desde su publicación. En tales 
casos, el promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental simplificada del proyecto. 
 

4. El informe de impacto ambiental se ajustará a los criterios establecidos en el anexo III 
de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. 
 

5. El informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los 
que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de 
autorización del proyecto. 
 
 

TÍTULO IV 
 

AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA 
 

CAPÍTULO I 
 

ÁMBITO DE APLICACIÓN Y FINALIDAD 
 
 

Artículo 60. Instalaciones sometidas a autorización ambiental integrada. 
 

1. La explotación de instalaciones, de titularidad pública o privada, en las que se 
desarrolle alguna de las actividades incluidas en las categorías enumeradas en el anejo 1 de 
la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, y 
que, en su caso, alcancen los umbrales de capacidad establecidos en el mismo, deberán 
contar con una autorización ambiental integrada. Esta autorización precederá, en todo caso, 
a la construcción, montaje o traslado de las instalaciones, y se adaptará a las modificaciones 
que se produzcan en las mismas. 
 

Se exceptúan las instalaciones o partes de las mismas utilizadas para la investigación, 
desarrollo y experimentación de nuevos productos y procesos. 
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2. La autorización ambiental integrada estará referida a todos los elementos y líneas de 
producción de la actividad que estén englobados en el concepto de «instalación» definido en 
el artículo 25 de esta ley, incluidos los relativos a actividades industriales que, aun sin estar 
sometidas a autorización ambiental, se desarrollen en el lugar del emplazamiento de la 
instalación cuya actividad motivó su inclusión en el ámbito de aplicación de esta ley, y 
guarden una relación de índole técnica con dicha actividad, siempre que puedan tener 
repercusiones sobre el medio ambiente o la salud de las personas. 
 
 

Artículo 61. Obligación de informar. 
 

1. El titular de una autorización ambiental integrada, además del suministro de la 
información prevista por la legislación sectorial aplicable y por la propia autorización 
ambiental integrada, está obligado a informar al órgano ambiental competente de cualquier 
cambio relativo a las condiciones de autorización o al funcionamiento de la instalación, sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta ley. Asimismo, deberá informar 
inmediatamente al órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada, de 
cualquier incidente o accidente que pueda afectar al medio ambiente, sin perjuicio de la Ley 
26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. 
 

2. Los titulares de las instalaciones sometidas a autorización ambiental integrada,  
notificarán al órgano ambiental, al menos una vez al año, los datos sobre las emisiones 
correspondientes a la instalación, con especificación de la metodología empleada en las 
mediciones, su frecuencia y los procedimientos utilizados para evaluar las mediciones, y en 
todo caso la información incluida en el artículo 22.1.i) de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
Prevención y Control Integrados de Contaminación.  
 

3. El Principado de Asturias remitirá la anterior información al Ministerio con competencias 
en materia de medio ambiente con una periodicidad anual, junto con el resto de información 
señalada en el artículo 8 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 
Integrados de Contaminación, a los efectos, entre otros, de la elaboración del Registro 
Estatal de Emisiones y Fuentes Contaminantes PRTR-España y su comunicación a la 
Comisión Europea.  
 
 

Artículo 62. Órgano competente. 
 

La concesión de la autorización ambiental integrada corresponderá a la consejería con 
competencias en materia de medio ambiente. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

SOLICITUD Y CONCESIÓN DE LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA 
 

Sección 1ª. Actuaciones previas 
 
 

Artículo 63. Informe de compatibilidad urbanística. 
 

1. Previamente a la solicitud de la autorización ambiental integrada, el titular deberá 
recabar del Ayuntamiento en cuyo término municipal se pretenda ubicar la instalación, la 
expedición de un informe urbanístico acreditativo de la compatibilidad del proyecto con el 
planeamiento urbanístico vigente.  
 

2. El informe de compatibilidad urbanística será expedido por el Ayuntamiento en el plazo 
máximo de un mes a contar desde la fecha de solicitud. 
 

En el supuesto de que no se expida el informe en el plazo indicado, el interesado 
presentará, junto con la solicitud de autorización ambiental integrada, resguardo acreditativo 
de la presentación de la solicitud ante el Ayuntamiento, sin perjuicio de su expedición 
posterior.  
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En el caso de que el informe emitido por el Ayuntamiento fuese negativo, el órgano 
ambiental competente dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará 
las actuaciones. 
 

En el caso de que el informe emitido por el Ayuntamiento supeditara la compatibilidad 
urbanística a la previa modificación del planeamiento o aprobación de un instrumento de 
desarrollo del mismo, podrá iniciarse el procedimiento siempre que el Ayuntamiento se 
comprometa a impulsar dichos procedimientos. En todo caso, la autorización ambiental 
integrada no podrá otorgarse hasta que medie informe de compatibilidad urbanística con el 
planeamiento vigente. 
 
 

Sección 2ª. Inicio del procedimiento 
 
 

Artículo 64. Solicitud. 
 

1. La solicitud de autorización ambiental integrada deberá dirigirse a la consejería 
competente en materia de medio ambiente acompañada, al menos, de la siguiente 
documentación e información:  
 

a) El informe urbanístico del Ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación, o 
copia de la solicitud en caso de que no se haya emitido en plazo. 
 

b) Proyecto ambiental básico, firmado por un técnico competente, que incluya, al menos, 
el contenido y los aspectos recogidos en el apartado a) del artículo 12 de la Ley 16/2002, de 
1 de julio, de Prevención y Control Integrados de Contaminación, y que deberá ajustarse a la 
normativa e instrucciones técnicas vigentes para el tipo de instalación que se trate. Esta 
documentación se presentará en formato digital.  
 

El proyecto incluirá la documentación relativa a las condiciones de explotación en 
situaciones diferentes de las normales que pueden afectar al medio ambiente. 
 

c) En su caso, la documentación que acredite la sujeción de la instalación a la normativa 
en vigor relativa a la prevención y control de accidentes graves en los que intervengan 
sustancias peligrosas. 
 

d) En su caso, la documentación exigida por la legislación de aguas para la autorización 
de vertidos a las aguas continentales o a los sistemas públicos de saneamiento y por la 
legislación de costas para la autorización de vertidos desde tierra al mar. 
 

e) En su caso, la declaración explícita los procesos en los que intervengan sustancias, 
preparados o artículos enumerados en los anexos XIV y XVII del Reglamento (CE) n.º 
1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, relativo al 
registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y preparados 
químicos (REACH), así como las sustancias para las que no exista una resolución firme pero 
exista evidencia científica suficiente de que podrían cumplir los criterios del anexo XIII del 
citado reglamento.  
 

f) Cuando la actividad implique la producción, uso o emisión de sustancias contaminantes 
o peligrosas relevantes, se requerirá un informe base sobre el estado del suelo y las aguas 
subterráneas en el emplazamiento de la instalación, previo al inicio de la explotación de la 
instalación, o antes de la actualización de la autorización, con el contenido mínimo recogido 
en el artículo 12.1.f) de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de 
Contaminación.  
 

g) Un análisis de riesgos ambientales, elaborado conforme a la norma UNE 150.008 o 
equivalente o a los instrumentos sectoriales aprobados en el marco de la Ley 26/2007, de 23 
de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, y su desarrollo reglamentario. 
 

h) En su caso, el estudio de impacto ambiental. 
 

i) La determinación de los datos que, a juicio del solicitante, gocen de confidencialidad de 
acuerdo con las disposiciones vigentes. 
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j) Un resumen no técnico del proyecto. 

 
k) Cualquier otra documentación acreditativa del cumplimiento de requisitos establecidos 

en la legislación sectorial aplicable, así como por las Ordenanzas del Ayuntamiento en cuyo 
término municipal vaya a ubicarse que resulten de aplicación. 
 

l) Cuando la actividad implique potenciales efectos adversos para la salud y el bienestar 
de la población, medidas previstas para evitarlos o minimizarlos. 
 

m) Cualquier otra información y documentación acreditativa del cumplimiento de 
requisitos establecidos en la legislación aplicable. 
 

2. Los titulares de las actividades incluidas en el anejo 1 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, 
de Prevención y Control Integrados de Contaminación, dedicadas únicamente a la 
investigación, desarrollo o experimentación de nuevos productos o procesos deberán 
notificar al órgano ambiental su intención de ejercer dicha actividad. Dicha notificación, 
incluirá una breve descripción de la actividad y sus instalaciones y deberá realizarse con una 
antelación mínima de dos meses, antes del inicio de las obras precisas para el inicio de la 
actividad o, en su defecto, del inicio de la actividad.  
 
 

Sección 3ª. Instrucción del procedimiento 
 
 

Artículo 65. Información pública. 
 

1. El órgano ambiental competente, una vez recibida la documentación completa de 
acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, abrirá un periodo de información pública, 
que se practicará mediante anuncio en el Boletín Oficial del Principado de Asturias por un 
período de treinta días. 
 

2. Para los proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental y autorización 
ambiental integrada, el período de información pública podrá ser común, así como, en su 
caso, para los procedimientos de las autorizaciones sustantivas que precise la instalación 
cuando la competencia para su otorgamiento corresponda al Principado de Asturias. 
 

En los casos de industrias o instalaciones cuya evaluación de impacto ambiental 
corresponda a la Administración General del Estado, la información pública se practicará por 
el órgano sustantivo de dicha Administración de acuerdo con la legislación básica estatal. 
 

3. El órgano ambiental competente remitirá las alegaciones y observaciones recibidas en 
el periodo de información pública al solicitante de la autorización ambiental integrada, el cual 
podrá manifestar, en el plazo de veinte días desde su recepción, cuanto estime oportuno al 
respecto. 
 
 

Artículo 66. Informes. 
 

Concluido el trámite de información pública, el órgano ambiental competente remitirá 
copia del expediente, junto con las alegaciones y observaciones recibidas, a los órganos que 
deban pronunciarse sobre materias de su competencia para que informen sobre las mismas 
en el plazo de quince días.  
 
 

Artículo 67. Informe del organismo de cuenca. 
 

1. En los supuestos en los que la actividad sometida a autorización ambiental integrada 
precise autorización de vertido al dominio público hidráulico de cuencas gestionadas por la 
Administración General del Estado, el organismo de cuenca competente deberá emitir un 
informe que determine las características del vertido y las medidas correctoras a adoptar a 
fin de preservar el buen estado ecológico de las aguas.  
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No será necesario informe del organismo de cuenca en caso de que el titular declare 
vertido cero, de conformidad con el artículo 9.4 .b) del reglamento de emisiones industriales 
y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, aprobado por Real Decreto 815/2013, de 18 
de octubre, sin perjuicio de lo establecido en el Real Decreto 1620/2007, de 7 de diciembre, 
por el que se establece el régimen jurídico de la reutilización de las aguas depuradas. 
 

2. Cuando el órgano ambiental competente haya recibido una solicitud de autorización 
ambiental integrada que contenga documentación relativa a los vertidos a que se refiere el 
apartado anterior, remitirá ésta al organismo de cuenca en el plazo de diez días desde la 
recepción de dicha solicitud, para que manifieste si la considera suficiente o, en caso 
contrario, indique las faltas que es preciso subsanar, al objeto de que les sean requeridas al 
solicitante por el órgano ambiental. Si el organismo de cuenca no manifiesta su parecer en el 
plazo de diez días, se entenderá que considera suficiente la documentación presentada por el 
solicitante. 
 

3. Una vez concluido el trámite de información pública previsto en el artículo 65, el 
órgano ambiental remitirá al organismo de cuenca una copia de las alegaciones y 
observaciones recibidas, para su consideración en el informe regulado en el apartado 1 del 
presente artículo. 
 

4. El informe del organismo de cuenca tendrá carácter preceptivo y vinculante y deberá 
emitirse en el plazo máximo de seis meses desde la fecha de entrada en el registro de dicho 
organismo de la documentación preceptiva sobre vertidos, o en su caso, desde la 
subsanación que fuese necesaria, sin que dicho plazo se vea afectado por la remisión de la 
documentación que resulte del trámite de información pública. 
 

5. Transcurridos los plazos previstos en el apartado anterior sin que el organismo de 
cuenca hubiese emitido el informe requerido, se podrá otorgar la autorización ambiental 
integrada, contemplando en la misma las características del vertido y las medidas 
correctoras requeridas, que se establecerán de conformidad con la legislación sectorial 
aplicable. No obstante, el informe recibido fuera del plazo señalado y antes del otorgamiento 
de la autorización ambiental integrada, deberá ser tenido en consideración por el órgano 
ambiental competente. 
 

6. Si el informe vinculante regulado en este artículo considerase que es inadmisible el 
vertido y, consecuentemente, impidiese el otorgamiento de la autorización ambiental 
integrada, el órgano ambiental dictará resolución motivada denegando la autorización, salvo 
que pudiesen existir otras soluciones técnicas para evitar el vertido al dominio público 
hidráulico, admisibles a juicio del organismo de cuenca y del órgano ambiental. 
 
 

Artículo 68. Informe del Ayuntamiento. 
 

1. Concluido el período de información pública, y simultáneamente a lo establecido en el 
artículo anterior, el órgano ambiental competente remitirá copia del expediente, junto con 
las alegaciones y observaciones recibidas en el trámite de información pública, al 
Ayuntamiento correspondiente para que éste emita, en el plazo de veinte días desde su 
recepción, un informe sobre la adecuación de la instalación analizada a todos aquellos 
aspectos que sean de su competencia. Dicho informe será vinculante exclusivamente en los 
extremos relativos a la competencia municipal.  
 

2. De no emitirse el informe en el plazo señalado proseguirán las actuaciones. No 
obstante, el informe emitido fuera de plazo pero recibido antes de dictar resolución, deberá 
ser tenido en consideración por el órgano ambiental, en los extremos en los que, en su caso, 
sea vinculante. 
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Sección 4ª. Terminación del procedimiento 
 
 

Artículo 69. Trámite de audiencia y propuesta de resolución. 
 

1. El órgano ambiental competente para otorgar la autorización ambiental integrada, una 
vez recibidos los informes recogidos en la sección anterior o transcurridos, en su caso, los 
plazos correspondientes, realizará en el plazo de quince días, un informe ambiental integrado 
del proyecto, que incorporará las condiciones que resulten de los informes vinculantes 
emitidos y decidirá sobre el resto de informes y sobre las cuestiones planteadas, en su caso, 
por los solicitantes durante la instrucción, así como las resultantes del periodo de 
información pública. 
 

2. Se dará trámite de audiencia al solicitante de la autorización durante un plazo de diez 
días, una vez realizado el informe ambiental integrado. 
 

3. Cuando en el trámite de audiencia al que se refiere el presente artículo se hubiesen 
realizado alegaciones y observaciones sobre las materias en que se hubieren emitido 
informes vinculantes, se dará traslado de las mismas, junto con la propuesta de resolución, a 
los órganos que hubieran emitido dichos informes para que, en el plazo máximo de quince 
días, manifiesten lo que estimen conveniente, que igualmente tendrá carácter vinculante en 
los aspectos referidos a materias de su competencia. 
 

4. A la vista del informe ambiental integrado del proyecto en su conjunto y del resultado 
del trámite de audiencia practicado, el órgano ambiental competente elaborará, en el plazo 
de quince días, una propuesta de resolución. 
 
 

Artículo 70. Resolución. 
 

1. El órgano ambiental competente para otorgar la autorización ambiental integrada 
dictará resolución motivada que ponga fin al procedimiento en el plazo máximo de ocho 
meses. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, podrá entenderse 
desestimada la solicitud presentada, sin perjuicio de la obligación de la Administración de 
resolver. 
 

2. Tanto la resolución por la que se otorga una autorización ambiental integrada, como 
las que se dicten para su modificación o revisión, deberán ser notificadas a los interesados 
en el procedimiento, al Ayuntamiento donde se ubique la instalación, a los distintos órganos 
que hubieran emitido informes vinculantes y, en su caso, al órgano competente para otorgar 
las autorizaciones sustantivas cuando éstas fueran necesarias.  
 

Asimismo, se dará publicidad en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y se publicará 
íntegramente en la página web del órgano ambiental.  
 
 

Artículo 71. Contenido de la autorización ambiental integrada. 
 

1. La autorización ambiental integrada tendrá el contenido mínimo siguiente:  
 

a) Descripción de la instalación, incluyendo la de los equipos principales, materias primas 
utilizadas y consumos de recursos energéticos, procesos y productos. 
 

b) Los valores límite de emisión para las sustancias contaminantes enumeradas en el 
anejo 2 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de 
Contaminación y para otras sustancias contaminantes que puedan ser emitidas al aire, al 
agua y al suelo, en cantidad significativa por la instalación de que se trate, habida cuenta de 
su naturaleza y potencial de traslado de contaminación de un medio a otro, y, en su caso, los 
parámetros o las medidas técnicas equivalentes que complementen o sustituyan a estos 
valores límite. Asimismo, deberán especificarse las mejores técnicas disponibles contenidas 
en las conclusiones relativas a las MTD que son utilizadas en la instalación para alcanzar esos 
valores límite de emisión. 
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c) Las prescripciones que garanticen, en su caso, la protección del suelo y de las aguas 
subterráneas. Asimismo, los requisitos adecuados para el mantenimiento y supervisión 
periódicos de las medidas adoptadas para evitar las emisiones al suelo y a las aguas 
subterráneas y, en su caso, los requisitos adecuados para el control periódico del suelo y las 
aguas subterráneas por lo que respecta a sustancias peligrosas que previsiblemente puedan 
localizarse, teniendo en cuenta la posibilidad de contaminación del suelo y las aguas 
subterráneas en el emplazamiento de la instalación. 
 

d) Los procedimientos y métodos que se vayan a emplear para la gestión de los residuos 
generados por la instalación, teniendo en cuenta la jerarquía de gestión mencionada en el 
artículo 8 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados. 
 

e) Los sistemas y procedimientos para el tratamiento y control de todo tipo de emisiones 
y residuos, con especificación de la metodología de medición, su frecuencia y los 
procedimientos para evaluar las mediciones; en caso de instalaciones a las que les sea de 
aplicación el artículo 7.4.b) de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 
Integrados de Contaminación, los resultados deberán estar disponibles en las mismas 
condiciones de referencia y durante los mismos periodos de tiempo que los relativos a los 
niveles de emisión asociados a las mejores técnicas disponibles. Asimismo, las condiciones 
para evaluar el cumplimiento de los valores límite de emisión. 
 

f) Las prescripciones que garanticen, en su caso, la minimización de la contaminación a 
larga distancia o transfronteriza.  
 

g) Las medidas relativas a las condiciones de explotación en situaciones distintas a las 
normales que puedan afectar al medio ambiente, como los casos de puesta en marcha y 
parada, fugas, fallos de funcionamiento y paradas temporales. 
 

h) La obligación de comunicar al órgano competente regularmente y al menos una vez al 
año: 
 

1º. información basada en los resultados del control de las emisiones mencionado en la 
letra e) y otros datos solicitados que permitan al órgano competente verificar el 
cumplimiento de las condiciones de la autorización; y  

2º. cuando se apliquen valores límite de emisión que superen los valores de emisión 
asociados a las mejores técnicas disponibles, un resumen de resultados del control de las 
emisiones que permita compararlos con los niveles de emisión asociados con las mejores 
técnicas disponibles. 
 

i) Cualquier otra medida o condición establecida por la legislación sectorial aplicable. 
 

j) Las condiciones en que debe llevarse a cabo el cierre de la instalación. 
 

k) En caso de que la autorización sea válida para varias partes de una instalación 
explotada por diferentes titulares, las responsabilidades de cada uno de ellos. 
 

l) Las condiciones resultantes del informe emitido por el Ayuntamiento, en el marco del 
procedimiento de otorgamiento de la autorización ambiental integrada, sobre los aspectos de 
su competencia. 
 

m) La información sobre el proceso de participación pública llevado a cabo. 
 

n) Las condiciones para evaluar el cumplimiento de los valores límite de emisión. 
 

ñ) Los requisitos adecuados para el mantenimiento y supervisión periódicos de las 
medidas adoptadas para evitar las emisiones al suelo y a las aguas subterráneas y, en su 
caso, los requisitos adecuados para el control periódico del suelo y las aguas subterráneas 
por lo que respecta a sustancias peligrosas que previsiblemente puedan localizarse en el 
emplazamiento de la instalación. 
 

o) Las fianzas y seguros que puedan ser exigibles en aplicación de la legislación sectorial.  
 

2. La autorización ambiental integrada contendrá, además, cuando así sea exigible: 
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a) La declaración de impacto ambiental u otras figuras de evaluación ambiental 
establecidas en la normativa que resulte de aplicación.  

 
b) Las condiciones preventivas y de control necesarias en materia de accidentes graves 

en los que intervengan sustancias peligrosas de acuerdo con el Real Decreto 1254/1999, de 
16 de julio, por el que se aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los 
accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas, y demás normativa que 
resulte de aplicación. 
 

3. En el caso de instalaciones sujetas a la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se 
regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, la 
autorización no incluirá valores límite para las emisiones directas de aquellos gases 
especificados en su anexo I, a menos que sea necesario para garantizar que no se provoque 
ninguna contaminación local significativa. De ser necesario, el órgano ambiental revisará la 
autorización ambiental integrada según corresponda. 
 

Lo previsto en el párrafo anterior no se aplicará a las instalaciones excluidas 
temporalmente del régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero, de conformidad con lo previsto en la disposición transitoria cuarta de la citada 
Ley 1/2005, de 9 de marzo.  
 

4. Las conclusiones relativas a las mejores técnicas disponibles (MTD), así como sus 
correspondientes revisiones y actualizaciones, deben constituir la referencia para el 
establecimiento de las condiciones de la autorización.  
 

5. Cuando una actividad o un tipo de proceso de producción llevados a cabo en una 
instalación no estén cubiertos por ninguna de las conclusiones relativas a las MTD o cuando 
estas conclusiones no traten todos los posibles efectos ambientales de la actividad, el órgano 
competente, previa consulta con el titular, establecerá las condiciones de la autorización 
basándose en los documentos de referencia de las mejores técnicas disponibles que se hayan 
adoptado para las actividades o procesos de que se trate, teniendo en especial consideración 
los criterios indicados en el anejo 3 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 
Integrados de Contaminación.  
 

6. Cuando para el cumplimiento de los requisitos de calidad medioambiental, exigibles de 
acuerdo con la legislación aplicable, sea necesario la aplicación de condiciones más rigurosas 
que las que se puedan alcanzar mediante el empleo de las MTD, la autorización ambiental 
integrada exigirá la aplicación de condiciones complementarias, sin perjuicio de otras 
medidas que puedan adoptarse para respetar las normas de calidad medioambiental. 
Asimismo podrá incluir las medidas de autocontrol que deba adoptar el titular a los efectos 
de vigilar la incidencia de la instalación en el medio ambiente. 
 

7. Excepcionalmente, la autorización ambiental integrada podrá incluir excepciones 
temporales de los valores límite de emisión aplicables, siempre que las condiciones del medio 
receptor lo permitan, sin alterar gravemente su calidad, cuando el titular de la instalación 
presente alguna de las siguientes medidas, que deberán ser aprobadas por la Administración 
competente e incluirse en la autorización ambiental integrada, formando parte de su 
contenido: 
 

a) un plan o proyecto de reducción de la contaminación con objetivos y plazos concretos. 
 

b) un plan de rehabilitación que garantice el cumplimiento de los valores límite de emisión 
en el plazo máximo de seis meses, desde la aprobación por el órgano ambiental. 
 
 

Artículo 72. Valores límite de emisión y medidas técnicas equivalentes. 
 

1. La determinación por la autorización ambiental integrada de los valores límite deberá 
tener en cuenta los criterios establecidos en el artículo 7 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
Prevención y Control Integrados de Contaminación.  
 

2. El órgano ambiental fijará valores límite de emisión que garanticen que, en condiciones 
de funcionamiento normal, las emisiones no superen los niveles de emisión, aplicando alguna 
de las opciones siguientes: 
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a) El establecimiento de unos valores límite de emisión que no superen los niveles de 

emisión asociados a las mejores técnicas disponibles. Esos valores límite de emisión se 
indicarán para los mismos periodos de tiempo, o más breves, y bajo las mismas condiciones 
de referencia que los niveles de emisión asociados a las mejores técnicas disponibles. Estos 
valores límite de emisión podrán reducirse en consonancia con lo señalado en el artículo 7.1 
de esta ley. 
 

b) El establecimiento de unos valores límite de emisión distintos de los mencionados en la 
letra a) en términos de valores, periodos de tiempo y condiciones de referencia. Esta opción 
se aplicará cuando así lo solicite el promotor y lo admita el órgano ambiental y, en tal caso, 
este último evaluará, a menos semestralmente, los resultados del control de las emisiones 
para garantizar que las emisiones en condiciones normales de funcionamiento no hayan 
superado los niveles de emisión asociados a las mejores técnicas disponibles.  
 

3. No obstante lo señalado en el apartado anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 71.4 de la presente ley, el órgano ambiental podrá fijar, en determinados casos, 
valores límite de emisión menos estrictos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 de la 
Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de Contaminación.  
 

4. Sin perjuicio de lo que establezca la legislación básica estatal, el Consejo de Gobierno, 
en ejercicio de su potestad reglamentaria y como norma adicional de protección, podrá 
establecer valores límite de emisión para las sustancias contaminantes enumeradas en el 
anejo 2 de la citada Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de 
Contaminación, y para las actividades industriales incluidas en el ámbito de aplicación de 
esta ley, así como parámetros o medidas técnicas equivalentes basadas en las mejores 
técnicas disponibles que completen o sustituyan a los valores límite de emisión, siempre que 
se garantice un enfoque integrado y un nivel elevado de protección del medio ambiente 
equivalente al alcanzable mediante las condiciones de una autorización.  
 

5. El órgano ambiental podrá conceder exenciones temporales de los requisitos que se 
establecen en el presente artículo, respecto a las pruebas y la utilización de técnicas 
emergentes para un periodo de tiempo que se establecerá en la autorización ambiental 
integrada siempre y cuando, tras el periodo especificado, se interrumpa la técnica o bien la 
actividad alcance, como mínimo, los niveles de emisión asociados a las mejores técnicas 
disponibles. 
 

6. Los valores límite de emisión de las sustancias se aplicarán generalmente en el punto 
en que las emisiones salgan de la instalación y en su determinación no se tendrá en cuenta 
una posible dilución. En lo que se refiere a los vertidos indirectos al agua, y sin perjuicio de 
la normativa relativa a la contaminación causada por determinadas sustancias peligrosas 
vertidas en el medio acuático, podrá tenerse en cuenta el efecto de una estación de 
depuración en el momento de determinar los valores límites de emisión de la instalación, 
siempre y cuando se alcance un nivel equivalente de protección del medio ambiente en su 
conjunto y ello no conduzca a cargas contaminantes más elevadas en el entorno.  
 
 

Artículo 73. Impugnación. 
 

1. Los interesados podrán oponerse a los informes vinculantes emitidos en el 
procedimiento regulado en esta ley mediante la impugnación de la resolución administrativa 
que ponga fin al procedimiento de la autorización ambiental integrada, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 112.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, para los casos en que los citados 
informes vinculantes impidiesen o condicionasen el otorgamiento de dicha autorización. 
 

2. Cuando la impugnación en vía administrativa de la resolución que ponga fin al 
procedimiento de  otorgamiento de la autorización ambiental integrada afecte a las 
condiciones establecidas en los informes vinculantes, se dará traslado del recurso a los 
órganos que los hubiesen emitido, con el fin de que éstos, si lo estiman oportuno, presenten 
alegaciones en el plazo de quince días. De emitirse en plazo, las citadas alegaciones serán 
vinculantes para la resolución del recurso. 
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3. Si en el recurso contencioso-administrativo que se pudiera interponer contra la 
resolución que ponga fin a la vía administrativa se dedujeran pretensiones relativas a los 
informes preceptivos y vinculantes, la Administración que los hubiera emitido tendrá la 
consideración de codemandada, conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
 
 

Artículo 74. Inicio de la actividad. 
 

1. Una vez otorgada la autorización ambiental integrada, el titular dispondrá de un plazo 
de cuatro años para iniciar la actividad, salvo que en la autorización se establezca un plazo 
distinto. 
 

2. La instalación no podrá iniciar su actividad sin que el titular presente una declaración 
responsable, indicando la fecha de inicio de la actividad y el cumplimiento de las condiciones 
fijadas en la autorización. 
 

3. Una vez iniciada la actividad, el órgano competente realizará una visita de inspección 
en el plazo de un año, sin perjuicio de la responsabilidad ambiental del operador que pueda 
exigírsele al amparo de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 
Medioambiental. 
 
 

Artículo 75. Caducidad de la autorización ambiental integrada. 
 

1. Cuando la actividad no comience a ejercerse en el plazo de cuatro años a partir de la 
fecha de otorgamiento de la autorización, siempre que en ésta no se fije un plazo superior 
atendiendo a las características de la instalación, o cuando la actividad se paralice por plazo 
superior a dos años, el órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada 
advertirá al titular de la misma que, transcurridos tres meses, se producirá su caducidad. 
 

2. Consumido este plazo sin que el titular de la autorización inicie o reanude la actividad, 
el órgano competente para resolver acordará la caducidad de la autorización ambiental. 
 

3. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA 
 

Sección 1ª. Modificación de la instalación 
 
 

Artículo 76. Modificación de la instalación. 
 

1. La modificación de una instalación sometida a autorización ambiental integrada podrá 
ser sustancial o no sustancial. 
 

2. A fin de calificar la modificación de una instalación como sustancial se tendrá en cuenta 
la mayor incidencia de la modificación proyectada sobre la seguridad, la salud de las 
personas y el medio ambiente, en los siguientes aspectos: 
 

a) El tamaño y producción de la instalación. 
 

b) Los recursos naturales utilizados por la misma. 
 

c) Su consumo de agua y energía. 
 

d) El volumen, peso y tipología de los residuos generados. 
 

e) La calidad y capacidad regenerativa de los recursos naturales de las áreas geográficas 
que puedan verse afectadas. 
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f) El grado de contaminación producido. 
 

g) El riesgo de accidente. 
 

h) La incorporación o aumento en el uso de sustancias peligrosas. 
 

3. El titular de una instalación que pretenda llevar a cabo una modificación no sustancial 
de la misma deberá comunicarlo al órgano competente para otorgar la autorización 
ambiental integrada, indicando, en atención a los criterios señalados en el apartado anterior, 
la razón por la que considera que se trata de una modificación no sustancial y, en su caso, la 
identificación de las modificaciones de la autorización ambiental integrada que procedan. A 
esta comunicación se acompañarán los documentos justificativos de las razones expuestas. 
 

4. Cuando el titular de la instalación considere que la modificación proyectada no es 
sustancial podrá llevarla a cabo, siempre que el órgano competente para otorgar la 
autorización ambiental integrada no manifieste lo contrario en el plazo de un mes. Sin 
perjuicio de lo anterior, en caso de que el órgano ambiental estime procedente la 
modificación de oficio de la autorización ambiental integrada, como consecuencia de la 
modificación no sustancial de la instalación, procederá a publicarla en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias. 
 

5. En el caso de que el titular de la instalación proyecte realizar una modificación de 
carácter sustancial, ésta no podrá llevarse a cabo en tanto la autorización ambiental 
integrada no sea modificada. Dicha modificación se tramitará de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el artículo siguiente. 
 

6. Cualquier ampliación o modificación de las características o del funcionamiento de una 
instalación se considerará sustancial si alcanza, por sí sola, o mediante la acumulación de las 
magnitudes o dimensiones en su conjunto, los umbrales de capacidad establecidos, cuando 
éstos existan, en el anejo 1 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 
Integrados de Contaminación, o si ha de ser sometida al procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental de acuerdo con lo establecido en el título III de la presente ley. 
 

7. Cuando la modificación de una instalación suponga una disminución de su capacidad de 
producción hasta quedar por debajo de los umbrales del anejo 1 de la Ley 16/2002, de 1 de 
julio, de Prevención y Control Integrados de Contaminación, dejará de ser exigible la 
autorización ambiental integrada, debiendo comunicarse al órgano competente para su 
comprobación y publicación en el en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. 
 
 

Artículo 77. Procedimiento de modificación de la autorización ambiental integrada. 
 

1. El titular de la instalación objeto de una modificación sustancial deberá presentar ante 
el órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada una solicitud que 
incluirá, los documentos que justifiquen el carácter  sustancial de dicha modificación, así 
como el proyecto básico exclusivamente referido a la parte o partes de la instalación 
afectadas por la modificación que se va a llevar a cabo.  
 

2. La tramitación se ajustará a lo previsto con carácter general en la presente ley para el 
otorgamiento de la autorización ambiental integrada, con las siguientes particularidades:  
 

a) El plazo para que el organismo de cuenca emita su informe preceptivo y vinculante 
será de tres meses y el plazo para el trámite de audiencia a los interesados, de diez días. 

 
b) El órgano ambiental competente dictará resolución que ponga fin al procedimiento en 

un plazo máximo de cinco meses, transcurrido el cual sin haberse notificado resolución 
expresa, se podrá entender desestimada la solicitud de modificación, sin perjuicio de la 
obligación de la Administración de resolver. 
 

3. La resolución se notificará y se hará pública en los términos establecidos en el artículo 
70 de esta ley. 

 
 

Sección 2ª. Revisión de la autorización ambiental integrada 
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Artículo 78. Revisión de la autorización ambiental integrada. 
 

1. En un plazo de cuatro años a partir de la publicación de las conclusiones relativas a las 
MTD en cuanto a la principal actividad de una instalación, el órgano competente para otorgar 
las autorizaciones ambientales integradas garantizará que: 
 

a) Se haya culminado la revisión y, si fuera necesario, adaptado todas las condiciones de 
la autorización de la instalación de que se trate, para garantizar el cumplimiento de la 
presente ley, y 
 

b) la instalación cumple las condiciones de la autorización. 
 

La revisión tendrá en cuenta todas las conclusiones relativas a los documentos de 
referencia MTD aplicables a la instalación, desde que la autorización fuera concedida, 
actualizada o revisada. 
 

2. Cuando una instalación no esté cubierta por ninguna de las conclusiones relativas a las 
MTD, las condiciones de la autorización se revisarán y, en su caso, adaptarán cuando los 
avances en las mejores técnicas disponibles permitan una reducción significativa de las 
emisiones. 
 

3. En cualquier caso, la autorización ambiental integrada podrá ser revisada de oficio 
cuando: 
 

a) La contaminación producida por la instalación haga conveniente la revisión de los 
valores límite de emisión impuestos o la adopción de otros nuevos. 
 

b) Resulte posible reducir significativamente las emisiones sin imponer costes excesivos a 
consecuencia de importantes cambios en las mejores técnicas disponibles. 
 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o actividad haga necesario emplear otras 
técnicas. 
 

d) El organismo de cuenca, conforme a lo establecido en la legislación de aguas, estime 
que existen circunstancias que justifiquen la revisión de la autorización ambiental integrada 
en lo relativo a vertidos al dominio público hidráulico de cuencas gestionadas por la 
Administración General del Estado. En este supuesto, el organismo de cuenca requerirá, 
mediante informe motivado vinculante, al órgano competente para otorgar la autorización 
ambiental integrada, a fin de que inicie el procedimiento de revisión en un plazo máximo de 
veinte días. 
 

e) Así lo exija la legislación sectorial que resulte de aplicación a la instalación o sea 
necesario cumplir normas nuevas o revisadas de calidad ambiental. 
 

4. La revisión de la autorización ambiental integrada no dará derecho a indemnización y 
se tramitará por el procedimiento regulado en el artículo siguiente. 
 

5. La revisión o actualización de la autorización ambiental integrada no afectará a las 
autorizaciones y licencias no incluidas en la misma, cuya vigencia, revisión o renovación se 
realizará, en su caso, de conformidad con lo establecido en la normativa sectorial de 
aplicación. 
 
 

Artículo 79. Procedimiento para la revisión de la autorización ambiental integrada. 
 

1. El procedimiento de revisión de una autorización ambiental integrada se iniciará por 
acuerdo motivado del órgano ambiental competente para otorgarla previa consulta, en su 
caso, de los órganos que deban pronunciarse sobre las materias de su competencia. 
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2. A instancia del órgano ambiental, el titular presentará toda la información referida en el 
artículo 64 que sea necesaria para la revisión de las condiciones de la autorización. En su 
caso, se incluirán los resultados del control de las emisiones y otros datos que permitan una 
comparación del funcionamiento de la instalación con las mejores técnicas disponibles 
descritas en las conclusiones relativas a las mejores técnicas disponibles aplicables y con los 
niveles de emisión asociados a ellas. 
 

Al revisar las condiciones de la autorización, el órgano ambiental utilizará cualquier 
información obtenida a partir de los controles o inspecciones. 
 

3. La tramitación se ajustará a lo previsto con carácter general en la presente ley para el 
otorgamiento de la autorización ambiental integrada, con la particularidad de que el plazo 
para dictar resolución será de seis meses desde la notificación del acuerdo de inicio. La 
resolución se notificará y se hará pública en los términos establecidos en el artículo 70 de 
esta ley. 
 
 

Sección 3ª. Transmisión de la autorización ambiental integrada 
 
 

Artículo 80. Transmisión de la titularidad. 
 

1. Cuando se transmita la titularidad de la instalación llevará inherente la transmisión de 
la titularidad de la autorización ambiental integrada, y será precisa la previa comunicación al 
órgano ambiental por los sujetos que intervengan en la transmisión. 
 

2. Si se produce la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, tanto el 
anterior titular como el nuevo, quedarán sujetos, de forma solidaria, a todas las 
responsabilidades y obligaciones derivadas del incumplimiento de dicha obligación previstas 
en esta ley. 
 

3. Una vez comunicada la transmisión, el nuevo titular se subrogará en los derechos, 
obligaciones y responsabilidades del anterior titular. 
 

4. Cualquier transmisión de titularidad de una autorización ambiental integrada deberá 
ser comunicada por el órgano ambiental, una vez que éste la conozca, al Ayuntamiento en 
cuyo término municipal se ubique la instalación, a los órganos que hubieran emitido informes 
vinculantes y, en su caso, al órgano competente para otorgar la autorización sustantiva. 

 
 

Sección 4ª. Cese de la actividad 
 
 

Artículo 81. Cese de la actividad. 
 

1. El titular de la autorización ambiental integrada comunicará al órgano ambiental 
competente y al Ayuntamiento en donde esté ubicada la instalación el cese de la actividad, 
indicando si es por cierre temporal o definitivo de la instalación y lo hará con una antelación 
mínima de seis meses en el caso de cierre definitivo y de tres meses en caso de cierre 
temporal. 
 

2. Las condiciones en las que deberá llevarse a cabo el cierre de la instalación serán las 
señaladas en la autorización ambiental integrada, las cuales, sin perjuicio de la normativa 
aplicable a cada supuesto concreto, deberán asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en los 
apartados 3 y 4 del presente artículo. 
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3. Tras el cese definitivo de las actividades, el titular evaluará el estado del suelo y la 
contaminación de las aguas subterráneas por las sustancias peligrosas relevantes utilizadas, 
producidas o emitidas por la instalación de que se trate, y comunicará al órgano ambiental 
competente los resultados de dicha evaluación. En caso de que la evaluación determine que 
la instalación ha causado una contaminación significativa del suelo o las aguas subterráneas 
con respecto al estado establecido en el informe base mencionado en el artículo 64, el titular 
tomará las medidas adecuadas para hacer frente a dicha contaminación con objeto de 
restablecer el emplazamiento de la instalación a aquel estado, siguiendo las normas del 
anexo II de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. Para ello, 
se tendrá en cuenta la viabilidad técnica de tales medidas. 
 

4. Cuando no se exija al titular que elabore el informe base, una vez producido el cese 
definitivo de actividades, adoptará éste las medidas necesarias destinadas a retirar, 
controlar, contener o reducir las sustancias peligrosas relevantes para que, teniendo en 
cuenta su uso actual o futuro aprobado, el emplazamiento ya no cree un riesgo significativo 
para la salud humana ni para el medio ambiente debido a la contaminación del suelo y las 
aguas subterráneas a causa de las actividades que se hayan permitido, teniendo en cuenta 
las condiciones del emplazamiento de las instalación descritas en la solicitud de la 
autorización ambiental integrada. 
 

5. Sin perjuicio de lo señalado en los tres apartados anteriores, en caso de cierre 
definitivo de la actividad, el órgano ambiental competente deberá realizar una verificación  
del cumplimiento de las condiciones relativas al cierre establecidas en la autorización. En 
caso de que tal verificación resulte positiva, se dictará resolución autorizando el cierre de la 
instalación y dejando sin efecto la autorización ambiental integrada. Dicha resolución deberá 
ser notificada y objeto de publicación en los mismos términos que los establecidos en el 
artículo 70 de esta ley.  
 

6. En el caso de cese temporal, la reanudación de la actividad deberá ser comunicada al 
órgano ambiental competente con una antelación mínima de un mes. Transcurridos dos años 
desde la notificación del cese temporal sin que la actividad se haya reanudado, se entenderá 
que el cese tiene carácter definitivo y se notificará al titular de la instalación el modo en que 
debe proceder a la clausura y descontaminación de la instalación.  

 
 

TÍTULO V 
 

LICENCIA AMBIENTAL MUNICIPAL 
 

CAPÍTULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 

Artículo 82. Finalidad de la licencia ambiental municipal. 
 

Son fines de la licencia ambiental municipal: 
 

a) Prevenir y reducir en origen las emisiones contaminantes a la atmósfera, al agua o al 
suelo que producen las actividades y que puedan afectar al medio ambiente y, al mismo 
tiempo, determinar las condiciones para una gestión correcta de dichas emisiones. 
 

b) Comprobar la adecuación de la actividad a las ordenanzas municipales, y a la 
normativa ambiental exigible. 
 
 

Artículo 83. Actividades sometidas a licencia ambiental municipal. 
 

Quedan sujetas al régimen de licencia ambiental municipal las actividades de titularidad 
pública o privada que puedan tener incidencia en el medio ambiente y que figuren en la 
relación del anexo cuarto de esta ley, así como aquellas que precisen de autorización de 
vertido de competencia municipal de acuerdo con los establecido en la Ley 5/2002, de 3 de 
junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento. 
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Artículo 84. Órgano competente. 
 

La licencia ambiental municipal será otorgada por el alcalde del Ayuntamiento en cuyo 
término municipal vaya a desarrollarse la actividad u órgano en quien delegue. 
 
 

Artículo 85. Coordinación con otros procedimientos ambientales. 
 

1. En los supuestos en que la actividad sometida a licencia ambiental municipal también 
lo esté a evaluación de impacto ambiental de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, la 
declaración de impacto ambiental que faculte para el desarrollo del proyecto será previa el 
otorgamiento de la licencia ambiental municipal. 
 

2. En los supuestos en que la actividad sometida a licencia ambiental municipal precise de 
autorización ambiental autonómica, su eficacia quedará supeditada al otorgamiento de esta 
última. 
 

3. En los supuestos en que la actividad sometida a licencia ambiental municipal precise 
autorización de vertido al dominio público hidráulico o de ocupación del dominio público de 
competencia estatal, el titular de la actividad deberá obtener las pertinentes autorizaciones 
de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de aguas y costas. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

PROCEDIMIENTO 
 
 

Artículo 86. Solicitud. 
 

1. Toda persona física o jurídica, pública o privada, que pretenda la construcción, 
montaje, explotación, traslado o modificación sustancial de cualquier actividad sometida a 
licencia ambiental municipal deberá solicitar, con carácter previo, la correspondiente licencia 
ambiental municipal ante el Ayuntamiento en cuyo término municipal vaya a desarrollarse la 
actividad. 
 

2. A la solicitud deberá acompañarse la documentación que se establezca 
reglamentariamente y, como mínimo, la siguiente: 
 

a) Proyecto de la actividad, redactado por técnico competente que contendrá, como 
mínimo, una descripción de la actividad a desarrollar, los aspectos relativos al 
emplazamiento de la actividad, su adecuación al planeamiento urbanístico, y su repercusión 
en el medio ambiente, en especial en lo relativo a emisiones a la atmósfera, contaminación 
de suelos, vertidos a las aguas, producción y gestión de residuos, ruidos y vibraciones, así 
como estudio y propuesta de medidas preventivas, correctoras y de autocontrol previstas, 
junto con la justificación del cumplimiento de la legislación ambiental aplicable a la actividad 
y, en su caso, de las ordenanzas municipales que resulten de aplicación. Esta documentación 
deberá presentarse en formato digital.  
 

b) En su caso, la autorización de vertidos al dominio público hidráulico de cuencas 
intercomunitarias e intracomunitarias, o la autorización ocupación del dominio público 
marítimo-terrestre o hidráulico de competencia estatal, o documentación acreditativa de 
hallarse en marcha el procedimiento. 
 

c) La declaración de los datos que, a criterio del solicitante, gocen de confidencialidad de 
acuerdo con la legislación vigente. 
 

3. En los supuestos de modificación sustancial, descrita en el artículo 93, de una actividad 
ya autorizada, la solicitud debe ir referida específicamente a la parte o partes de la misma 
afectadas por la referida modificación. 
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Artículo 87. Coordinación de la licencia ambiental municipal con la licencia urbanística. 
 

Cuando para el desarrollo de una actividad sujeta a licencia ambiental municipal sea 
precisa la realización de obras sujetas a licencia urbanística, se coordinarán los 
procedimientos de obtención de ambas de forma que: 
 

a) Simultáneamente a la solicitud a que se refiere el artículo anterior, deberá solicitarse la 
licencia urbanística, acompañando a tal efecto la documentación exigible según la normativa 
sectorial de aplicación. 
 

b) La resolución acerca del otorgamiento de la licencia ambiental municipal deberá 
efectuarse, bien simultáneamente, bien con posterioridad al otorgamiento de la licencia 
urbanística. 
 
 

Artículo 88. Información pública. 
 

1. Una vez verificada la suficiencia y la idoneidad de la documentación, el expediente se 
someterá a información pública por un período de diez días, mediante anuncio en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias y en la sede electrónica del Ayuntamiento, así como por 
cualquier otro medio que la entidad competente determine. 
 

2. Simultáneamente al trámite de información pública se solicitarán los informes de los 
servicios del Ayuntamiento que fueren necesarios de acuerdo con la naturaleza de la 
actividad y, en todo caso, informe de compatibilidad urbanística, que deberán evacuarse en 
el plazo de veinte días. Se solicitará también, durante este trámite, informe de los 
ayuntamientos en cuyo término municipal la actividad pudiera producir afecciones 
ambientales. 
 

3. Si a resultas de las alegaciones u observaciones fuese necesario informes adicionales 
de los servicios municipales, estos se emitirán en un plazo máximo de diez días desde la 
recepción de todas las alegaciones presentadas en plazo. 
 

4. Las alegaciones y observaciones presentadas, o en su caso la certificación municipal de 
inexistencia de las mismas, junto con los informes emitidos, se unirán al expediente. 
 
 

Artículo 89. Informe de la consejería con competencias en materia de medio ambiente. 
 

1. Simultáneamente al trámite de información pública el Ayuntamiento remitirá a la 
consejería con competencias en materia de medio ambiente la documentación de la solicitud 
en formato digital, solicitando informe sobre si la actividad sometida a licencia precisa de 
autorización ambiental autonómica o de realizar alguna comunicación ambiental autonómica.  
 

2. La consejería con competencias en materia de medio ambiente en el plazo de diez días 
informará al Ayuntamiento y al titular de la actividad, sobre la necesidad de autorización 
ambiental autonómica a obtener de forma concurrente al otorgamiento de la licencia, así 
como de las posibles comunicaciones autonómicas necesarias. 
 
 

Artículo 90. Resolución. 
 

El órgano municipal competente deberá resolver y notificar el otorgamiento o denegación 
de la licencia ambiental municipal en el plazo máximo de tres meses desde la presentación 
de la solicitud con la documentación completa. Transcurrido el plazo máximo sin haberse 
dictado y notificado la resolución, podrá entenderse desestimada la solicitud de licencia 
ambiental municipal, sin perjuicio de la obligación de la Administración de resolver 
expresamente.  
 
 

Artículo 91. Contenido de la licencia ambiental municipal. 
 

1. La licencia ambiental municipal deberá incorporar los siguientes contenidos: 
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a) Descripción de la actividad, de los procesos, materias primas y productos, incluyendo 
el conjunto de instalaciones y los equipos principales.  
 

b) En su caso, el contenido de la declaración de impacto ambiental. 
 

c) Las emisiones y vertidos generados por la actividad, las técnicas de prevención y 
reducción en origen y las técnicas de corrección y tratamiento aplicadas. 
 

d) Las técnicas de minimización en la producción de residuos y las medidas relativas a su 
gestión, así como la prevención de la contaminación del suelo. 
 

e) Cualquier otra medida o condición que, de acuerdo con la legislación vigente, sea 
adecuada para la protección del medio ambiente. 
 

f) Si la actividad requiriese autorización ambiental de competencia autonómica, se 
indicará tal circunstancia haciendo constar que la eficacia de la licencia ambiental municipal 
quedará supeditada a su obtención.  
 

g) En su caso, la autorización de vertido de competencia municipal señalada en la Ley 
5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos 
de saneamiento. 
 

2. El Ayuntamiento dará traslado de la licencia ambiental municipal a la consejería con 
competencias en materia de medio ambiente a los efectos de su inclusión en el registro 
señalado en el artículo 18, así como a los efectos de lo señalado en la Ley 5/2002, de 3 de 
junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento. 
 
 

Artículo 92. Inicio de la actividad. 
 

1. Una vez obtenida la licencia ambiental municipal y concluida la instalación o montaje, 
el titular de la licencia habrá de comunicar al Ayuntamiento la fecha prevista para el inicio de 
la actividad. 
 

2. Una vez iniciada la actividad, el Ayuntamiento realizará una visita de comprobación en 
el plazo máximo de tres meses, con el fin de verificar que la actividad se desarrolla conforme 
a las condiciones de la licencia ambiental municipal. Aquellos ayuntamientos de menos de 
10.000 habitantes que no dispongan del personal técnico adecuado para la visita de 
comprobación podrán solicitar la colaboración de la Consejería competente en materia de 
medio ambiente.  
 

3. Si a la vista de dicha visita de comprobación se apreciase la existencia de deficiencias, 
en función de su entidad o posible impacto en el medio ambiente y la salud de las personas, 
el Ayuntamiento podrá iniciar un procedimiento sancionador y adoptará alguna de las 
siguientes decisiones: 
 

a) Ordenar la inmediata paralización de la actividad hasta la subsanación de los 
incumplimientos constatados. La adopción de esta decisión sólo será posible cuando de tales 
incumplimientos se derivase un daño significativo al medio ambiente o un peligro 
significativo para la seguridad o salud de las personas. 
 

b) Permitir, en los demás supuestos, la continuidad de la actividad otorgando un plazo 
adecuado para la subsanación de las deficiencias, estableciendo, en su caso, las actuaciones 
inmediatas necesarias para reducir la afección al medio ambiente o el posible peligro para la 
seguridad o salud de las personas. Si transcurrido dicho plazo no resultan subsanadas, se 
procederá conforme a lo dispuesto en el apartado anterior. 
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CAPÍTULO III 
 

OTRAS DISPOSICIONES 
 
 

Artículo 93. Modificación sustancial de actividades. 
 

1. A fin de calificar la modificación de una actividad como sustancial se tendrá en cuenta 
la incidencia sobre la seguridad, la salud de las personas y el medio ambiente, en los 
siguientes aspectos: 
 

a) El tamaño y producción de la instalación en que se desarrolla la actividad. 
 

b) Los recursos naturales utilizados por la misma. 
 

c) El consumo de agua y energía. 
 

d) El volumen, peso y tipología de los residuos generados. 
 

e) La calidad y capacidad regenerativa de los recursos naturales de las áreas geográficas 
que puedan verse afectadas. 
 

f) El grado y tipología de la contaminación producida. 
 

g) El nivel de contaminación existente en la zona respecto de los objetivos de calidad del 
medio receptor. 
 

h) El riesgo de accidente. 
 

i) La incorporación o aumento en el uso de sustancias peligrosas. 
 

2. El titular de una actividad sujeta a licencia ambiental municipal que pretenda llevar a 
cabo una modificación de la misma deberá comunicarlo al Ayuntamiento en cuyo término 
municipal se ubique la actividad, indicando razonadamente, en atención a los criterios 
señalados en el apartado anterior, si considera que se trata de una modificación sustancial o 
no sustancial. A esta comunicación se acompañarán los documentos justificativos de las 
razones expuestas. Cuando el titular de la actividad considere que la modificación proyectada 
no es sustancial podrá llevarla a cabo, siempre que el Ayuntamiento no manifieste lo 
contrario en el plazo de un mes desde la comunicación. 
 

3. Cuando la modificación proyectada sea considerada por el propio titular o por el 
Ayuntamiento como sustancial, se modificará la licencia ambiental de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el Capítulo II de este Título. 
 
 

Artículo 94. Modificación de oficio de la licencia ambiental municipal. 
 

1. La licencia ambiental municipal podrá ser modificada de oficio, sin derecho a 
indemnización, para su adaptación a las modificaciones de la normativa vigente en cada 
momento y al progreso científico y técnico. 
 

2. En todo caso, podrá procederse a la modificación de oficio de la licencia ambiental 
municipal cuando: 
 

a) La contaminación producida por la actividad haga conveniente la revisión de los valores 
límite de emisión determinados en la licencia ambiental, o la adopción de nuevos valores. 

 
b) Se produzca una variación importante del medio receptor con respecto a las 

condiciones que presentaba en el momento del otorgamiento de la licencia ambiental 
municipal. 
 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o la actividad haga necesario utilizar otras 
técnicas. 
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3. El procedimiento para la modificación de oficio regulada en este artículo se iniciará 
mediante una resolución del Ayuntamiento en la que se especificarán y motivarán los 
aspectos que se pretenden revisar en la licencia ambiental municipal. 
 

4. Esta resolución se notificará al titular de la licencia ambiental municipal indicando, en 
su caso, la documentación que se deberá aportar para llevar a cabo la modificación. El 
procedimiento a seguir a partir de este momento será el previsto para la obtención de una 
nueva licencia ambiental municipal. 
 
 

Artículo 95. Transmisión de la licencia ambiental municipal. 
 

1. Cuando se transmita la titularidad de una actividad con licencia ambiental municipal, 
será precisa la previa comunicación de dicha transmisión al Ayuntamiento que otorgó dicha 
licencia, por los sujetos que intervengan en la transmisión. 
 

2. Si se produce la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, el anterior y 
el nuevo titular quedarán sujetos, de forma solidaria, a todas las responsabilidades y 
obligaciones derivadas del incumplimiento de dicha obligación previstas en esta ley. 
 

3. Una vez producida la transmisión, el nuevo titular se subrogará en los derechos, 
obligaciones y responsabilidades del anterior titular. No obstante, el anterior y el nuevo 
titular responderán solidariamente respecto de las obligaciones y responsabilidades 
preexistentes en la transmisión. 
 
 

Artículo 96. Caducidad de la licencia ambiental municipal. 
 

1. Las licencias ambientales municipales caducarán en los plazos y supuestos siguientes: 
 

a) Cuando la actividad no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de un año, a 
partir de la fecha de otorgamiento de la licencia ambiental municipal, siempre que en ésta no 
se fije un plazo superior. 
 

b) Cuando el ejercicio de la actividad se paralice por plazo superior a un año, excepto en 
casos de fuerza mayor. 
 

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, el titular de la actividad podrá solicitar 
del Ayuntamiento una prórroga de los plazos anteriormente señalados, quien podrá otorgarla 
siempre que estime que median causas justificadas para ello. 

 
 

TÍTULO VI 
 

COMUNICACIÓN AMBIENTAL MUNICIPAL 
 
 

Artículo 97. Actividades sometidas a comunicación ambiental municipal. 
 

El ejercicio de las actividades no sometidas a autorización ambiental integrada, o a 
licencia ambiental municipal, que estén comprendidas en el anexo quinto de esta ley, 
requerirá la presentación ante el Ayuntamiento donde se vaya a desarrollar la actividad, de 
una comunicación ambiental previa a su inicio. 
 
 

Artículo 98. Formalización de la comunicación ambiental municipal. 
 

1. La comunicación se acompañará de una declaración responsable, suscrita por el titular 
de la actividad, con el siguiente contenido: 
 

a) Identificación de la actividad a desarrollar. 
 

b) Descripción de la actividad y de las instalaciones. 
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c) La fecha a partir de la cual se pretende iniciar el ejercicio de la actividad. 
 

d) La manifestación del cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa 
vigente y la documentación disponible que así lo acredita. 
 

e) El compromiso de mantener el cumplimiento de los requisitos legales durante todo el 
periodo en el que se vaya a ejercer la actividad. 
 

f) Identificación de los mecanismos de autocontrol y periodicidad de los mismos. 
 

g) Compatibilidad urbanística de la actividad. 
 

2. El traslado, la modificación de la clase de actividad y su modificación sustancial estará 
igualmente sometida al régimen de comunicación ambiental municipal regulado en este 
título, salvo que impliquen un cambio en el régimen de intervención ambiental, debiendo 
someterse en ese caso al procedimiento ambiental que corresponda. 
 

3. El Ayuntamiento ante el que se hubiese presentado la comunicación ambiental podrá 
comprobar, en cualquier momento, la veracidad de todos los documentos y datos aportados, 
así como el cumplimiento de los requisitos. 
 

4. La comunicación ambiental municipal permitirá el inicio de la actividad desde el día de 
su presentación, sin perjuicio de que a dichos fines la instalación deba poseer las licencias 
que resulten legalmente exigibles. 
 

5. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una comunicación ambiental 
municipal, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad desde el 
momento en que el Ayuntamiento tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. 
 
 

TÍTULO VII 
 

AUTORIZACIÓN Y COMUNICACIÓN AMBIENTAL AUTONÓMICA 
 

CAPÍTULO I 
 

AUTORIZACIÓN AMBIENTAL AUTONÓMICA 
 
 

Artículo 99. Actividades sometidas a autorización ambiental autonómica. 
 

Quedan sujetas a autorización ambiental autonómica las actividades referidas en el anexo 
sexto de esta ley, y que precisan una o varias autorizaciones ambientales, establecidas en la 
legislación estatal y autonómica, cuyo otorgamiento corresponde a la comunidad autónoma. 
En particular, las actividades que: 
 

a) Estén incluidas en el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la 
atmósfera, a que se refiere la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y 
protección de la atmósfera, pertenecientes a los grupos A y B. 
 

b) Realicen vertidos de aguas residuales desde tierra al mar, regulados en la Ley 
22/1988, de 28 de julio, de Costas.  
 

c) Realicen vertidos de aguas residuales de forma directa a colectores o instalaciones de 
depuración competencia de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo señalado en el 
artículo 5.3 de la Ley 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a 
los sistemas públicos de saneamiento. 
 

d) Desarrollen operaciones de gestión de residuos, según lo regulado en la Ley 22/2011, 
de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados. 
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Artículo 100. Solicitud. 
 

1. La solicitud de la correspondiente  autorización ambiental autonómica deberá dirigirse 
a la consejería competente en materia de medio ambiente acompañada, al menos, de la 
siguiente documentación e información:  
 

a) Proyecto de la actividad, redactado por técnico competente que contendrá, como 
mínimo, una descripción de la actividad a desarrollar, los aspectos relativos al 
emplazamiento de la actividad y su repercusión en el medio ambiente. 
 

En las actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera, el proyecto describirá 
los focos emisores, tanto confinados como difusos; grupo y código al que pertenecen del 
catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera; descripción 
cualitativa y cuantitativa de las emisiones; medidas correctoras y sistemas de depuración 
previstos. 
 

En las actividades que realicen vertidos de aguas residuales de tierra al mar o de aguas 
residuales industriales de forma directa a colectores o depuradoras de competencia de la 
Comunidad Autónoma, el proyecto incluirá la identificación y descripción de los procesos e 
instalaciones que generen los vertidos, la descripción de los sistemas para su tratamiento y 
evacuación, y la caracterización cualitativa y cuantitativa de los mismos. 
 

En las actividades con instalaciones dedicadas a la gestión de residuos, el proyecto 
contendrá la identificación de los tipos y cantidades de los residuos, la ubicación y 
descripción detallada de las instalaciones y de los procesos donde se llevarán a cabo las 
operaciones de gestión de los residuos. 
 

b) La determinación de los datos que, a juicio del solicitante, gocen de confidencialidad de 
acuerdo con las disposiciones vigentes. 
 

2. En los supuestos en que la actividad sometida a autorización ambiental autonómica 
también lo esté a evaluación de impacto ambiental de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, 
la declaración de impacto ambiental o el informe de impacto ambiental, que faculten para el 
desarrollo del proyecto serán previos al otorgamiento de la autorización. 
 

3. En los supuestos de modificación sustancial de una actividad ya autorizada a estos 
efectos, la solicitud debe ir referida específicamente a la parte o partes de la misma 
afectadas por la referida modificación. 
 

4. La documentación técnica necesaria para solicitar la autorización ambiental autonómica 
de la actividad debe presentarse en formato digital.  
 
 

Artículo 101. Información pública. 
 

1. El órgano ambiental, una vez recibida la documentación completa de acuerdo con lo 
establecido en el artículo anterior, abrirá un periodo de información pública, que se 
practicará mediante anuncio en el Boletín Oficial del Principado de Asturias por un período de 
veinte días. En el caso de que la actividad precisase exclusivamente de la autorización 
señalada en el artículo 5.3 de la Ley 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas 
residuales industriales a los sistemas públicos de saneamiento, no será preciso someter la 
solicitud a información pública. 
 

2. El órgano ambiental competente remitirá las alegaciones y observaciones recibidas en 
el periodo de información pública al solicitante de la autorización ambiental autonómica, el 
cual podrá manifestar, en el plazo de diez días desde su recepción, cuanto estime oportuno 
al respecto. 
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Artículo 102. Resolución. 
 

1. El órgano ambiental competente para otorgar la autorización ambiental autonómica 
dictará resolución motivada que ponga fin al procedimiento, en el plazo máximo de tres 
meses. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado la resolución, podrá entenderse 
desestimada la solicitud presentada, sin perjuicio de la obligación de la Administración de 
resolver. 
 

2. La autorización se otorgará por un plazo determinado, que no podrá ser superior a los 
señalados en las correspondientes legislaciones sectoriales. 
 

3. Tanto la resolución por la que se otorga una autorización ambiental autonómica, como 
las que se dicten para su modificación o revisión, deberán ser notificadas a los interesados 
en el procedimiento y al Ayuntamiento donde se ubique la actividad. Asimismo, se publicará 
íntegramente en la página web del órgano ambiental.  
 
 

Artículo 103. Contenido de la autorización ambiental autonómica. 
 

1. La autorización ambiental  autonómica tendrá el contenido mínimo siguiente:  
 

a) Descripción de la actividad, incluyendo las instalaciones de los equipos principales, 
materias primas utilizadas y consumos de recursos energéticos, procesos y productos. 
 

b) En su caso, el contenido de la declaración de impacto ambiental o del informe de 
impacto ambiental. 
 

c) Las medidas relativas a las condiciones de explotación en situaciones distintas a las 
normales que puedan afectar al medio ambiente, como los casos de puesta en marcha y 
parada, fugas, fallos de funcionamiento y paradas temporales. 
 

d) El plazo por el que se otorga la autorización. 
 

e) Los regímenes de vigilancia y control. 
 

f) Cualquier otra medida o condición que, de acuerdo con la legislación vigente, sea 
adecuada para la protección del medio ambiente. 
 

2. La autorización ambiental autonómica, para las actividades potencialmente 
contaminadoras de la atmósfera, recogerá además:  
 

a) Los valores límites de emisión de las sustancias contaminantes pertinentes y las 
condiciones de referencia de dichos valores. Para el establecimiento de los valores límite de 
emisión se tendrá en cuenta la legislación sectorial aplicable, las mejores técnicas 
disponibles, así como el estado de la calidad del aire en su ámbito de influencia. En las zonas 
en que se superen los valores límite o valores objetivo de alguno de los contaminantes 
regulados en normas de calidad del aire, el órgano ambiental podrá establecer valores límite 
de emisión para esas sustancias contaminantes más estrictos. 
 

b) Las condiciones de funcionamiento de los focos y el régimen de vigilancia y control de 
los mismos. 
 

c) Las medidas de vigilancia y control de las emisiones y de los niveles de calidad del aire 
en el exterior de la instalación, así como otras de carácter equivalente. 
 

d) El uso de buenas prácticas ambientales que reduzcan las emisiones a la atmósfera de 
origen difuso. 
 

e) El uso de las mejores técnicas disponibles para eliminar o reducir la producción de 
olores molestos. 
 

3. La autorización ambiental autonómica, para las actividades que realicen vertidos de 
aguas residuales en los términos del anexo sexto, deberá incluir: 
 



 

  64 

a) Una descripción de las instalaciones de tratamiento, depuración y evacuación de las 
aguas, estableciendo sus características. 
 

b) Los elementos de control, el régimen de vigilancia de su funcionamiento, el caudal de 
vertido autorizado, así como los límites cuantitativos y cualitativos que se impongan a la 
composición del efluente, que deberán garantizar el cumplimiento de los objetivos 
ambientales del medio receptor.  
 

c) Una evaluación de los efectos sobre el medio receptor, objetivos de calidad de las 
aguas en la zona receptiva y previsiones que, en caso necesario, se hayan de adoptar para 
reducir la contaminación.  
 

4. La autorización ambiental autonómica, para aquellas actividades con instalaciones de 
gestión de residuos recogerán:  
 

a) Tipos y cantidades de residuos cuya gestión se autoriza, identificados mediante los 
códigos de la Lista Europea de Residuos (LER). 
 

b) Operaciones de tratamiento autorizadas. 
 

c) Capacidad máxima de tratamiento de residuos de cada operación que se lleve a cabo 
en la instalación. 
 

d) Otros requisitos relativos a la gestión de residuos, entre ellos, las garantías financieras 
que sean exigibles de acuerdo con la normativa de residuos. 
 
 

Artículo 104. Inicio de la actividad. 
 

1. Una vez otorgada la autorización ambiental autonómica, el titular dispondrá de un 
plazo de cuatro años para iniciar la actividad, salvo que en la autorización se establezca un 
plazo distinto. 
 

2. El titular de la autorización ambiental autonómica no podrá comenzar la actividad 
autorizada sin que presente una declaración responsable, indicando la fecha de inicio de la 
misma y acreditando el cumplimiento de las condiciones fijadas en la autorización. 
 
 

Artículo 105. Caducidad de la autorización ambiental autonómica. 
 

1. Cuando la actividad no comience a realizarse en el plazo de cuatro años a partir de la 
fecha de otorgamiento de la autorización ambiental autonómica, o cuando se paralice por 
plazo superior a dos años, el órgano competente para otorgar la autorización ambiental 
autonómica advertirá al titular de la misma que, transcurridos tres meses, se producirá su 
caducidad. 
 

2. Consumido este plazo sin que el titular de la autorización inicie o reanude la actividad, 
el órgano competente para resolver acordará la caducidad de la autorización ambiental 
autonómica. 
 
 

Artículo 106. Modificación de la actividad. 
 

1. La modificación de una actividad sometida a autorización ambiental autonómica podrá 
ser sustancial o no sustancial. 
 

2. A fin de calificar la modificación de una instalación como sustancial, se entenderá que 
es tal cuando en opinión del órgano ambiental se produzcan efectos ambientales 
significativos por variación de las características de las emisiones a la atmósfera, de los 
vertidos de tierra al mar o a la red de saneamiento, o de los residuos gestionados. 
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3. El titular de una actividad que pretenda llevar a cabo una modificación no sustancial de 
la misma deberá comunicarlo al órgano competente para otorgar la autorización ambiental 
autonómica, indicando, en atención a los criterios señalados en el apartado anterior, la razón 
por la que considera que se trata de una modificación no sustancial y, en su caso, la 
identificación de las modificaciones de la autorización ambiental autonómica que procedan. A 
esta comunicación se acompañarán los documentos justificativos de las razones expuestas. 
 

4. Cuando el titular de la actividad considere que la modificación proyectada no es 
sustancial podrá llevarla a cabo, siempre que el órgano competente para otorgar la 
autorización ambiental autonómica no manifieste lo contrario en el plazo de un mes.  
 

5. En el caso de que el titular de la actividad proyecte realizar una modificación de 
carácter sustancial, ésta no podrá llevarse a cabo en tanto la autorización ambiental 
autonómica no sea modificada. Dicha modificación se tramitará de acuerdo con el 
procedimiento establecido en los artículos 100 a 102.  
 
 

Artículo 107. Revisión de la autorización ambiental autonómica. 
 

1. Las condiciones de la autorización ambiental autonómica podrán ser revisadas de oficio 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 

a) La contaminación producida por la instalación haga conveniente la revisión de los 
valores límite de emisión impuestos o la adopción de otros nuevos. 
 

b) Resulte posible reducir significativamente las emisiones sin imponer costes excesivos a 
consecuencia de importantes cambios en las mejores técnicas disponibles. 
 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o actividad haga necesario emplear otras 
técnicas. 
 

d) Así lo exija la legislación sectorial que resulte de aplicación a la instalación o sea 
necesario cumplir normas nuevas o revisadas de calidad ambiental. 
 

2. La revisión de la autorización ambiental autonómica no dará derecho a indemnización y 
se tramitará por el procedimiento regulado en los artículos 100 a 102. 
 
 

Artículo 108. Renovación de la autorización ambiental autonómica. 
 

1. Con una antelación mínima de tres meses antes del vencimiento del plazo de vigencia 
de la autorización ambiental autonómica, su titular podrá solicitar su renovación, que se 
tramitará por el procedimiento regulado en los artículos 100 a 102. 
 

2. Si, vencido el plazo de vigencia de la autorización ambiental autonómica, el órgano 
ambiental no hubiera dictado resolución expresa sobre la solicitud de renovación a que se 
refiere el apartado anterior, ésta se entenderá vigente hasta que la Administración resuelva 
la solicitud.  
 
 

Artículo 109. Transmisión de la titularidad. 
 

1. Cuando se transmita la titularidad de una actividad, será precisa la previa 
comunicación al órgano ambiental por los sujetos que intervengan en la transmisión. 
 

2. Si se produce la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, tanto el 
anterior titular como el nuevo, quedarán sujetos, de forma solidaria, a todas las 
responsabilidades y obligaciones derivadas del incumplimiento de dicha obligación previstas 
en esta ley. 
 

3. Una vez comunicada la transmisión, el nuevo titular se subrogará en los derechos, 
obligaciones y responsabilidades del anterior titular. 
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CAPÍTULO II 
 

COMUNICACIÓN AMBIENTAL AUTONÓMICA 
 
 

Artículo 110. Actividades sometidas a comunicación ambiental autonómica. 
 

Quedan sujetas a comunicación ambiental autonómica las actividades referidas en el 
anexo séptimo de esta ley, y que precisan una o varias comunicaciones ambientales, 
establecidas en la legislación estatal, a formular ante la comunidad autónoma. En particular, 
las actividades que: 
 

a) Estén incluidas en el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la 
atmósfera, a que se refiere la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y 
protección de la atmósfera, en concreto las pertenecientes al grupo C. 
 

b) Las señaladas en el Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, sobre limitación de 
emisiones de compuestos orgánicos volátiles debidas al uso de disolventes en determinadas 
actividades. 

 
c) Las sometidas a comunicación según lo regulado en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de 

residuos y suelos contaminados. 
 
 

Artículo 111. Formalización de la comunicación ambiental autonómica. 
 

1. La comunicación ambiental autonómica se acompañará de una declaración 
responsable, suscrita por el titular de la actividad, con el siguiente contenido: 
 

a) Identificación de la actividad a desarrollar. 
 

b) Descripción de la actividad y de las instalaciones. 
 

c) Descripción de las emisiones a la atmósfera, incluidas en su caso las de los compuestos 
orgánicos volátiles, o de los residuos producidos o gestionados, según el objeto de la 
comunicación.  
 

d) La fecha a partir de la cual se pretende iniciar el ejercicio de la actividad. 
 

e) La manifestación del cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa 
vigente y la documentación disponible que así lo acredita. 
 

f) El compromiso de mantener el cumplimiento de los requisitos legales durante todo el 
periodo en el que se vaya a ejercer la actividad. 
 

g) La identificación de los mecanismos de autocontrol y periodicidad de los mismos. 
 

2. El traslado, la modificación de la clase de actividad y su modificación estará igualmente 
sometida al régimen de comunicación ambiental autonómica regulado en este título, salvo 
que impliquen un cambio en el régimen de intervención ambiental, debiendo someterse en 
ese caso al procedimiento ambiental que corresponda. 
 

3. La consejería competente en materia de medio ambiente podrá comprobar, en 
cualquier momento, la veracidad de todos los documentos y datos aportados, así como el 
cumplimiento de los requisitos. 
 

4. Para aquellas actividades incluidas simultáneamente en el anexo sexto y en el anexo 
séptimo de esta ley, la comunicación ambiental autonómica se realizará simultáneamente a 
la solicitud de la autorización ambiental autonómica.  
 

5. La comunicación ambiental autonómica permitirá el inicio de la actividad desde el día 
de su presentación, sin perjuicio de que a dichos fines la instalación deba poseer las licencias 
que resulten legalmente exigibles. 
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6. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una comunicación ambiental 
autonómica, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad desde 
el momento en que la consejería competente en materia de medio ambiente tenga 
constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar. 
 
 

TÍTULO VIII 
 

INSPECCIÓN Y RÉGIMEN SANCIONADOR 
 

CAPÍTULO I 
 

CONTROL E INSPECCIÓN AMBIENTAL 
 

Sección 1ª. Régimen de control 
 
 

Artículo 112. Prevención y control integrado. 
 

Sin perjuicio de las medidas de control e inspección que puedan establecerse por las 
Administraciones Públicas en el ámbito de sus competencias, la declaración ambiental 
estratégica, el informe ambiental estratégico, la declaración de impacto ambiental, el informe 
de impacto ambiental, la autorización ambiental integrada, la licencia ambiental municipal y 
la autorización ambiental autonómica, establecerán el sistema o sistemas de control a que se 
somete el desarrollo del proyecto o el ejercicio de la actividad para garantizar su adecuación 
permanente a las determinaciones legales ambientales y a las establecidas específicamente 
en el procedimiento ambiental aplicado. 
 
 

Artículo 113. Seguimiento y vigilancia ambientales de planes, programas y proyectos. 
 

1. Los promotores de planes y programas sometidos a evaluación ambiental estratégica, 
deberán realizar un seguimiento de los efectos en el medio ambiente de la aplicación o 
ejecución de los mismos, en los términos que determine la declaración ambiental estratégica 
o el informe ambiental estratégico. El órgano ambiental podrá recabar información y realizar 
las comprobaciones que considere necesarias para verificar el cumplimiento de la declaración 
ambiental estratégica o el informe ambiental estratégico. Para evitar duplicidades, se podrán 
utilizar mecanismos de seguimiento ya existentes. 
 

2. Respecto a los proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental conforme a esta 
ley, corresponde al órgano sustantivo el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de las 
prescripciones contenidas en la declaración de impacto ambiental o el informe de impacto 
ambiental. El órgano ambiental podrá recabar información de aquél, así como efectuar las 
comprobaciones sobre el cumplimiento de la declaración de impacto ambiental o el informe 
de impacto ambiental. 
 
 

Sección 2ª. Régimen de inspección 
 
 

Artículo 114. Control periódico de instalaciones y actividades con incidencia ambiental 
 

1. Las actividades sujetas a autorización ambiental integrada se someterán a los controles 
ambientales periódicos que se establezcan en la propia autorización. Al menos una vez al 
año, presentarán ante el órgano ambiental un Informe de Vigilancia Ambiental comprensivo 
del comportamiento ambiental de la instalación, con el contenido que se desarrollará 
reglamentariamente. El contenido de este Informe de Vigilancia Ambiental será público. 
 

2. Las actividades sujetas a autorización ambiental autonómica se someterán a los 
controles ambientales periódicos que se establezcan en la propia autorización, que deberán 
ser presentados ante el órgano ambiental.  
 



 

  68 

3. Las actividades sometidas a licencia ambiental municipal deben someterse a control 
general del cumplimiento de las determinaciones ambientales exigibles cada cinco años, 
siempre que no se especifique otro período inferior en la licencia.  
 

4. Los resultados de los controles periódicos se presentarán por los titulares ante la 
Administración competente en el otorgamiento de la correspondiente autorización o licencia. 
 
 

Artículo 115. Finalidad y objetivos de la inspección. 
 

1. La inspección relativa a proyectos, instalaciones y actividades sometidos a intervención 
ambiental tiene por finalidad garantizar su adecuación a la legalidad ambiental y verificar el 
cumplimiento y la eficacia de las condiciones establecidas en los procedimientos ambientales 
regulados en la presente ley. 

 
2. En particular, la inspección a que se refiere el apartado anterior tiene los siguientes 

objetivos: 
 

a) Comprobar que las actuaciones se realicen según las condiciones en que se hubiere 
autorizado o aprobado, o comunicado su realización, así como su adecuación a la legalidad 
ambiental. 

 
b) Determinar la eficacia de las medidas de prevención y corrección de la contaminación, 

así como de las de protección ambiental general derivadas de los procedimientos 
ambientales establecidos en la presente ley. 
 
 

Artículo 116. Competencias de inspección. 
 

1. Sin perjuicio de las específicas funciones inspectoras atribuidas a otros órganos 
administrativos por razón de la legislación sectorial, y teniendo en cuenta el principio de 
colaboración interadministrativa, la inspección de los proyectos, instalaciones y actividades 
sometidas a la presente ley corresponde: 
 

a) En el caso de las actividades sujetas a evaluación de impacto ambiental, al órgano 
sustantivo. Sin perjuicio de ello, también la consejería con competencias en materia de 
medio ambiente podrá recabar información de dicho órgano, así como efectuar las 
comprobaciones necesarias para verificar el cumplimiento de la declaración de impacto 
ambiental o el informe de impacto ambiental. 
 

b) Para las instalaciones sometidas a autorización ambiental integrada, a la consejería con 
competencias en materia de medio ambiente. 
 

c) Para las actividades sometidas a autorización ambiental autonómica y comunicación 
ambiental autonómica, a la consejería con competencias en materia de medio ambiente.  
 

d) Para las actividades sometidas a licencia ambiental municipal y comunicación 
ambiental municipal, al Ayuntamiento en cuyo término municipal se ubiquen.  

 
2. La acción inspectora puede llevarse a cabo en cualquier momento, con independencia 

de las acciones específicas de control inicial y periódico de las actividades, de revisión de las 
autorizaciones ambientales integradas y de la función inspectora regulada por la legislación 
ambiental sectorial. 
 
 

Artículo 117. Planificación de las inspecciones. 
 

1. La consejería con competencias en materia de medio ambiente elaborará planes de 
inspección ambientales de carácter plurianual, referidos a aquellas actividades que operan en 
el Principado de Asturias bajo algún tipo de autorización o comunicación ambiental de 
competencia autonómica, los cuales se desarrollarán en programas de inspección anuales. 
Estos programas de inspección contendrán objetivos, identificación de recursos, 
cuantificación del número de inspecciones programadas y los criterios de priorización de las 
inspecciones. 
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2. Las consejerías con competencias en industria, minería, energía, territorio e 

infraestructuras elaborarán planes y programas de inspección referidos al cumplimiento de 
las condiciones ambientales impuestas en sus autorizaciones sectoriales y del cumplimiento 
de las condiciones impuestas en los procesos de evaluación ambiental de sus proyectos. 
 

3. Los ayuntamientos podrán elaborar programas de inspección ambiental para aquellas 
actividades que operan bajo un régimen de autorizaciones o comunicación de competencia 
municipal, o que deberían estar sometidas al mismo. La elaboración de estos programas será 
obligatoria en los municipios de más de 5.000 habitantes. 
 

4. Los planes y programas de inspección ambiental de las administraciones competentes 
serán públicos, así como los resultados de los mismos. 
 
 

Artículo 118. Personal inspector. 
 

1. Los funcionarios públicos oficialmente habilitados para realizar labores de inspección de 
las instalaciones y actividades sometidas a procedimientos ambientales de acuerdo con la 
presente ley, gozará en el ejercicio de sus funciones de la consideración de Agente de la 
Autoridad, pudiendo para el ejercicio de las mismas recabar la colaboración y auxilio de otros 
empleados públicos y autoridades. 
 

2. El personal inspector está facultado para recabar la exhibición de cualquier 
documentación ambiental u operacional con repercusión ambiental obrante en poder de los 
titulares y responsables de las instalaciones y actividades sometidas a los procedimientos 
ambientales regulados en la presente ley, así como para acceder y permanecer, previa 
identificación y sin previo aviso, a cualquier lugar, instalación o dependencia donde se 
desarrollen. 
 

3. Las actas e informes que el personal inspector extienda en el ejercicio de sus funciones 
gozarán de presunción de certeza y valor probatorio de los hechos que motiven su 
formalización, sin perjuicio de las pruebas que puedan señalar o aportar los interesados. 
 
 

Artículo 119. Entidades Colaboradoras de la Administración del Principado de Asturias en 
materia de medio ambiente. 
 

1. Las Administraciones públicas podrán apoyar su labor de control e inspección en 
entidades de inspección y laboratorios de ensayo acreditados, que deberán inscribirse, para 
el desarrollo de su actividad en la Comunidad Autónoma, en un Registro de Entidades 
Colaboradoras de la Administración del Principado de Asturias en materia de medio 
ambiente. Reglamentariamente se establecerá la estructura de este registro, los requisitos 
para la inscripción en el mismo  y las obligaciones de las entidades inscritas. 

 
2. Las instalaciones y actividades sujetas a control ambiental en el marco de los 

procedimientos de intervención administrativa de la presente ley, podrán ser requeridas por 
las administraciones competentes para que dichos controles se lleven a cabo por Entidades 
Colaboradoras de la Administración del Principado de Asturias en materia de medio 
ambiente, a los efectos de certificar la conformidad con los requisitos legales que apliquen. 
 
 

Artículo 120. Sometimiento a la acción inspectora. 
 

1. Los titulares y responsables de los proyectos, actividades e instalaciones sometidas a 
los procedimientos ambientales regulados en la presente ley, deberán prestar la colaboración 
necesaria al personal inspector, a fin de permitirles realizar cualesquiera exámenes, 
controles o tomas de muestras necesarias para el cumplimiento de su misión, así como 
facilitarles toda aquella información que obre en su poder y les sea requerida.  
 

2. Los titulares y responsables de los proyectos y actividades que proporcionen 
información a la Administración en relación con esta ley, podrán invocar la confidencialidad 
de la misma en los aspectos relativos a los procesos industriales y a cualesquiera otros cuya 
confidencialidad esté amparada legalmente. 
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Artículo 121. Cooperación entre Administraciones. 
 

1. Las Administraciones públicas ajustarán sus actuaciones en materia de control e 
inspección ambiental a los principios de información mutua, cooperación y colaboración. En 
particular, deberán prestarse la debida asistencia para asegurar la eficacia y coherencia de 
sus actuaciones en el ámbito de sus correspondientes competencias. 
 

2. Respecto a las instalaciones sometidas a autorización ambiental integrada o a 
autorización ambiental autonómica, los ayuntamientos en las que están implantadas tendrán 
la obligación de poner en conocimiento de la consejería con competencias en materia de 
medio ambiente cualquier deficiencia o comportamiento anormal que observen o del que 
tengan constancia o indicios de su existencia. 
 

3. Si la consejería con competencias en materia de medio ambiente tuviera conocimiento 
de deficiencias en el funcionamiento de una actividad sujeta a licencia ambiental municipal o 
al régimen de comunicación ambiental municipal, lo pondrá en conocimiento del 
Ayuntamiento, para que proceda de acuerdo con lo establecido en el artículo 122. 
 
 

Artículo 122. Suspensión de la ejecución de proyectos o el funcionamiento de actividades. 
 

1. Advertidas deficiencias en la ejecución de un proyecto o en el funcionamiento de una 
actividad, la consejería a la que pertenece el órgano sustantivo en caso de proyectos sujetos 
a evaluación de impacto ambiental, la consejería con competencias en materia de medio 
ambiente, para las actividades sometidas a autorización ambiental integrada, a autorización 
ambiental autonómica y al régimen de comunicación ambiental autonómica, o el 
Ayuntamiento para las sometidas a licencia ambiental municipal y al régimen de 
comunicación ambiental municipal, requerirá al titular de la misma para que corrija las 
citadas deficiencias en un plazo acorde con la naturaleza de las medidas a adoptar, que no 
podrá ser superior a seis meses, salvo casos especiales debidamente justificados. Dicho 
requerimiento podrá llevar aparejada la inmediata suspensión cautelar de la ejecución del 
proyecto o de la explotación de la actividad, previa audiencia al interesado, cuando exista un 
riesgo de daño o deterioro grave para el medio ambiente o un peligro grave para la 
seguridad o salud de las personas, así como la apertura de un procedimiento sancionador. 
Cuando el riesgo, deterioro o peligro sean inminentes y revistan especial gravedad, podrá 
prescindirse del trámite de audiencia. 
 

2. Las Administraciones públicas a las que se refiere el apartado anterior, en el ámbito de 
sus competencias, podrán paralizar, con carácter cautelar, cualquier actividad sometida a 
intervención administrativa ambiental, en fase de construcción o explotación, total o 
parcialmente y con independencia de la existencia o inexistencia de procedimiento 
sancionador en marcha, por cualquiera de los siguientes motivos: 
 

a) Inicio de la ejecución del proyecto, instalación o actividad sin contar con la preceptiva 
declaración de impacto ambiental, informe de impacto ambiental, autorización ambiental 
integrada, licencia ambiental municipal, autorización ambiental autonómica, o sin haber 
realizado la preceptiva comunicación ambiental municipal o autonómica. 
 

b) Incumplimiento de las condiciones ambientales establecidas para la ejecución del 
proyecto o el desarrollo de la actividad. 
 

c) Ocultación de datos, su falseamiento o manipulación maliciosa en el procedimiento de 
intervención ambiental. 
 

d) Existencia de razones fundadas de daños graves o irreversibles al medio ambiente o 
peligro inmediato para las personas o bienes, en tanto no desaparezcan las circunstancias 
determinantes, pudiendo adoptar las medidas necesarias para comprobar o reducir riesgos. 
 

3. Será órgano competente para acordar dicha paralización el que lo sea para el 
otorgamiento del correspondiente instrumento de intervención ambiental, excepto en el caso 
de ejecución de proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental y no a autorización 
ambiental integrada, en los que será competente el órgano sustantivo. 
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Artículo 123. Comunicación de incidencias ambientales. 
 

1. Los titulares de los proyectos, instalaciones y actividades sometidas a los 
procedimientos ambientales regulados en esta ley, deberán poner en conocimiento de la 
Administración competente los siguientes hechos: 
 

a) El funcionamiento anómalo de las instalaciones o de los sistemas de autocontrol, 
incluyendo dentro de este supuesto los arranques y paradas, incluidos los que se realicen 
con motivo de labores de mantenimiento; así como cualquier otra incidencia que pueda 
producir daños a la salud de las personas, a sus bienes o al medio ambiente. 
 

b) La existencia de un accidente o daños medioambientales o amenaza inminente de 
dichos daños que pueda implicar riesgos, reales o potenciales, para la salud de las personas 
o para el medio ambiente, indicando expresamente las medidas adoptadas al respecto y 
facilitando a la Administración competente toda la información disponible para que ésta tome 
las decisiones que considere pertinentes. 
 

2. La comunicación de los arranques y paradas programadas se realizará con una 
antelación mínima de 3 días, especificando el alcance de los trabajos a desarrollar, en su 
caso. 
 

3. De los incidentes o accidentes con repercusiones sobre el medio ambiente o la salud de 
las personas, se informará por escrito de forma inmediata al órgano ambiental competente 
del Principado de Asturias, a los ayuntamientos en los que se ubique la instalación o que 
puedan verse afectados y, en caso de gravedad o de aplicación de la normativa de 
accidentes graves en los que intervienen sustancias peligrosas, al Servicio de Emergencias 
del Principado de Asturias. 
 

4. Sin perjuicio de lo anterior, en el plazo máximo de 24 horas desde la aparición del 
incidente o accidente ambiental, se informará por escrito al órgano ambiental competente del 
Principado de Asturias sobre las causas del mismo, los tipos y cantidades de sustancias 
emitidas al medio ambiente, las actuaciones llevadas a cabo por la empresa y las que se 
vayan a adoptar. 

 
 

CAPÍTULO II 
 

RÉGIMEN SANCIONADOR 
 
 

Artículo 124. Sujetos responsables de las infracciones. 
 

1. Serán responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
siguientes: 
 

a) En el caso del incumplimiento de las condiciones de la concesión o autorización 
administrativa, el titular de ésta. 
 

b) Los promotores de proyectos o titulares de actividades que tengan la condición de 
persona física o jurídica que resulten responsables de los mismos. 
 

2. Cuando en la comisión de la infracción hubieren intervenido varias personas y no sea 
posible determinar el grado de participación de cada una en la comisión de la infracción, o 
cuando sea más de uno el sujeto responsable, responderán con carácter solidario. 
 
 

Artículo 125. Infracciones. 
 

1. Constituye infracción administrativa en materia de protección ambiental, generadora 
de responsabilidad, toda acción u omisión que vulnere lo establecido en la presente ley.  
 

2. Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves. 
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3. Son infracciones muy graves: 

 
a) Iniciar la ejecución de un proyecto que deba someterse a evaluación de impacto 

ambiental ordinaria o que requiera decisión previa sobre la necesidad de someterse a la 
misma sin haber obtenido previamente la correspondiente declaración de impacto ambiental. 
 

b) Incumplir las condiciones ambientales, las medidas correctoras o compensatorias 
establecidas en la declaración de impacto ambiental e incluidas en la resolución que aprueba 
o autoriza finalmente el proyecto, o incumplir las condiciones ambientales establecidas en el 
informe ambiental, e incluidas en la resolución que aprueba o autoriza finalmente el proyecto 
o, en su caso, en la declaración responsable o comunicación previa del proyecto, siempre 
que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto 
en peligro grave la seguridad o salud de las personas.  
 

c) Ejercer una actividad sujeta a autorización o licencia ambiental, o llevar a cabo una 
modificación sustancial de la misma, sin el documento habilitante, o con él caducado o 
suspendido, siempre que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio 
ambiente o se haya puesto en peligro grave la seguridad o la salud de las personas. 
 

d) Incumplir las condiciones establecidas en la autorización o licencia ambiental, siempre 
que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto 
en peligro grave la seguridad o salud de las personas. 
 

e) Incumplir el régimen de comunicación contemplado en esta ley, siempre que se haya 
producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro 
grave la seguridad o la salud de las personas. 
 

f) Incumplir las obligaciones derivadas de las medidas provisionales establecidas en el 
artículo 127 de la presente ley, siempre que se haya generado o haya impedido evitar, un 
daño o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la 
seguridad o salud de las personas. 
 

g) Impedir, retrasar u obstruir la actividad de inspección, vigilancia o control de la 
Administración, siempre que se haya generado o haya impedido evitar, un daño o deterioro 
grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las 
personas. 
 

h) Ocultar o alterar maliciosamente la información exigida en los procedimientos 
regulados en esta ley, cuando ello haya generado o haya impedido evitar, un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la seguridad o 
salud de las personas. 
 

4. Son infracciones graves: 
 

a) El inicio de la ejecución de un proyecto sometido a evaluación de impacto ambiental 
simplificada sin haber obtenido previamente el informe de impacto ambiental. 
 

b) Incumplir las condiciones ambientales, las medidas correctoras o compensatorias 
establecidas en la declaración de impacto ambiental e incluidas en la resolución que aprueba 
o autoriza finalmente el proyecto, o incumplir las condiciones ambientales establecidas en el 
informe ambiental, e incluidas en la resolución que aprueba o autoriza finalmente el proyecto 
o, en su caso, en la declaración responsable o comunicación previa del proyecto, siempre 
que no se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente y no se haya 
puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas.  
 

c) Ejercer una actividad sujeta a autorización o licencia ambiental, o llevar a cabo una 
modificación sustancial de la misma, sin el documento habilitante, o con él caducado o 
suspendido, siempre que no se haya producido un daño o deterioro grave para el medio 
ambiente y no se haya puesto en peligro grave la seguridad o la salud de las personas. 
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d) Incumplir las condiciones establecidas en la autorización o licencia ambiental, sin que 
se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o sin que se haya 
puesto en peligro grave la seguridad o la salud de las personas, así como no tomar las 
medidas necesarias para volver a asegurar el cumplimiento en el plazo más breve posible y 
así evitar otros posibles accidentes o incidentes.  
 

e) Incumplir el régimen de comunicación autonómica contemplado en esta ley, siempre 
que no se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente y no se haya 
puesto en peligro grave la seguridad o la salud de las personas. 
 

f) Transmitir la titularidad de la autorización ambiental o licencia ambiental sin 
comunicarlo al órgano competente para otorgar la misma. 
 

g) No someter la actividad incluida en el régimen de autorización, licencia o comunicación 
ambiental, a los controles periódicos preceptivos. 
 

h) No comunicar al órgano competente las modificaciones realizadas en las instalaciones o 
actividades siempre que no revistan el carácter de sustanciales. 
 

i) No informar inmediatamente al órgano competente de cualquier incumplimiento de las 
condiciones de la autorización o licencia ambiental, así como de los incidentes o accidentes 
que afecten de forma significativa al medio ambiente.  
 

j) Ocultar o alterar maliciosamente la información exigida en los procedimientos regulados 
en esta ley, siempre que no se haya generado, o se haya impedido evitar, un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente ni puesto en peligro grave la seguridad o la salud de 
las personas. 
 

k) Impedir, retrasar u obstruir la actividad de inspección, vigilancia o control de la 
Administración, siempre que no se haya generado, o se haya impedido evitar, un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente ni puesto en peligro grave la seguridad o la salud de 
las personas. 
 

l) Incumplir las obligaciones derivadas de las medidas provisionales establecidas en el 
artículo 127 de la presente ley, siempre que no se haya generado, o se haya impedido 
evitar, un daño o deterioro grave para el medio ambiente ni puesto en peligro grave la 
seguridad o la salud de las personas. 
 

5. Son infracciones leves: 
 

a) Incurrir en demora no justificada en la aportación de documentos solicitados por la 
Administración. 
 

b) Incumplir cualquiera de las obligaciones o requisitos contenidos en esta ley, cuando no 
esté tipificado como muy grave o grave, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 6 de 
este artículo. 
 

c) Incumplir el régimen de comunicación municipal cuando no esté tipificado como 
infracción muy grave. 
 

6. Para las infracciones establecidas en la normativa sectorial de aplicación, y que no se 
encuentren expresamente contempladas en esta ley, se estará a lo dispuesto en el régimen 
sancionador previsto en dicha normativa. 
 

Artículo 126. Sanciones. 
 

1. Las infracciones tipificadas en el artículo anterior darán lugar a la imposición de todas o 
algunas de las siguientes sanciones: 
 

a) En el caso de infracciones referidas a la evaluación ambiental, autorización ambiental 
integrada, autorización ambiental autonómica y comunicación ambiental autonómica, 
calificadas como muy graves: 
 

1º. Multa desde 250.001 hasta 2.500.000 euros.  
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2º. Clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones. 
3º. Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por un plazo entre dos años y 

un día y cinco años. 
4º. Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta ley 

por un plazo entre un año y un día y dos años. 
5º. Revocación de la autorización ambiental, o suspensión de la misma por un plazo entre 

un año y un día y cinco años. 
6º. Publicación, a través de los medios que se considere oportunos, de las sanciones 

impuestas, una vez que éstas hayan adquirido firmeza en vía administrativa o, en su caso, 
jurisdiccional, así como los nombres, apellidos o denominación o razón social de las personas 
físicas o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las infracciones. 
 

b) En el caso de infracciones referidas a la licencia ambiental y comunicación ambiental 
municipal, calificadas como muy graves: 
 

1º. Multa desde 25.001 hasta 250.000 euros.  
2º. Clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones. 
3º. Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por un plazo entre dos años y 

un día y cinco años. 
4º. Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta ley 

por un plazo entre un año y un día y dos años. 
5º. Revocación de la licencia ambiental, o suspensión de la misma por un plazo entre un 

año y un día y cinco años. 
6º. Publicación, a través de los medios que se considere oportunos, de las sanciones 

impuestas, una vez que éstas hayan adquirido firmeza en vía administrativa o, en su caso, 
jurisdiccional, así como los nombres, apellidos o denominación o razón social de las personas 
físicas o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las infracciones. 
 

c) En el caso de infracciones referidas a la evaluación ambiental, autorización ambiental 
integrada, autorización ambiental autonómica y comunicación ambiental autonómica, 
calificadas como graves: 
 

1º. Multa desde 25.001 hasta 250.000 euros. 
2º. Clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones. 
3º. Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por un período de hasta dos 

años. 
4º. Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta ley 

por un plazo inferior a un año. 
5º. El precintado de equipos, máquinas y productos, por un periodo no superior a dos 

años. 
6º. Revocación de la autorización ambiental, o suspensión de la misma por un período 

inferior a un año. 
7º. Imposición al titular de la obligación de adoptar las medidas complementarias que el 

órgano competente estime necesarias para volver a asegurar el cumplimiento de las 
condiciones de la autorización ambiental integrada o autorización ambiental autonómica y 
para evitar otros posibles incidentes o accidentes. 
 

d) En el caso de infracciones referidas a la licencia ambiental y comunicación ambiental 
municipal, calificadas como graves: 
 

1º. Multa desde 5.001 hasta 25.000 euros. 
2º. Clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones. 
3º. Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por un período de hasta dos 

años. 
4º. Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta ley 

por un plazo inferior a un año. 
5º. El precintado de equipos, máquinas y productos, por un periodo no superior a dos 

años. 
6º. Revocación licencia ambiental, o suspensión de la misma por un período inferior a un 

año. 
7º. Imposición al titular de la obligación de adoptar las medidas complementarias que el 

órgano competente estime necesarias para volver a asegurar el cumplimiento de las 
condiciones de la licencia ambiental municipal y para evitar otros posibles incidentes o 
accidentes. 
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e) En el caso de infracciones referidas a la evaluación ambiental, autorización ambiental 

integrada, autorización ambiental autonómica y comunicación ambiental autonómica, 
calificadas como leves podrá imponerse multa hasta 25.000 euros 
 

f) En el caso de infracciones referidas a la licencia ambiental y comunicación ambiental 
municipal, calificadas como leves podrá imponerse multa hasta 5.000 euros 
 

2. Cuando la infracción calificada como muy grave, grave o leve, se refiera a una 
actividad sometida a autorización ambiental autonómica o comunicación ambiental 
autonómica, en materia de residuos o de vertidos de aguas residuales de forma directa a 
colectores o instalaciones de depuración competencia de la Comunidad Autónoma, para 
establecer el importe de  la sanción que corresponda, prevalecerán sobre lo dispuesto en el 
apartado anterior los límites impuestos, respectivamente, en el régimen sancionador de la 
Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y de la Ley 5/2002, de 3 de 
junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento. 
 
 

Artículo 127. Medidas provisionales. 
 

1. Una vez iniciado el procedimiento sancionador, el órgano competente para resolverlo 
podrá adoptar en cualquier momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter 
provisional necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, que 
podrán consistir en: 
 

a) La suspensión temporal total o parcial de la actividad, o proyecto en ejecución. 
 

b) La clausura temporal, parcial o total, de locales o instalaciones. 
 

c) Precintado de aparatos o equipos. 
 

d) La exigencia de fianza. 
 

e) La retirada de productos. 
 

f) La imposición de medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad 
en la producción del riesgo o del daño. 
 

2. Con carácter excepcional, se podrán adoptar las medidas previstas en el apartado 
anterior antes del inicio del procedimiento sancionador, mediante acuerdo motivado, en los 
supuestos de urgencia, amenaza inminente de daño, o para evitar nuevos daños para el 
medio ambiente, la seguridad y salud de las personas, y para la protección provisional de los 
intereses implicados, en las condiciones previstas en el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, sin que en ningún caso pueda sobrepasar el plazo de quince días.  
 
 

Artículo 128. Obligación de reponer. 
 

Sin perjuicio de las sanciones que procedan, el infractor deberá reponer o restaurar las 
cosas al estado anterior a la infracción cometida, e indemnizar por los daños y perjuicios 
causados. La forma de proceder a la restauración de la realidad alterada y la valoración de 
los daños se establecerá por la Administración competente previa propuesta contradictoria 
cuando el titular de la instalación o actividad no prestara su conformidad a aquélla. A tal 
efecto, y cuando resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en la Ley 26/2007, de 23 de 
octubre, de Responsabilidad Medioambiental. 
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Artículo 129. Ejecución forzosa: multas coercitivas y ejecución subsidiaria. 
 

1. Con independencia de las multas impuestas, una vez transcurrido el plazo señalado en 
el requerimiento, el órgano competente para resolver podrá acordar, previo apercibimiento, 
la ejecución forzosa mediante la imposición de multas coercitivas o la ejecución subsidiaria. 
La cuantía de cada una de las multas coercitivas no superará, en su caso, un tercio de la 
multa impuesta. 
 

2. Asimismo, en el supuesto de que no se cumplan las obligaciones impuestas en la 
correspondiente resolución que ponga fin al procedimiento, o en la resolución por la que se 
acuerden medidas provisionales, podrá procederse a la ejecución subsidiaria de las 
actuaciones necesarias, por cuenta del infractor y a su costa. 
 

3. No será necesario requerimiento previo, pudiendo procederse de modo inmediato a la 
ejecución subsidiaria, en aquellos casos excepcionales en que, debido a la persistencia de la 
situación, pudiera derivarse un peligro inminente de carácter grave para la salud humana o 
el medio ambiente. La decisión de ejecución subsidiaria será inmediatamente comunicada al 
responsable o responsables de tales actos. 
 
 

Artículo 130. Graduación de las sanciones. 
 

En la imposición de sanciones se deberá guardar la debida adecuación entre la sanción y 
el hecho constitutivo de la infracción, considerándose especialmente las siguientes 
circunstancias: 
 

a) La importancia del daño o deterioro causado, y el peligro al que se haya expuesto la 
salud de las personas y/o el medio ambiente. 
 

b) El grado de participación y beneficio obtenido. 
 

c) La intencionalidad en la comisión de la infracción. 
 

d) La reincidencia, por la comisión, en el término de un año, de más de una infracción de 
la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme. 
 
 

Artículo 131. Concurrencia de sanciones. 
 

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y 
fundamento. 
 

2. En el caso de que un mismo infractor cometa diversas acciones susceptibles de ser 
consideradas como varias infracciones se impondrán tantas sanciones como infracciones se 
hubieran cometido. 
 

3. En el caso en que unos mismos hechos pudieran ser constitutivos de diversas 
infracciones, se impondrá la sanción correspondiente a la infracción más grave en su mitad 
superior. 
 

4. En el caso en que unos hechos fueran constitutivos de una infracción calificable como 
medio o instrumento para asegurar la comisión de otros hechos también constitutivos de 
infracción de modo que estos deriven necesariamente de aquellos, se impondrá la sanción 
más grave en su mitad superior. 
 
 

Artículo 132. Potestad sancionadora. 
 

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma y a los ayuntamientos, según su respectiva 
competencia, la iniciación, instrucción y resolución del procedimiento sancionador, en las 
materias señaladas en esta ley y en las demás normas de protección ambiental. 
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2. La competencia para la resolución de los expedientes sancionadores instruidos por la 
Comunidad Autónoma corresponderá a quien sea titular de la consejería competente en 
materia de medio ambiente en el caso de infracciones leves y graves, salvo las relativas al 
incumplimiento de las condiciones establecidas en la declaraciones de impacto ambiental que 
corresponderá a quien sea titular de la consejería en la que radique el órgano sustantivo, y al 
Consejo de Gobierno en el caso de infracciones muy graves. 
 
 

Artículo 133. Prescripción de infracciones y sanciones. 
 

1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de tres años para 
las muy graves, de dos años para las graves y de un año para las leves. 
 

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día en que la infracción se 
hubiese cometido o desde el conocimiento por parte de la Administración, si los actos 
constitutivos de la infracción fuesen desconocidos por carecer de signos externos, o, cuando 
se trate de una infracción continuada, desde el momento de la finalización de la actividad o 
del último acto con el que la infracción se consuma.  
 

3. Interrumpirá el plazo de prescripción de la infracción la iniciación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo si el expediente 
sancionador se paralizara por tiempo superior a un mes por causa no imputable al presunto 
responsable. 
 

4. El plazo de prescripción de las sanciones previstas en esta ley será de tres años para 
las muy graves, de dos años para las graves y de un año para las leves. El plazo de 
prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. 
 

5. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. 
 

6. Interrumpirá el plazo de prescripción de la sanción la iniciación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento de ejecución, reanudándose el plazo si dicho expediente se 
paralizara por tiempo superior a un mes por causa no imputable al infractor. 
 

7. Cuando los hechos constitutivos de infracción administrativa fueran calificados como 
delito o falta, se interrumpirá el plazo de prescripción previsto en tanto sea sustanciado el 
procedimiento penal. 
 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
 

Primera. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado. 
 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la 
obligación de la Administración de dictar resolución expresa, los interesados podrán entender 
desestimadas sus solicitudes por silencio administrativo en los procedimientos de 
autorización previstos en esta ley, si no ha recaído resolución expresa dentro del plazo 
máximo establecido en cada procedimiento. 
 
 

Segunda. Tramitación electrónica. 
 

La tramitación de los procedimientos administrativos y de las obligaciones de información 
previstas en esta ley se podrá llevar a cabo por vía electrónica cuando se hayan habilitado a 
tal efecto por la Administración competente los procedimientos necesarios. 
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Tercera. Adecuación de las Ordenanzas municipales a esta ley. 
 

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, las Ordenanzas municipales 
que regulan las actividades con incidencia ambiental deberán adaptarse a las previsiones 
contenidas en ella. 
 
 

Cuarta. Adecuación de la normativa a esta ley. 
 

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, se adaptarán a las 
previsiones contenidas en la misma las disposiciones de desarrollo en materia de medio 
ambiente. 
 
 

Quinta. Inaplicación del Reglamento de Actividades Molestas, Nocivas, Insalubres y 
Peligrosas. 
 

La presente ley tiene la consideración de normativa propia en materia de actividades 
molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, a los efectos de lo dispuesto en la disposición 
derogatoria única de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de 
la atmósfera y, por tanto, el Reglamento de Actividades Molestas, Nocivas, Insalubres y 
Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre no será de aplicación en la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. 

 
Las referencias al citado Reglamento incluidas en la legislación del Principado de Asturias 

se entenderán hechas a partir de su entrada en vigor a la presente ley. 
 
 

Sexta. Comisión para Asuntos Medioambientales de Asturias. 
 

La Comisión para Asuntos Medioambientales de Asturias (CAMA) emitirá preceptivamente 
informe, con carácter previo, a las declaraciones ambientales estratégicas, a los informes 
ambientales estratégicos, a las declaraciones de impacto ambiental y a los informes de 
impacto ambiental de planes, programas y proyectos sometidos  a evaluación ambiental. De 
igual forma informará las autorizaciones ambientales integradas y las modificaciones 
sustanciales de éstas reguladas en la presente ley. 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
 

Primera. Procedimientos de autorización iniciados antes de la entrada en vigor de la 
presente ley. 
 

Los procedimientos de autorización iniciados antes de la entrada en vigor de la presente 
ley, continuarán regulándose en cuanto a su tramitación y resolución por la legislación 
vigente al tiempo de su solicitud. 
 

Segunda. Procedimientos sancionadores iniciados antes de la entrada en vigor de la 
presente ley. 
 

Los procedimientos sancionadores iniciados antes de la entrada en vigor de la presente 
ley, se someterán a la legislación vigente en el momento en el que se comete la infracción, 
salvo que la presente ley resulte más favorable para el sujeto infractor y la sanción impuesta 
no haya adquirido firmeza. 
 

Tercera. Régimen de comprobación, inspección y sanción. 
 

Quedarán sometidas al régimen de comprobación e inspección establecido en la presente 
ley, todas las instalaciones y actividades existentes a la entrada en vigor de la misma. 
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
 

Única. Derogación normativa. 
 

Quedan derogadas a la entrada en vigor de la presente ley las disposiciones de igual o 
inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma que se opongan, 
contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la misma.  
 

En particular, los artículos 10, 11 y 12 de la Ley 5/1991, de 5 de abril, de protección de 
los espacios naturales, referidos a la Evaluación Preliminar de Impacto Ambiental (EPIA) y la 
normativa dictada en su desarrollo.  
 

Igualmente, las disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 
ordenación del territorio y urbanismo, y del Decreto 278/2007, de 4 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de 
Asturias, que lo desarrolla, y que se refieren a evaluaciones de impacto, autorizaciones y 
licencias de carácter ambiental. 
 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
 

Primera. Modificación de la Ley del Principado de Asturias 5/2002, de 3 de junio, sobre 
vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de saneamiento. 
 

1. Se modifica el artículo 5. Autorización de vertido, de la Ley 5/2002, de 3 de junio, 
sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de saneamiento, que 
pasa a tener la siguiente redacción: 
 

“1. La autorización de vertido, salvo lo dispuesto en el apartado 3 del presente 
artículo, se incluirá dentro de la licencia ambiental municipal regulada en la Ley de 
Sostenibilidad y Protección Ambiental del Principado de Asturias, y en ella se hará constar 
expresamente el contenido señalado en el artículo 8 de esta ley. 

 
2. Cuando el vertido se realice a redes de alcantarillado y sea transportado a 

colectores o instalaciones de depuración de competencia de la Comunidad Autónoma, el 
Ayuntamiento deberá comunicar el otorgamiento de la licencia ambiental municipal con 
las condiciones de autorización de vertido al órgano ambiental competente de la 
Administración del Principado de Asturias.  

 
3. Si el vertido se realiza directamente a colectores o instalaciones de depuración 

competencia de la Comunidad Autónoma, o bien el vertido procede de una instalación 
incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y 
Control Integrados de la Contaminación, será el órgano ambiental competente de la 
Administración del Principado de Asturias quien otorgue la correspondiente autorización 
ambiental.”. 

 
2. Se modifica el apartado 3 de la disposición transitoria primera de la Ley 5/2002, de 3 

de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento, que pasa a tener la siguiente redacción: 
 

“3. Las instalaciones que figuran en la siguiente relación, a excepción de las que 
únicamente generen aguas residuales fecales y sanitarias de origen humano y pluviales 
limpias. 

 

CNAE_2009 ACTIVIDAD INDUSTRIAL  

01.4 Producción ganadera.   

01.5 Producción agraria combinada con la producción ganadera.   

05 Extracción de antracita, hulla y lignito   
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06 Extracción de crudos de petróleo y gas natural 

07 Extracción de minerales metálicos. 

08 Otras industrias extractivas 

09 Actividades de apoyo a las industrias extractivas 

10.1 Procesado y conservación de carne y elaboración de productos cárnicos  
10,2 Procesado de pescados ,crustáceos y moluscos 

10.3 Procesado y conservación de frutas y hortalizas  

10.4  Fabricación de aceites y grasas vegetales y animales 

10.5 Fabricación de Productos lácteos 
10.6  Fabricación de productos de molinería, almidones y productos amiláceos 

10.72 
Fabricación de galletas y productos de panadería y pastelería de larga 
duración 

10.73 Fabricación de pastas alimenticias, cuscus y productos similares 

10.8 Fabricación de otros productos alimenticios  

10.9 Fabricación de productos para la alimentación animal 

11 Fabricación de bebidas  

12  Industria del Tabaco 

13  Industria Textil 
15.11 Preparación, curtido y acabado del cuero; preparación y teñido de pieles  

16.1 Aserrado y cepillado de la madera 

16.21 Fabricación de chapas y tableros de madera  

16.23 
Fabricación de estructuras de madera y piezas de carpintería y ebanistería 
para la construcción 

17 Industria del Papel  

18.11 Impresión de periódicos 

18.12  Otras actividades de impresión y artes gráficas  

19.1  Coquerías 

19.2  Refino de petróleo 

20 Industria química 

21 Fabricación de productos farmacéuticos 

22 Fabricación de productos de caucho y plásticos 

23  Fabricación de otros productos minerales no metálicos  

24  Metalurgia, fabricación de productos de hierro, acero y ferroaleaciones.  

25 Fabricación de productos metálicos, excepto maquinaria y equipo 

26  Fabricación de productos informáticos, electrónicos y ópticos 

27 Fabricación de material y equipo eléctrico 

28 Fabricación de maquinaria y equipo n.c.o.p. 

29 Fabricación de vehículos de motor, remolques y semirremolques 

30 Fabricación de otro  material de transporte 

31 Fabrica de muebles 

32.11 Fabricación de monedas 

32.5 Fabricación de instrumentos y suministro médicos y odontológicos  

35.16 Producción de energía eléctrica de origen térmico convencional 

35.17 Producción de energía eléctrica de origen nuclear. 

35.21 Producción de gas 
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38 Recogida, tratamiento y eliminación de residuos; valorización 

39 Actividades de descontaminación y otros servicios de gestión de residuos. 

46.71  
Comercio al por mayor de combustibles sólidos. Líquidos y gaseosos, y 
productos similares 

46.77 Comercio al por mayor de chatarra y productos de desecho 

47.30  
Comercio al por menor de combustible para la automoción en 
establecimientos especializados  

55.3  Campings 

81.29 Otras actividades de limpieza 
 
” 
 

Segunda. Modificación de la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, 
sobre Abastecimiento y Saneamiento de Aguas en el Principado de Asturias. 
 

Se modifica el artículo 7. Aprobaciones de proyectos, de la Ley del Principado de Asturias 
1/1994, de 21 de febrero, sobre Abastecimiento y Saneamiento de Aguas en el Principado de 
Asturias, que pasa a tener la siguiente redacción: 
 

“La aprobación por la consejería competente de los proyectos de infraestructuras 
hidráulicas llevará implícita la declaración de utilidad pública y la necesidad de  urgente 
ocupación de los bienes y derechos afectados, a efectos de expropiación forzosa y 
ocupación temporal, así como para la imposición de servidumbres. Esta declaración se 
extenderá a los bienes y derechos comprendidos en el replanteo definitivo de las obras y 
en las modificaciones de proyectos y obras complementarias que, en su caso, puedan 
aprobarse posteriormente.” 

 
 

Tercera. Título competencial. 
 

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 148.1.9.ª de la Constitución, que 
atribuye a las Comunidades Autónomas la competencia sobre la gestión en materia de 
protección del medio ambiente y en el artículo 11.5 del Estatuto de Autonomía del Principado 
de Asturias. 
 
 

Cuarta. Habilitación para el desarrollo reglamentario. 
 

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar, en el ámbito de sus competencias, las 
disposiciones reglamentarias precisas para el desarrollo y aplicación de esta ley. 
 

2. Por Decreto del Consejo de Gobierno se podrá actualizar la cuantía de las multas 
establecidas en la presente ley. 

 
3. Se autoriza a quien ostente la titularidad de la consejería competente en materia de 

medio ambiente para modificar con carácter reglamentario, los listados de actividades, 
proyectos, planes y programas contenidos en los anexos de esta ley. 
 
 

Quinta. Entrada en vigor. 
 

La presente ley entrará en vigor a los tres meses desde su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias. 
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ANEXO PRIMERO 
 

PROYECTOS SOMETIDOS A EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL ORDINARIA EN 
EL PRINCIPADO DE ASTURIAS 

 
Los señalados en el anexo I de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 

ambiental. 
 

A este anexo primero le son de aplicación las especificaciones relativas a las obras, 
instalaciones o actividades recogidas en el apartado 9 del anexo VI de la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, de evaluación ambiental. 
 

 
ANEXO SEGUNDO 

 
PROYECTOS SOMETIDOS A EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL SIMPLIFICADA 

EN EL PRINCIPADO DE ASTURIAS 
 

Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicultura y ganadería. 
 

a) Proyectos de concentración parcelaria (excepto los incluidos en el anexo primero). 
 
b) Forestaciones según la definición del artículo 6.g) de la Ley 43/2003, de 21 de 

noviembre, de Montes, o sustitución de las especies forestales existentes que afecten a una 
superficie superior a 10 hectáreas, y talas de masas forestales con el propósito de cambiar a 
otro tipo de uso de suelo. Cortafuegos con una longitud superior a 1.000 metros. 

 
c) Actividades y proyectos de desarrollo forestal o agropecuario con incidencia en el 

medio natural. Se entenderá que revisten incidencia en el medio natural las acciones que 
impliquen una transformación de las condiciones actuales del área, por suponer la 
implantación de un uso nuevo o un incremento significativo y manifiestamente sensible de 
los que vinieran realizándose habitualmente. 

 
d) Proyectos de gestión de recursos hídricos para la agricultura: 

 
1º. Proyectos de consolidación y mejora de regadíos en una superficie mayor de 100 
hectáreas (proyectos no incluidos en el anexo primero). 
 
2º. Proyectos de transformación a regadío (proyectos no incluidos en el anexo 
primero) o de avenamiento de terrenos cuando afecten a una superficie mayor de 10 
hectáreas.  

 
e) Proyectos para destinar áreas naturales, seminaturales e incultas a la explotación 

agrícola no incluidos en el anexo primero, incluso los de mejora de pastos que impliquen el 
arado y nueva siembra de terrenos, cuando afecten a una superficie superior a 3 hectáreas, 
o de cualquier superficie cuando afecten a hábitats naturales o especies de interés 
comunitario prioritarios.  

 
f) Proyectos de ordenación de montes y planes técnicos de gestión forestal que afecten 

a una superficie mayor de 100 hectáreas, o que afecten a masas forestales autóctonas en 
una superficie de más de 10 hectáreas. Aprovechamientos maderables de masas forestales 
autóctonas no previstas por estos planes, siempre que sean superiores a 50 metros cúbicos 
o afecten a hábitats naturales o especies de interés comunitario prioritarios. 

 
g) Instalaciones de acuicultura, granjas de animales exóticos y parques zoológicos. 
 
h) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas 

por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento 
jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones 
ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 

 
1. 2.000 plazas para ganado ovino y caprino. 
2. 300 plazas para ganado vacuno de leche. 
3. 600 plazas para vacuno de cebo. 
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4. 20.000 plazas para conejos. 
5. 5.000 plazas de gallinas u otras aves. 
6. 500 plazas de cerdos de engorde. 
7. 200 plazas para cerdas de cría. 

 
Grupo 2. Industrias de productos alimenticios. 
 

a) Instalaciones industriales para la elaboración de grasas y aceites vegetales y 
animales, siempre que en la instalación se den de forma simultánea las circunstancias 
siguientes: 

 
1º. Que esté situada fuera de polígonos industriales.  
2º. Que se encuentre a menos de 500 metros de una zona residencial.  
3º. Que ocupe una superficie de, al menos, 1 hectárea.  

 
b) Instalaciones industriales para el envasado y enlatado de productos animales y 

vegetales. Instalaciones cuya materia prima sea animal, exceptuada la leche, con una 
capacidad de producción superior a 75 toneladas por día de productos acabados (valores 
medios trimestrales), e instalaciones cuya materia prima sea vegetal con una capacidad de 
producción superior a 300 toneladas por día de productos acabados (valores medios 
trimestrales), o bien se emplee tanto materia prima animal como vegetal y tenga una 
capacidad de producción superior a 75 toneladas por día de productos acabados (valores 
medios trimestrales). 

 
c) Instalaciones industriales para fabricación de productos lácteos, siempre que la 

instalación reciba una cantidad de leche superior a 200 toneladas por día (valor medio 
anual).  

 
d) Instalaciones industriales para la fabricación de cerveza y malta, siempre que en la 

instalación se den de forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1º. Que esté situada fuera de polígonos industriales.  
2º. Que se encuentre a menos de 500 metros de una zona residencial.  
3º. Que ocupe una superficie de, al menos, 1 hectárea.  

 
e) Instalaciones industriales para la elaboración de confituras y almíbares, siempre que 

en la instalación se den de forma simultánea las circunstancias siguientes:  
 

1º. Que esté situada fuera de polígonos industriales.  
2º. Que se encuentre a menos de 500 metros de una zona residencial.  
3º. Que ocupe una superficie de, al menos, 1 hectárea.  

 
f) Instalaciones para el sacrificio y/o despiece de animales con una capacidad de 

producción de canales superior a 50 toneladas por día.  
 
g) Instalaciones industriales para la fabricación de féculas, siempre que se den de forma 

simultánea las circunstancias siguientes:  
 

1º. Que esté situada fuera de polígonos industriales.  
2º. Que se encuentre a menos de 500 metros de una zona residencial.  
3º. Que ocupe una superficie de, al menos, 1 hectárea.  

 
h) Instalaciones industriales para la fabricación de harina de pescado y aceite de 

pescado, siempre que en la instalación se den de forma simultánea las circunstancias 
siguientes:  

 
1º. Que esté situada fuera de polígonos industriales.  
2º. Que se encuentre a menos de 500 metros de una zona residencial.  
3º. Que ocupe una superficie de, al menos, 1 hectárea.  

 
i) Azucareras con una capacidad de tratamiento de materia prima superior a las 300 

toneladas diarias.  
 

Grupo 3. Perforaciones, dragados y otras instalaciones mineras e industriales. 
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a) Perforaciones profundas, con excepción de las perforaciones para investigar la 

estabilidad o la estratigrafía de los suelos y subsuelo, en particular:  
 

1º. Perforaciones geotérmicas de más de 500 metros. 
2º. Perforaciones para el almacenamiento de residuos nucleares.  
3º. Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua.  
4º. Perforaciones petrolíferas o gasísticas de exploración o investigación.  

 
b) Instalaciones en el exterior y en el interior para la gasificación del carbón y pizarras 

bituminosas no incluidas en el anexo primero. 
 
c) Exploración mediante sísmica marina. 
 
d) Extracción de materiales mediante dragados marinos excepto cuando el objeto del 

proyecto sea mantener las condiciones hidrodinámicas o de navegabilidad. 
 

e) Dragados fluviales (no incluidos en el anexo primero) y en estuarios cuando el 
volumen de producto extraído sea superior a 100.000 metros cúbicos anuales. 

 
f) Instalaciones para la captura de dióxido de carbono con fines de almacenamiento 

geológico de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de almacenamiento 
geológico de dióxido de carbono, procedente de instalaciones no incluidas en el anexo 
primero. 

 
g) Explotaciones de áridos (no incluidas en el anexo primero) que se hallen ubicadas en 

terreno de dominio público hidráulico para extracciones superiores a 20.000 metros cúbicos 
anuales, o en zona de policía de cauces y su superficie sea mayor de 5 hectáreas.  

 
h) Explotaciones a cielo abierto y extracción de turba (proyectos no incluidos en el 

anexo primero). 
 

i) Instalaciones industriales en el exterior para la extracción de carbón, petróleo, gas 
natural, minerales y pizarras bituminosas (proyectos no incluidos en el anexo primero). 

 
j) Actividades mineras con incidencia en el medio natural no contempladas 

anteriormente: explotaciones, vertederos de estériles y otras instalaciones. 
 

Grupo 4. Industria energética. 
 

a) Instalaciones industriales para la producción de electricidad, vapor y agua caliente 
con potencia térmica instalada igual o superior a 10 MW (proyectos no incluidos en el anexo 
primero). 

 
b) Construcción de líneas para la transmisión de energía eléctrica (proyectos no 

incluidos en el anexo primero) con un voltaje igual o superior a 12 kilovoltios y una longitud 
superior a 1 kilómetro o que generen pasillos de más de 200 metros en zonas arboladas, 
salvo que discurran íntegramente en subterráneo por suelo urbanizado, así como sus 
subestaciones asociadas. 

 
c) Fabricación industrial de briquetas de hulla y lignito.  

 
d) Instalaciones para la producción de energía hidroeléctrica (proyectos no incluidos en 

el anexo primero). 
 

e) Instalaciones para el transporte de vapor y agua caliente, de oleoductos y 
gasoductos, excepto en el suelo urbano, que tengan una longitud superior a 1 kilómetro, y 
tuberías para el transporte de flujos de dióxido de carbono con fines de almacenamiento 
geológico (proyectos no incluidos en el anexo primero). 

 
f) Instalaciones para el procesamiento y almacenamiento de residuos radiactivos (que 

no estén incluidas en el anexo primero). 
 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg1-2008.html#anexo1#anexo1
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g) Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía 
(parques eólicos) no incluidos en el anexo primero, salvo las destinadas a autoconsumo que 
no excedan los 100 kW de potencia total. 

 
h) Instalaciones para la producción de energía en medio marino. 

 
i) Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar 

destinada a su venta a la red no incluidas en el anexo primero ni instaladas sobre cubiertas o 
tejados de edificios o en suelos urbanos. 

 
j) Almacenamiento de gas natural sobre el terreno. Tanques con capacidad unitaria 

superior a 200 toneladas.  
 

k) Almacenamiento subterráneo de gases combustibles. 
 

l) Almacenamiento sobre el terreno de combustibles fósiles no incluidos en el anexo 
primero. 

 
Grupo 5. Industria siderúrgica y del mineral. Producción y elaboración de metales. 
 

a) Hornos de coque (destilación seca del carbón).  
 
b) Instalaciones para la producción de lingotes de hierro o de acero (fusión primaria o 

secundaria), incluidas las instalaciones de fundición continua con una capacidad de más de 
2,5 toneladas por hora. 

 
c) Instalaciones para la fabricación de fibras minerales artificiales.  

 
d) Instalaciones para la fundición (incluida la aleación) de metales no ferrosos, con 

excepción de metales preciosos, incluidos los productos de recuperación (refinado, restos de 
fundición, etc.), con una capacidad de fusión de más de 0,5 toneladas para el plomo y el 
cadmio o 2 toneladas para todos los demás metales, por día. 

 
e) Cementeras no incluidas en el anexo primero. 

 
f) Astilleros.  

 
g) Instalaciones para la construcción y reparación de aeronaves.  

 
h) Instalaciones para la fabricación de material ferroviario.  

 
i) Instalaciones para la fabricación y montaje de vehículos de motor y fabricación de 

motores para vehículos.  
 

j) Embutido de fondo mediante explosivos o expansores del terreno.  
 
Grupo 6. Industria química, petroquímica, textil y papelera. 

 
a) Instalaciones industriales de tratamiento de productos intermedios y producción de 

productos químicos.  
 

b) Instalaciones industriales de producción de pesticidas y productos farmacéuticos, 
pinturas y barnices, elastómeros y peróxidos.  

 
c) Instalaciones industriales de almacenamiento de productos petroquímicos y químicos 

con más de 100 metros cúbicos de capacidad (proyectos no incluidos en el anexo primero).  
 

d) Instalaciones industriales de fabricación y tratamiento de productos a base de 
elastómeros. 

 
e) Instalaciones industriales  para la fabricación de papel y cartón (proyectos no 

incluidos en el anexo primero). 
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Grupo 7. Proyectos de infraestructuras. 
 

a) Proyectos de urbanizaciones de polígonos industriales. 
 
b) Apertura de carreteras de cualquier orden, variantes de población, modificaciones de 

trazado o creación de enlaces (proyectos no incluidos en el anexo primero). 
 

c) Proyectos situados fuera de áreas urbanizadas de urbanizaciones, incluida la 
construcción de centros comerciales y aparcamientos y que en superficie ocupen más de 1 
hectárea. 

 
d) Construcción y modificación de trazado de vías ferroviarias, así como instalaciones de 

transbordo intermodal y terminales intermodales de mercancías (proyectos no incluidos en el 
anexo primero). 

 
e) Construcción de aeródromos según la definición establecida en el artículo 39 de la 

Ley 48/1960, de 21 de julio (proyectos no incluidos en el anexo primero), así como cualquier 
modificación en las instalaciones u operación de los aeródromos que puedan tener efectos 
significativos para el medio ambiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 41.3 
de esta ley. Quedan exceptuados los destinados exclusivamente a: 

 
1º. uso sanitario y de emergencia, o 
2º. prevención y extinción de incendios siempre que no estén instalados en espacios 
naturales protegidos, Red Natura 2000 y áreas protegidas por instrumentos 
internacionales.  

 
f) Obras de alimentación artificial de playas cuyo volumen de aportación de arena 

supere los 500.000 metros cúbicos o bien que requieran la construcción de diques o 
espigones (proyectos no incluidos en el anexo primero).  

 
g) Tranvías, metros aéreos y subterráneos, líneas suspendidas o líneas similares de un 

determinado tipo, que sirvan exclusiva o principalmente para el transporte de pasajeros. 
 

h) Construcción de vías navegables tierra adentro (proyectos no incluidos en el anexo 
primero). 

 
i) Obras costeras destinadas a combatir la erosión y obras marítimas que puedan 

alterar la costa, por ejemplo, por la construcción de diques, malecones, espigones y otras 
obras de defensa contra el mar, excluidos el mantenimiento y reconstrucción de tales obras y 
las obras realizadas en la zona de servicio de los puertos. 

 
Grupo 8. Proyectos de ingeniería hidráulica y de gestión del agua. 
 

a) Extracción de aguas subterráneas o recarga de acuíferos cuando el volumen anual de 
agua extraída o aportada esté comprendido entre 1 y 10 hectómetros cúbicos anuales. 

 
b) Proyectos para el trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales (proyectos no 

incluidos en el anexo primero). Se exceptúan los trasvases de agua para consumo humano 
por tubería y los proyectos de reutilización directa de aguas depuradas.  

 
c) Obras de encauzamiento y proyectos de defensa de cauces y márgenes cuando la 

longitud total del tramo afectado sea superior a 30 metros o cuando se afecte a un hábitat 
natural de interés comunitario prioritario. Relleno, desecación e impermeabilización de zonas 
húmedas. Se exceptúan aquellas actuaciones que se ejecuten para evitar el riesgo en zona 
urbana, en los términos previstos en la legislación estatal (Grupo 8e) de la Ley 21/2013, de 
9 de diciembre, de evaluación ambiental. 

 
d) Plantas de tratamiento de aguas residuales cuya capacidad esté comprendida entre 

10.000 y 150.000 habitantes equivalentes.  
 

e) Instalaciones de desalación o desalobración de agua con un volumen nuevo o 
adicional superior a 3.000 metros cúbicos/día.  
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f) Instalaciones de conducción de agua a larga distancia con un diámetro de más de 
800 mm y una longitud superior a 40 kilómetros (proyectos no incluidos en el anexo 
primero).  

 
g) Embalses, presas, azudes, de más de 1 metro de altura e infraestructuras similares 

(proyectos no incluidos en el anexo primero). 
 
Grupo 9. Otros proyectos. 

 
a) Pistas permanentes de carreras y de pruebas para vehículos motorizados.  
 
b) Instalaciones de eliminación o valoración de residuos no incluidas en el anexo 

primero que no se desarrollen en el interior de una nave en polígono industrial o con 
cualquier capacidad si la actividad se realiza en el exterior o fuera de zonas industriales. 

 
c) Instalaciones terrestres para el vertido o depósito de materiales de extracción de 

origen fluvial, terrestre o marino, no incluidas en el anexo primero, con superficie superior a 
1 hectárea. 

 
d) Instalaciones de almacenamiento de chatarra, de vehículos desechados e 

instalaciones de desguace y descontaminación de vehículos que no se desarrollen en el 
interior de una nave en polígono industrial o con cualquier capacidad si la actividad se realiza 
en el exterior o fuera de zonas industriales.  

 
e) Instalaciones destinadas a la valoración de residuos (incluyendo el almacenamiento 

fuera del lugar de producción) que no se desarrollen en el interior de una nave en polígono 
industrial excluyendo las instalaciones de residuos no peligrosos cuya capacidad de 
tratamiento no supere las 5.000 toneladas anuales y de almacenamiento inferior a 100 
toneladas. 

 
f) Instalaciones o bancos de prueba de motores, turbinas o reactores.  

 
g) Instalaciones para la recuperación o destrucción de sustancias explosivas.  

 
h) Pistas de esquí, remontes y teleféricos y construcciones asociadas (proyectos no 

incluidos en el anexo primero).  
 

i) Campamentos permanentes para tiendas de campaña o caravanas, con capacidad 
mínima de 500 huéspedes.  

 
j) Parques temáticos (proyectos no incluidos en el anexo primero), instalaciones 

deportivas impulsadas por el desarrollo turístico. 
 

k) Actividades y proyectos de desarrollo turístico con incidencia en el medio natural. Se 
entenderá que revisten incidencia en el medio natural las acciones que impliquen una 
transformación de las condiciones actuales del área, por suponer la implantación de un uso 
nuevo o un incremento significativo y manifiestamente sensible de los que vinieran 
realizándose habitualmente. 

 
l) Proyectos para ganar tierras al mar, siempre que supongan una superficie superior a 

5 hectáreas. 
 

m) Urbanizaciones de vacaciones e instalaciones hoteleras fuera de suelo urbano o 
urbanizable y construcciones asociadas. 

 
n) Cualquier proyecto que suponga un cambio de uso del suelo en una superficie igual o 

superior a 10 hectáreas.  
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ñ) Apertura de pistas forestales y de otro tipo, especialmente las turísticas y de 
servidumbre ganadera, minera, eléctrica y de telecomunicación, en la Red Natura 2000 o en 
la Red Regional de Espacios Protegidos de Asturias, así como las de longitud superior a 500 
metros o de anchura superior a 4,5 metros, incluidas cunetas, o que generen taludes y 
terraplenes superiores a 3 metros en más 100 metros de su longitud. No se incluyen las vías 
de saca por entender que son infraestructuras de acceso al monte utilizadas únicamente 
durante y para aprovechamientos maderables y que tras estos son restauradas o quedan 
inutilizadas. 

 
o) Campañas de tratamientos fitosanitarios y de lucha contra roedores y tratamientos 

con herbicidas cuando por su extensión, toxicidad o peligrosidad, se entienda que conllevan 
riesgo de producir alteraciones graves para los ecosistemas. 

 
p) Antenas, repetidores y otras instalaciones de telecomunicación que se ubiquen fuera 

de núcleos de población y ocupen una superficie superior a 300 metros cuadrados, 
computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la instalación o, 
tratándose de instalaciones de nueva construcción tengan impacto en espacios naturales 
protegidos. 

 
q) Fábricas de transformación de productos forestales. 

 
r) Los siguientes proyectos cuando se desarrollen en espacios naturales protegidos, Red 

Natura 2000 y áreas protegidas por instrumentos internacionales, según la regulación de la 
Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad: 

 
1. Plantas de tratamiento de aguas residuales cuando puedan suponer 
transformaciones ecológicas negativas para el espacio. 
2. Obras de encauzamiento y proyectos de defensa de cursos naturales cuando puedan  
suponer transformaciones ecológicas negativas para el espacio. 
3. Cualquier proyecto no contemplado en el presente anexo que suponga un cambio de 
uso del suelo en una superficie igual o superior a 10 hectáreas.  
4. Apertura de pistas cuando puedan suponer transformaciones ecológicas negativas 
para el espacio. 
5. Instalaciones deportivas cuando puedan suponer transformaciones ecológicas 
negativas para el espacio. 
6. Gasoductos y construcción de líneas para la transmisión de energía eléctrica con un 
voltaje superior a 1 kilovoltio (proyectos no incluidos en el anexo primero), con una 
longitud superior a 100 metros, salvo que discurran íntegramente por suelo urbano, 
suelo urbanizable desarrollado mediante planes evaluados ambientalmente, núcleo 
rural y viales existentes. 

 
A este anexo segundo le son de aplicación las especificaciones relativas a las obras, 

instalaciones o actividades recogidas en el apartado 9 del anexo VI de la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, de evaluación ambiental. 
 
 

ANEXO TERCERO 
 

INSTALACIONES SOMETIDAS A AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA EN EL 
PRINCIPADO DE ASTURIAS 

 
Las señaladas en el anejo 1 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 

Integrados de la Contaminación. 
 
 

ANEXO CUARTO 
 

ACTIVIDADES SOMETIDAS A LICENCIA AMBIENTAL MUNICIPAL 
 

Los valores umbral mencionados en cada una de las actividades relacionadas en la 
siguiente tabla se refieren, con carácter general, a capacidades de producción o a productos. 
Si un mismo titular realiza varias actividades de la misma categoría en la misma instalación, 
se sumarán las capacidades de dichas actividades.  
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Umbrales a los que se hace referencia en el presente anexo: 
 

Potencia eléctrica instalada igual o superior a 20 kW Umbrales A 
 Superficie del establecimiento igual o superior a 200 metros cuadrados 

 
Umbrales B Capacidad de alojamiento superior a 30 plazas 

 
Superficie del establecimiento igual o superior a 750 metros cuadrados 
de superficie o de zona de venta para actividades comerciales 

Umbrales C 
 

Que cuenten con sistemas de refrigeración y/o sistemas de ventilación 
forzada 

 
En cuanto a la definición de los distintos epígrafes, se ha seguido las interpretaciones 

incluidas en el CNAE 09. 
 
Grupo 1. Instalaciones de combustión. 
 

1.1. Instalaciones de combustión, no incluidas en el anexo tercero de esta ley y que 
tengan una potencia térmica nominal superior a 70 kW, no destinadas a calefacción y 
producción de agua caliente sanitaria. 
 
1.2. Instalaciones de gasificación y licuefacción de otros combustibles distintos al carbón, 
cuando la instalación tenga una potencia térmica nominal inferior a 20 MW. 

 
Grupo 2. Industrias extractivas. 
 

2.1. Operaciones relacionadas con la minería (el lavado, el cribado, la clasificación, la 
pulverización, etc.). 
 
2.2. Explotaciones a cielo abierto y canteras, incluyendo extracción y demás operaciones 
relacionadas. 
 
2.3. Otras industrias extractivas. 

 
Grupo 3. Producción y transformación de metales e industria manufacturera metálica. 
 

3.1. Instalaciones para la producción de fundición de aceros brutos (fusión primaria o 
secundaria), incluidas las correspondientes instalaciones de fundición continua, no 
incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
3.2. Instalaciones para la transformación de metales ferrosos: 

 
a) Laminado en caliente, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
b) Forjado con martillos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
c) Aplicación de capas de protección de metal fundido, no incluidas en el anexo tercero 
de esta ley. 

 
3.3 Fundiciones de metales ferrosos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
3.4. Instalaciones para la fusión de metales no ferrosos, inclusive la aleación, así como los 
productos de recuperación y otros procesos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
3.5. Instalaciones para el tratamiento de superficie de metales y materiales plásticos por 
procedimiento electrolítico o químico, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
3.6. Instalaciones para la fabricación de productos metálicos (excepto maquinaria y 
equipo), cuando se superen alguno de los umbrales A: 

 
a) Fabricación de elementos metálicos para la construcción, 
b) Fabricación de cisternas, grandes depósitos y contenedores de metal. 
c) Fabricación de generadores de vapor. 
d) Fabricación de artículos de cuchillería y cubertería, herramientas y ferretería. 
e) Fabricación de otros productos metálicos. 
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3.7. Instalaciones para la fabricación de productos informáticos, electrónicos y ópticos, 
cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
3.8. Instalaciones para la fabricación de material y equipo eléctrico, cuando se superen 
alguno de los umbrales A. 
 
3.9. Instalaciones para la fabricación de maquinaria y equipo, cuando se superen alguno 
de los umbrales A. 
 
3.10. Instalaciones para la fabricación de vehículos de motor, remolques y 
semirremolques, cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
3.11. Instalaciones para la fabricación de otro material de transporte, cuando se superen 
alguno de los umbrales A. 

 
Grupo 4. Industrias minerales. 
 

4.1. Producción de cemento, cal y óxido de magnesio, no incluidos en el anexo tercero de 
esta ley, y yeso. 
 
4.2. Fabricación de elementos de hormigón, cemento y yeso. 
 
4.3. Instalaciones para la fabricación de vidrio incluida la fibra de vidrio, no incluidas en el 
anexo tercero de esta ley. 
 
4.4. Instalaciones para la fundición de materiales minerales, incluida la fabricación de 
fibras minerales, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
4.5. Corte, tallado y acabado de la piedra, con capacidad de manipulación de estos 
materiales superior a 200 toneladas/día. 
 
4.6. Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante horneado, en 
particular tejas, ladrillos, refractarios, azulejos, gres cerámico o productos cerámicos 
ornamentales o de uso doméstico, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 

 
Grupo 5. Industrias químicas. 
 

5.1. Instalaciones no incluidas en el anexo tercero de esta ley, dedicadas al tratamiento 
de productos intermedios y producción de productos químicos, mediante transformación 
física, química o biológica. 

 
Grupo 6. Gestión de residuos. 
 

6.1. Instalaciones para la valorización o eliminación de residuos peligrosos, no incluidas 
en el anexo tercero de esta ley. 
 
6.2. Instalaciones para la valorización o eliminación de residuos en plantas de incineración 
o coincineración de residuos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
6.3. Instalaciones para la eliminación de los residuos no peligrosos, no incluidas en el 
anexo tercero de esta ley, excluyendo las incluidas en el Real Decreto-ley 11/1995, de 28 
de diciembre. 
 
6.4. Valorización, o una mezcla de valorización y eliminación, de residuos no peligrosos, 
no incluidas en el anexo tercero de esta ley, excluyendo las incluidas en el Real Decreto-
ley 11/1995, de 28 de diciembre. 
 
6.5. Vertederos de todo tipo de residuos, no incluidos en el anexo tercero de esta ley. 
 
6.6. Almacenamiento temporal de los residuos peligrosos no incluidos en el apartado 6.5 
en espera de la aplicación de algún tratamiento, no incluido en el anexo tercero de esta 
ley. 
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6.7. Almacenamiento subterráneo de residuos peligrosos, no incluido en el anexo tercero 
de esta ley. 
 
6.8. Almacenamiento de residuos no peligrosos. 

 
Grupo 7. Industria de la madera y sus derivados. 
 

7.1 Instalaciones industriales destinadas a la fabricación de papel o cartón, no incluidas 
en el anexo tercero de esta ley. 
 
7.2. Instalaciones de producción de celulosa, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
7.3. Secaderos de madera con una potencia térmica superior a 2,3 MW. 
 
7.4. Instalaciones industriales destinadas a la fabricación de uno o más de los siguientes 
tableros derivados de la madera: tableros de virutas de madera orientadas, tableros 
aglomerados o tableros de cartón comprimido, no incluidas en el anexo tercero de esta 
ley. 
 
7.5. Instalaciones para la fabricación de carpintería de madera y/o de muebles, no 
incluidas en el anexo tercero de esta ley por desarrollar alguna de las actividades 
contempladas en ese anexo y cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
7.6. Conservación de la madera y de los productos derivados de la madera utilizando 
productos químicos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley, distinta de tratamientos 
para combatir la albura exclusivamente. 

 
Grupo 8. Industria textil, de la confección y del cuero. 
 

8.1. Instalaciones para el tratamiento previo (operaciones de lavado, blanqueo, 
mercerización) o para el tinte de fibras o productos textiles, no incluidas en el anexo 
tercero de esta ley. 
 
8.2. Confección de prendas de vestir, cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
8.3. Instalaciones para el curtido de cueros, no incluidas en el anexo tercero de esta ley.  
 
8.4. Preparación y teñido de pieles.  
 
8.5. Fabricación de artículos de marroquinería, cuando se superen alguno de los umbrales 
A.  
 
8.6. Fabricación de calzado, cuando se superen alguno de los umbrales A.  

 
Grupo 9. Industria agroalimentarias, explotaciones ganaderas y acuicultura. 
 

9.1. Instalaciones, no incluidas en el anexo tercero de esta ley, para: 
 

a) Procesado y conservación de carne y elaboración de productos cárnicos. 
b) Procesado y conservación de pescados, crustáceos y moluscos. 
c) Procesado y conservación de frutas y hortalizas. 
d) Fabricación de aceites y grasas vegetales y animales. 
e) Fabricación de productos lácteos. 
f) Fabricación de productos de molinería, almidones y productos amiláceos. 
g) Fabricación de productos de panadería y pastas alimenticias. 
h) Fabricación de otros productos alimenticios. 
i) Fabricación de productos para la alimentación animal. 
j) Fabricación de bebidas. 

 
9.2. Instalaciones para la eliminación o el aprovechamiento de carcasas o desechos de 
animales, no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
9.3. Producción ganadera: 
 



 

  92 

a) Explotaciones Nº de plazas de ganado bovino: 
Nº de animales reproductores ≥ 10 
Nº de animales de cebo ≥ 20 

b) Explotaciones de caballos y otros équidos: 
Nº de animales reproductores ≥ 10  
Nº de animales de cebo ≥ 20 

c) Explotaciones de ganado ovino y caprino: 
Nº de animales ≥ 20 

d) Explotaciones de ganado porcino, no incluidas en el anexo tercero de esta ley: 
Nº de cerdos de cría o de cebo de más de 30 kg ≥ 20 
Nº de cerdos de cebo de más de 20 kg ≥ 20 
Nº de cerdas reproductoras ≥ 15 
Nº de cerdas de ciclo cerrado ≥ 10 

e) Explotaciones de avicultura, no incluidas en el anexo tercero de esta ley: 
Nº de gallinas, pollos de engorde u otras aves ≥ 200  

f) Otras explotaciones de ganado: 
Nº de avestruces ≥ 10  
Nº de conejas madres ≥ 50  
Nº de perros de cría o guarda, mayores de 3 meses ≥ 6  

g) Otras explotaciones de animales distintas de las indicadas en el epígrafe f) o 
combinación de los anteriores, independientemente de su consideración como núcleo 
zoológico. 

 
9.4. Acuicultura: 

 
a) Acuicultura marina. 
b) Acuicultura en agua dulce. 

 
Grupo 10. Consumo de disolventes orgánicos. 
 

10.1. Instalaciones para tratamiento de superficie de materiales, de objetos o productos 
con utilización de disolventes orgánicos, en particular para aprestarlos, estamparlos, 
revestirlos y desengrasarlos, impermeabilizarlos pegarlos, enlacarlos, limpiarlos o 
impregnarlos, no incluidas en el anexo tercero de esta ley.  

 
Grupo 11. Tratamiento de aguas. 
 

11.1. Instalaciones potabilizadoras de aguas para suministro. 
 
11.2. Tratamiento independiente de aguas residuales, no contemplado en la legislación 
sobre aguas residuales urbanas, y no incluidas en el anexo tercero de esta ley. 
 
11.3. Tratamiento de aguas residuales urbanas diseñadas para más de 1.000 habitantes 
equivalentes. 

 
Grupo 12. Producción y distribución de energía. 
 

12.1. Centrales hidroeléctricas. 
 
12.2. Parques eólicos. 
 
12.3. Parques fotovoltaicos con una potencia superior o igual a 20 kW, excluyéndose 
instalaciones de autoconsumo. 
 
12.4. Instalaciones para la fabricación de hielo a escala industrial. 
 
12.5. Subestaciones eléctricas. 
 
 
Grupo 13. Comercio al por menor y al por mayor. 
 
13.1. Venta de vehículos a motor, cuando se superen los dos umbrales C. 
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13.2. Mantenimiento y reparación de vehículos, cuando se superen alguno de los 
umbrales A. 
 
13.3. Comercio de repuestos y accesorios de vehículos de motor, cuando se superen los 
dos umbrales C. 
 
13.4. Comercio al por mayor de materias primas agrarias y de animales vivos, cuando se 
superen los dos umbrales C. 
 
13.5. Comercio al por mayor de frutas y hortalizas, cuando se superen los dos umbrales 
C. 
 
13.6. Comercio al por mayor de carne y productos cárnicos, cuando se superen los dos 
umbrales C. 
 
13.7. Comercio al por mayor de productos lácteos, cuando se superen los dos umbrales C. 
 
13.8. Comercio al por mayor de bebidas, cuando se superen los dos umbrales C. 
 
13.9. Comercio al por mayor de café, té, cacao y especias, cuando se superen los dos 
umbrales C. 
 
13.10. Comercio al por mayor de pescados y mariscos y otros productos alimenticios, 
cuando se superen los dos umbrales C. 
 
13.11. Comercio al por mayor de productos perfumería y cosmética, cuando se superen 
los dos umbrales C. 
 
13.12. Comercio al por mayor de productos farmacéuticos, cuando se superen los dos 
umbrales C. 
 
13.13. Comercio al por mayor de combustibles sólidos, líquidos y gaseosos, y productos 
similares, cuando se superen los dos umbrales C. 
 
13.14. Comercio al por mayor de metales y minerales metálicos, cuando se superen los 
dos umbrales C. 
 
13.15. Comercio al por mayor de productos químicos, cuando se superen los dos 
umbrales C. 
 
13.16. Comercio al por mayor de chatarra y productos de desecho. 
 
13.17. Comercio al por menor en establecimientos especializados y no especializados, 
cuando se superen los dos umbrales C. 
 
13.18. Instalaciones para suministro de combustibles para automoción. 

 
Grupo 14.Transporte y almacenamiento. 
 

14.1. Estaciones de bombeo.  
 
Grupo 15. Almacenamiento y actividades anexas al transporte. 
 

15.1. Servicios de terminales de transporte. 
 
15.1. Estacionamientos comerciales de vehículos.  

 
Grupo 16. Hostelería. 
 

16.1. Hoteles y alojamientos similares. 
 
16.2. Campings y aparcamientos de caravanas. 
 
16.3. Restaurantes. 
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16.4. Provisión de comidas preparadas para eventos y otros servicios de comidas. 
 
16.5. Salas con actuaciones en vivo, discotecas, salones recreativos o de azar, cines, 
teatros, etc. 
 
16.6. Bares con música amplificada, bares sin música amplificada y cafeterías. 

 
Grupo 17. Otras actividades. 
 

17.1. Industria del tabaco. 
 
17.2. Impresión rotativa y encuadernación. 
 
17.3. Reproducción de textos o imágenes por procedimientos tales como multicopistas, 
fotocopias por procedimientos fotográficos y electrostáticos, sistemas de reproducción de 
planos, etc., cuando se superen alguno de los umbrales C. 
 
17.4. Estudios de grabación, emisoras de radiodifusión y salas de cine. 
 
17.5. Instalaciones para la fabricación de monedas, no incluidas en el anexo tercero de 
esta ley por desarrollar alguna de las actividades contempladas en este anexo.  
 
17.6. Instalaciones para la fabricación de artículos de joyería y artículos similares, cuando 
se superen alguno de los umbrales A. 
 
17.7. Instalaciones para la fabricaron de artículos de bisutería y artículos similares, 
cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
17.8. Instalaciones para la fabricación de instrumentos musicales, cuando se superen 
alguno de los umbrales A. 
 
17.9. Instalaciones para la fabricación de artículos de deporte, cuando se superen alguno 
de los umbrales A. 
 
17.10. Instalaciones para la fabricación de juegos y juguetes, cuando se superen alguno 
de los umbrales A. 
 
17.11. Instalaciones para la fabricación de instrumentos y suministros médicos y 
odontológicos, cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
17.12. Instalaciones para Industrias manufactureras no consideradas en otros epígrafes, 
cuando se superen alguno de los umbrales A. 
 
17.13. Instalaciones para la reparación e instalación de maquinaria y equipo, cuando se 
superen alguno de los umbrales A. 
 
17.14. Limpieza de maquinaria industrial, camiones y botellas. 
 
17.15. Actividades de envasado y embotellado, cuando se superen alguno de los 
umbrales A.  
 
17.16. Academias de baile y música. 
 
17.17. Actividades hospitalarias. 
 
17.18. Asistencia en establecimientos residenciales, cuando supere el umbral B. 
 
17.19. Actividades de cuidado diurno de personas mayores, niños y ludotecas, con una 
superficie ≥ 200 metros cuadrados. 
 
17.20. Actividades de bibliotecas, archivos, museos, y otras actividades culturales, 
cuando superen o contengan alguno de los umbrales C. 
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17.21. Parque de atracciones y parques temáticos. 
 
17.22. Recintos feriales. 
 
17.23. Limpieza en seco de prendas. 
 
17.24. Pompas fúnebres y actividades relacionadas, con crematorio. 
 
17.25. Tratamiento de semillas para reproducción. 
 
17.26. Instalaciones para silo tipos trinchera. 

 
 

ANEXO QUINTO 
 

ACTIVIDADES SOMETIDAS A COMUNICACIÓN AMBIENTAL MUNICIPAL  
 

Los valores umbral mencionados en cada una de las actividades relacionadas en la 
siguiente tabla se refieren, con carácter general, a capacidades de producción o a productos. 
Si un mismo titular realiza varias actividades de la misma categoría en la misma instalación, 
se sumarán las capacidades de dichas actividades.  
 

Umbrales a los que se hace referencia en el presente anexo: 
 

Potencia eléctrica instalada igual o superior a 20 kW Umbrales A 
 Superficie del establecimiento igual o superior a 200 metros cuadrados 

 
Umbrales B Capacidad de alojamiento superior a 30 plazas 

 
Superficie del establecimiento igual o superior a 750 metros cuadrados 
de superficie o de zona de venta para actividades comerciales 

Umbrales C 
 

Que cuenten con sistemas de refrigeración y/o sistemas de ventilación 
forzada 

 
En cuanto a la definición de los distintos epígrafes, se ha seguido las interpretaciones 

incluidas en el CNAE 09 y la enumeración de los grupos establecida en el anexo cuarto de 
esta ley. 
 
Grupo 3. Industria manufacturera metálica. 
 

3.1. Instalaciones para la fabricación de productos metálicos (excepto maquinaria y 
equipo), no incluidas en el anexo cuarto de esta ley: 

 
a) Fabricación de elementos metálicos para la construcción. 
b) Fabricación de cisternas, grandes depósitos y contenedores de metal. 
c) Fabricación de generadores de vapor. 
d) Fabricación de artículos de cuchillería y cubertería, herramientas y ferretería. 
e) Fabricación de otros productos metálicos. 

 
3.2. Instalaciones para la fabricación de productos informáticos, electrónicos y ópticos, no 
incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
3.3. Instalaciones para la fabricación de material y equipo eléctrico, no incluidas en el 
anexo cuarto de esta ley. 
 
3.4. Instalaciones para la fabricación de maquinaria y equipo, no incluidas en el anexo 
cuarto de esta ley. 
 
3.5. Instalaciones para la fabricación de vehículos de motor, remolques y 
semirremolques, no incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
3.6. Instalaciones para la fabricación de otro material de transporte, no incluidas en el 
anexo cuarto de esta ley. 
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Grupo 4. Industrias minerales. 
 

4.1. Corte, tallado y acabado de la piedra, no incluidos en el anexo cuarto de esta ley y 
con capacidad de manipulación de estos materiales inferior a 200 toneladas/día. 

 
Grupo 7. Industria de la madera y sus derivados. 
 

7.1. Secaderos de madera, no incluidos en el anexo cuarto de esta ley. 
 
7.2. Instalaciones para la fabricación de carpintería de madera y/o de muebles, no 
incluidas en los anexos tercero o cuarto. 

 
Grupo 8. Industria textil, de la confección y del cuero. 
 

8.1. Confección de prendas de vestir, no incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
8.2. Instalaciones para el curtido de cueros, no incluidas en el anexo tercero y en el 
anexo cuarto de esta ley. 
 
8.3. Fabricación de artículos de cuero (tales como artículos de cuero para usos 
industriales: correas, tacos, tiratacos, etc.; artículos de guarnicionería; botería; y 
fabricación de artículos a base de sucedáneos de cuero y repujado, cuando no se superen 
o contengan alguno de los umbrales C. 
 

Grupo 9. Industria agroalimentaria, explotaciones ganaderas y acuicultura. 
 

9.1 Producción ganadera: 
 

a) Explotaciones de ganado bovino, no incluidas en el anexo cuarto de esta ley: 
Nº de animales reproductores ≥ 5 
Nº de animales de cebo ≥ 10 

b) Explotaciones de caballos y otros équidos, no incluidas en el anexo cuarto de esta 
ley: 

Nº de animales reproductores ≥ 5  
Nº de animales de cebo ≥ 10 

c) Explotaciones de ganado ovino y caprino, no incluidas en el anexo cuarto de esta 
ley: 

Nº de animales ≥ 5 
d) Explotaciones de ganado porcino, no incluidas en los anexos tercero o cuarto: 

Nº de cerdos de cría o de cebo de más de 30 kg  ≥ 3 
Nº de cerdos de cebo de más de 20 kg ≥ 3 
Nº de cerdas reproductoras ≥ 2 
Nº de cerdas de ciclo cerrado ≥ 3 

e) Explotaciones de avicultura, no incluidas en el los anexos tercero o cuarto: 
Nº de gallinas, pollos de engorde u otras aves ≥ 30  

f) Otras explotaciones de ganado: 
Nº de avestruces ≥ 4  
Nº de conejas madres ≥ 10  
Nº de perros ≥6 y <15 

 
Grupo 11. Tratamiento de aguas. 
 

11.1. Tratamiento de aguas residuales urbanas, no incluidas en los anexos tercero o 
cuarto. 

 
Grupo 12. Producción y distribución de energía. 
 

12.1. Centros de transformación. 
 
12.2. Estaciones de regulación y medida de gas. 
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Grupo 13. Comercio al por menor y al por mayor. 
 

13.1. Venta de vehículos a motor no incluidos en el anexo cuarto de esta ley. 
 
13.2. Mantenimiento y reparación de vehículos no incluidos en el anexo cuarto de esta 
ley. 
 
13.3. Comercio de repuestos y accesorios de vehículos de motor no incluidos en el anexo 
cuarto de esta ley. 
 
13.4. Comercio al por mayor en establecimientos no incluidos en el anexo cuarto de esta 
ley. 
 
13.5. Comercio al por menor en establecimientos especializados y no especializados no 
incluidos en el anexo cuarto de esta ley. 

 
Grupo 15. Almacenamiento y actividades anexas al transporte. 
 

15.1. Estacionamientos privados de vehículos, para más de 5 plazas. 
 
Grupo 16. Hostelería. 
 

16.1. Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia, cuando dispongan de 
sistemas individuales de depuración de aguas residuales con aplicación posterior del 
efluente al terreno o vertido a cauce público.  

 
Grupo 17. Otras actividades. 
 

17.1. Artes gráficas y reproducción de soportes grabados no incluidas en el anexo cuarto 
de esta ley. 
 
17.2. Instalaciones para la fabricación de monedas, no incluidas en los anexos tercero o 
cuarto. 
 
17.3. Instalaciones para la fabricación de artículos de joyería y artículos similares, no 
incluidas en los anexos tercero o cuarto. 
 
17.4. Instalaciones para la fabricaron de artículos de bisutería y artículos similares, no 
incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.5. Instalaciones para la fabricación de instrumentos musicales, no incluidas en el 
anexo cuarto de esta ley. 
 
17.6. Instalaciones para la fabricación de artículos de deporte, no incluidas en el anexo 
cuarto de esta ley. 
 
17.7. Instalaciones para la fabricación de juegos y juguetes, no incluidas en el anexo 
cuarto de esta ley. 
 
17.8. Instalaciones para la fabricación de instrumentos y suministros médicos y 
odontológicos, no incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.9. Instalaciones para Industrias manufactureras no consideradas en otros epígrafes, 
no incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.10. Instalaciones para la reparación e instalación de maquinaria y equipo, no incluidas 
en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.11. Almacenamientos de materiales de construcción con apilamientos de materiales 
pulverulentos en el exterior, siempre y cuando dichos apilamientos no necesiten de 
autorización sectorial según lo indicado en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por 
el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la 
atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación. 
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17.12. Estaciones de telefonía móvil. 
 
17.13. Instalaciones para Inspecciones Técnicas de Vehículos. 
 
17.14. Actividades de investigación y desarrollo experimental en ciencias naturales y 
técnicas. 
 
17.15. Actividades de fotografía (cuando produzcan residuos peligrosos). 
 
17.16. Actividades veterinarias. 
 
17.17. Actividades relacionadas con el empleo, cuando superen alguno de los umbrales C. 
 
17.18. Actividades de envasado y embotellado, no incluidas en el anexo cuarto de esta 
ley.  
 
17.19. Academias no incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.20. Clínicas odontológicas. 
 
17.21. Laboratorios de diagnóstico por imagen. 
 
17.22. Asistencia en establecimientos residenciales, no incluida en el anexo cuarto de esta 
ley. 
 
17.23. Actividades de cuidado diurno de personas mayores, niños y ludotecas, no 
incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.24. Actividades de bibliotecas, archivos, museos y otras actividades culturales, no 
incluidas en el anexo cuarto de esta ley. 
 
17.25 Gimnasios. 
 
17.26. Actividades asociativas y centros de reunión, salvo que se ubiquen en un edificio 
de viviendas, en cuyo caso, deberá tramitarse a través de una licencia ambiental. 
 
17.27. Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel, no incluidas en el anexo cuarto de 
esta ley. 
 
17.28. Peluquería y otros tratamientos de belleza, cuando disponga de climatización. 
 
17.29. Pompas fúnebres y actividades relacionadas, no incluidas en el anexo cuarto de 
esta ley. 
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ANEXO SEXTO 
 

ACTIVIDADES SOMETIDAS A AUTORIZACIÓN AMBIENTAL AUTONÓMICA EN EL 
PRINCIPADO DE ASTURIAS 

 
Las que, no estando incluidas en el anexo tercero de esta ley, sí estén comprendidas en 

alguno de los supuestos siguientes: 
 

1. Estén incluidas en el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la 
atmósfera, a que se refiere la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y 
protección de la atmósfera, pertenecientes a los grupos A y B. 
 

2. Realicen vertidos de aguas residuales desde tierra al mar, regulados en la Ley 
22/1988, de 28 de julio, de Costas.  

 
3. Realicen vertidos de aguas residuales industriales de forma directa a colectores o 

instalaciones de depuración competencia  de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 5.3 de la Ley 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas 
residuales industriales a los sistemas públicos de saneamiento. 

 
4. Desarrollen operaciones de gestión de residuos, según lo regulado en la Ley 

22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados. 
 
 

ANEXO SÉPTIMO 
 

ACTIVIDADES SOMETIDAS A COMUNICACIÓN AMBIENTAL AUTONÓMICA EN EL 
PRINCIPADO DE ASTURIAS 

 
 

Las que, no estando incluidas en los anexos tercero y sexto de esta ley, sí estén 
comprendidas en alguno de los supuestos siguientes: 
 

1. Estén incluidas en el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la 
atmósfera, a que se refiere la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y 
protección de la atmósfera, en concreto las pertenecientes al grupo C. 

 
2. Las señaladas en el Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, sobre limitación de 

emisiones de compuestos orgánicos volátiles debidas al uso de disolventes en determinadas 
actividades. 

 
3. Las sometidas a comunicación según lo regulado en la Ley 22/2011, de 28 de julio, 

de residuos y suelos contaminados. 
 


	a) Protección del medio ambiente y la salud de las personas, proponiendo e impulsando medidas eficaces, particularmente para reducir el vertido de residuos, la eliminación incontrolada de los mismos, o la gestión a través de canales inadecuados.
	b) Sostenibilidad, promoviendo una política de residuos que contribuya a avanzar en la sostenibilidad económica, social y ambiental. Esta política de residuos ha de basarse en la prevención y la reutilización que permita disminuir la generación de residuos y en un mejor aprovechamiento material. 
	c) Jerarquía en la gestión de residuos, con la reutilización de materiales y productos como principal vía de prevención, bien sea directamente o previa una preparación adecuada.
	d) Proximidad y autosuficiencia, considerando la conveniencia de gestionar los residuos en instalaciones cercanas a los puntos de producción de los mismos, siempre que ello resulte razonable desde la triple perspectiva ambiental, técnica y económica. 
	e) Responsabilidad del productor, implicándose en la minimización de los residuos generados en las actividades, en el ecodiseño de los productos, en la incorporación de materiales recuperados y subproductos en los procesos productivos. 
	f) Participación y responsabilidad compartida en la generación y gestión de residuos con la intervención de los productores de bienes y servicios, los ciudadanos, las administraciones locales, agentes económicos y sociales o comunidad científica.  
	g) Eficiencia en la intervención de la Administración en cuestiones como la aplicación de la jerarquía en la gestión de residuos, la separación en origen por el productor, la recogida separada por materiales o la separación de distintas clases de aceites usados. 

